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TALLER DE QUEJAS ANTE LA COMISIÓN EUROPEA 

Ecologistas en Acción, EEB 
Madrid, 15 de Octubre de 2005 

 
Transcripción de las ponencias 
(Glosario: EM; Estado Miembro, UE; Unión Europea, DG; Dirección General, MA; Medio 
Ambiente, CE; Comisión Europea, TJCE; Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas, 
PIB; Producto Interior Bruto, DG REGIO; Dirección General de Política Regional, DG TRAN; 
Dirección General de Transporte, DG AGRI; Dirección General de Agricultura, DMA; 
Directiva Marco de Aguas) 
MAÑANA 
 
Regina Schneider  
Buenos días, me alegro de la alta participación, la Oficina Europea del Medio Ambiente es una 
red de grupos ecologistas europeos como Ecologistas en Acción que es uno de los grupos más 
activos. 
Su función es influir sobre las instituciones europeas para tratar de modificar el resultado de las 
políticas europeas. Agradezco la buena organización de este evento sobre infracciones 
ambientales a todo el equipo de ecologistas. Sin más doy la palabra al primer ponente Ludwig 
Krämer. 
 
ESPAÑA Y LA APLICACIÓN DE LA LEGISLACIÓN AMBIENTAL EUROPEA 
Ludwig Kramer, ex--jefe de la Unidad Legal de la DG de Medio Ambiente 
Siento mucho que soy alemán y no tengo un buen español, pero espero que ustedes puedan 
entender. He trabajado en la CE durante más de 30 años (servicios jurídicos, residuos, asuntos 
legales) ahora enseño en varias universidades (Londres, Copenhague, etc.). 
Transposición, aplicación, y control de la aplicación de la política ambiental comunitaria 
El artículo 174 del Tratado dice que ejecución de la política es asunto de los EM. Esto incumbe 
también a la legislación, principalmente los Reglamentos, pero también las Directivas, que son 
el grueso de la legislación comunitaria. Pero por otra parte el artículo 211 dice también 
claramente que la Comisión velará por la aplicación de las disposiciones adoptadas en el nivel 
comunitario. Es muy importante señalar que estamos hablando de la APLICACIÓN de la 
normativa comunitaria y de la vigilancia de esa aplicación, que es muy distinto de la 
trasposición. Todo EM está obligado a trasponer la legislación europea al derecho comunitario, 
pero ahí no acaban las obligaciones, también tiene obligación de aplicarlo. La legislación del 
MA es letra muerta si no se aplica. Y el control de la aplicación del derecho comunitario es 
obligación propia de la Comisión Europea y aquí no puede intervenir la cuestión de la 
subsidiariedad, es muy distinto la obligación de la aplicación (EM) del control de esa aplicación 
(Comisión). Es obligación de los conductores cumplir las leyes de tráfico, pero la guardia civil 
de tráfico es la responsable de velar por el cumplimiento de la misma, no se concebiría que este 
cuerpo delegara el control sobre el cumplimiento a los propios conductores, del mismo modo la 
Comisión no puede delegar el control de la aplicación en los EM.  
Al observar los datos de los 5 años pasados las quejas y las peticiones han descendido 
vertiginosamente de 600-700 a cerca de la mitad en 2004. Las cartas de emplazamiento 
ascendieron de 406 en 2000 a 505 en 2002, los dictámenes motivados de 193 en 2000 a 323 en 
2002, y las sentencias del TJCE de 21 en 2000 a 47 en 2002. 
 
Sentencias del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas 
Las sentencias del TJCE en materia MA son poco numerosas, la razón a menudo es que las 
quejas se resuelven antes de llegar al tribunal. Llegan menos del 5%, incluyendo la falta de 
transposición y la falta de transposición correcta. En virtud del artículo 226 del tratado España 
acumuló 21 sentencias del TJCE entre 1976-2003, ocupando la quinta posición (pero hay que 
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tener en cuenta que España ingresó en la Comunidad Económica Europea en 1986). Sin 
embargo contrasta con el dato de que el número de cuestiones prejudiciales planteadas por 
órganos jurisdiccionales españoles ante el TJCE, en función del artículo 234 en el mismo 
periodo es cero. Es impresionante que cuatro países que son beneficiarios de fondos 
estructurales europeos (España, Portugal, Grecia, e Irlanda) no hayan planteado o pedido una 
interpretación del derecho comunitario al TJCE; existe una clara correlación entre la madurez de 
los jueces y esta situación. Por el contrario Italia está a la cabeza de esta lista, reflejando que los 
jueces italianos están plenamente implicados en el desarrollo y en la discusión democrática, 
económica, y política de su país. El segundo país que más cuestiones prejudiciales ha planteado 
es Países Bajos; esto es debido a que el 65% de su PIB procede de la exportación, la actividad 
económica está muy volcada al exterior, por lo tanto es un país interesado en una interpretación 
común del derecho comunitario. 
Volviendo a los 21 casos en que ha habido sentencias del TJCE contra España, las causas fueron 
principalmente ausencia de transposición de la legislación, ausencia de puesta en marcha de 
programas, o ausencia de designación de zonas naturales vulnerables (caso de las marismas de 
Santoña). En algunos casos España asumió su error, y en otras ocasiones pretendió alegar que 
las Comunidades Autónomas no habían cumplido sus obligaciones. Este es un argumento 
político, no jurídico, ya que el Estado miembro es responsable de todo su territorio ante la 
Comisión europea, con lo cual esta defensa no le ha servido nunca a España. Un cuarto tipo de 
sentencias contra España son las que se han referido a la mala aplicación del derecho 
comunitario. Excepto en la condena por incumplimiento de la Directiva de Aguas de Baño, en la 
que España alegó como defensa (aunque no le sirvió de nada) la existencia de sequía., en el 
resto de casos no ha alegado ninguna defensa. Es decir, España siempre que ha sido llevada ante 
el TJCE ha sido condenada, nunca España ha podido defenderse. 
 
Conclusiones de la situación en España 
Ausencia de política central de control.  
No hay una política nacional en España de control de la política medioambiental europea. Es 
cierto que gran parte de las competencias en materia de medioambiente están en las 
Comunidades autónomas; por tanto estas son responsables de trasponer y aplicar la legislación 
ambiental europea, pero ¿quién controla a estas Comunidades? No hay una administración o un 
órgano central que se encargue de esta labor de velar por la correcta aplicación de la legislación 
europea. Esta es una carencia, muy seria desde el punto de vista europeo, común a la mayoría de 
EM con fuerte poder del nivel regional (Alemania, Bélgica, Italia, Austria, España...). Este 
problema que el gobierno central prefiere ignorar; no existe posibilidad de presentar quejas por 
parte de individuos ante el gobierno central. Parece que el defensor del pueblo español piense 
que el pueblo puede vivir sin el medio ambiente (sin embargo claramente la biosfera “puede 
vivir” sin los seres humanos, pero los seres humanos no pueden vivir sin la biosfera.) Esta 
situación podría ser diferente si el defensor del pueblo español fuera una figura que sirviera y se 
utilizara para quejas medioambientales. 
 
Artículo 226 insuficiente. 
El artículo 226 del Tratado es insuficiente para proteger el Medio Ambiente. La Comisión 
Europea puede desarrollar este control de la aplicación, pero no puede sustituir al Estado 
miembro en su obligación de aplicar la legislación. 
 
Las quejas representan un porcentaje pequeño de las infracciones 
Las quejas introducidas a nivel comunitario son un pequeño % de la situación medioambiental 
en España y por encima de esto, la mayoría no llegan al TJCE. Ha habido casos flagrantes que 
no han llegado al TJCE como la presa de Itoiz, los parque eólicos en Fuerteventura o Tarifa, el 
parque de Doñana, los residuos de lindano en el País Vasco, la ampliación de Barajas, Bahía de 
Portman,...) En todos estos casos el tribunal no ha tenido oportunidad de pronunciarse,... sería 
útil al menos un mayor pronunciamiento de los tribunales españoles en este sentido. El sistema 
de quejas soluciona un porcentaje muy pequeño de las infracciones, con lo cual, a largo plazo, la 
solución debe encontrarse en España, no en Bruselas. 
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El problema es la aplicación efectiva 
Parece que los gobiernos central y regional piensen que con la transposición de la legislación 
comunitaria se terminan las obligaciones, y no prestan atención a la aplicación. La ley vive en el 
momento en que se aplica, si no, es un papel. Es como el concepto de Desarrollo Sostenible que 
queda muy bonito en todos los discursos y legislaciones, pero del cuál es una tontería hablar 
porque no se está aplicando. Al contrario de lo que ocurre con otros sectores (agricultura, 
transportes,..) donde existen lobbies y fuertes grupos de presión (con suficiente estructura y 
capacidad) que luchan por la aplicación de la legislación europea, el medio ambiente es un 
sector “sin grupo”. Es infrecuente, por ejemplo, que se celebre una manifestación numerosa en 
Bruselas que solicite la aplicación de la Directiva de aguas de baño. Existen más de 13 000 
personas de forma permanente en Bruselas haciendo lobby para los intereses de la industria y la 
economía frente a 50 personas haciendo lobby en defensa del medio ambiente. 
Las administraciones locales en España están poco interesadas en la aplicación efectiva del 
medio ambiente, aunque incorporen el discurso en los boletines oficiales no lo llevan a cabo. De 
igual modo, los tribunales de medio ambiente son algo moderno mientras que los jueces son por 
lo general muy conservadores. 
 
Problemas con las quejas 
Registro de quejas y ausencia de control 
La Comisión publicó un formulario tipo (optativo) en el que claramente se dice que una queja es 
admisible si denuncia una violación del Derecho comunitario por un Estado miembro. No es 
necesario que se cumpla ninguna otra premisa. En la publicación oficial (Diario Oficial de las 
Comunidades Europeas, 1999 C119, pg. 5) no se dice que sea necesario aportar ningún tipo de 
evidencia documental de que dicha infracción esté ocurriendo.  
Es muy importante el hecho de que las garantías administrativas para el denunciante comienzan 
solo en el momento en que la queja es registrada. No empiezan antes, por lo que el registro de la 
queja es algo esencial. ¿Qué dice la Comisión respecto al registro de quejas? Que “todos los 
escritos que puedan ser objeto de instrucción como denuncias se registrarán en el registro 
central de denuncias” (COM(2002) 141) y que “el registro de las denuncias recibidas por la 
Comisión no es objeto de ninguna selección” (COM(2002)725). La razón de que todas las 
quejas tengan que ir a un registro central es evitar que un funcionario aislado pueda decidir 
sobre el registro de una queja. En caso de dudas existe un mecanismo a través de los servicios 
jurídicos de la Comisión para solucionarse. Este es el marco teórico oficial. Sin embargo, NO 
existe ningún control sobre el funcionario que decide no registrar una queja. Si un funcionario 
decide depositar una queja en la papelera en lugar de otorgarle un número de registro, no tiene 
ningún control ni de su superior, ni del servicio central de la Comisión, etc. En este sentido es 
una tentación optar por no registrar las quejas ya que supone menos trabajo. Por otro lado, desde 
el punto de vista político, es necesario notar que la Comisión no es neutra, es un organismo que 
cada día tiene que discutir con los EM y sus gobiernos (centrales y autonómicos) nueva 
legislación, fondos europeos, etc mediante contactos entre personas que se ven las caras y se 
tratan, que se relacionan, que comen juntos, que tienen una relación social, etc. Esta misma 
Comisión es la que luego deber enfrentarse a estos EM y perseguirles por una infracción. En el 
contexto antes planteado, esta confrontación resulta molesta, y la tendencia es evitarla, buscar la 
negociación y facilitar la solución con el Estado miembro en lugar de perseguirle. La queja 
proviene de personas o grupos anónimos con los que la Comisión no trata personalmente; con 
esta situación desigual, solo una conciencia profesional muy rigurosa del funcionario, que le 
permita distinguir claramente el trato cotidiano personal diario de su obligación como 
representante de la Comisión, en función del artículo 211, puede asegurar un funcionamiento 
correcto.  
 
Sistema de promoción de los funcionarios 
El sistema de promoción de los funcionarios en la Comisión permite a los Directores Generales 
premiar con puntos positivos a los funcionarios individuales que hagan un “buen trabajo”. Este 
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“buen trabajo” podría ser tratar muchas quejas, abrir muchos procedimientos de infracción, etc. 
o por el contrario cerrar cuantas más quejas mejor.  
 
En este sentido, el actual sistema de promoción de funcionarios de la Comisión anima a los 
funcionarios a no registrar quejas y a archivar las que están abiertas. Los argumentos utilizados 
para hacer esto son diversos (los hechos no están claros, existen otras prioridades, las pruebas 
son insuficientes,...). Sin embargo el denunciante no tiene obligación de probar los hechos. 
Cuando un funcionario propone abrir un procedimiento de infracción según el artículo 226 del 
Tratado, existe un fuerte control administrativo, jurídico y político (al menos debe pasar tres 
filtros internos en la Comisión). Sin embargo si un funcionario propone archivar una queja, casi 
nunca existe ningún tipo de control ni administrativo, ni jurídico, ni político sobre su decisión. 
En 10 años que estuve trabajando en la Unidad de quejas de la Comisión, ni una sola vez los 
servicios jurídicos de la Comisión objetaron la propuesta de la Dirección General de Medio 
Ambiente de archivar una queja. 
 
Buena Gobernanza 
La Comisión prometió en un Libro Blanco (Diario Oficial de las Comunidades Europeas , 2001 
C 287 p.1) una Buena Gobernanza basada en la apertura, la responsabilidad, y la eficacia. Sin 
embargo en el tratamiento de las quejas la Comisión no tiene en cuenta estos principios. En 
cuanto a la apertura, esta no existe en absoluto pues el procedimiento es secreto. Yo he 
publicado artículos en los que defiendo que las cartas enviadas por la Comisión al EM en 
función del artículo 226 sean públicas, ya que se trata de una decisión formal de la Comisión. El 
Artículo 1 del Tratado de la Unión Europea defiende el acceso a la información, al decir que 
“las decisiones serán tomadas de la forma más abierta y próxima a los ciudadanos que sea 
posible”. 
 
Recomendaciones 
  

• En caso de asuntos muy importantes es recomendable, de forma paralela a la queja, 
presentar sistemáticamente una petición al Parlamento Europeo, porque el 
tratamiento es el mismo que una queja, con la diferencia de que los servicios de la 
Comisión Europea (el responsable encargado) tiene que responder periódicamente 
(más o menos cada tres meses) a la Comisión de Peticiones o de Medio Ambiente 
del Parlamento Europeo sobre el tratamiento jurídico administrativo de la petición. 
De esta forma se garantiza un control mayor, pues en el caso de las quejas el 
funcionario no está obligado a justificar nada. 

• Presentar ante el defensor del pueblo europeo (Ombudsman) una reclamación, en 
base al artículo 195 (2) del Tratado, por incurrir la Comisión Europea en una mala 
administración al no registrar las quejas. Una de las competencias del Ombudsman 
es controlar el adecuado funcionamiento del resto de instituciones europeas. Es 
recomendable hacer un uso más sistemático de esta figura en el sector del medio 
ambiente. 

• No enviar las quejas a la Dirección General de Medio Ambiente, sino al Secretario 
General de la Comisión, que es el responsable del registro central. Es menos 
habitual que el Secretario General no registre una queja al no ser el la persona que 
trabaja con ella, además de estar más expuesto a las presiones políticas. 

 
 
 

Cambio de política de quejas en la Comisión 
En 2003 la Comisión trataba 450 casos de infracciones medioambientales. El 3 de octubre de 
2005 trataba 180. Esto implica una reducción del 60 %. Las hipótesis que podrían explicar esto 
son: 

• Se ha producido un milagro 
• Ha habido una aplicación maravillosa del derecho medioambiental en España 
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• La Comisión Europea ha cambiado la forma de gestionar las quejas 
 

Gracias por su atención 
 

 
 
 
 
COLOQUIO 
Ecologistas en Acción de Alcoi  
¿Hay posibilidad de recurrir el archivo de una queja?  
 
LK: 
No hay posibilidad de recurrir. El procedimiento es entre la Comisión y el EM. El denunciante 
tiene derechos durante el procedimiento. Tiene derecho recibir información de la Comisión 
antes del archivo de la queja pero no hay posibilidad de recurrir. Se puede presentar una 
reclamación ante el defensor europeo del pueblo si se considera que ha habido mala 
administración (en el caso de Itoiz esto fue lo que hicieron los denunciantes). Teóricamente la 
Comisión también tiene la posibilidad de reabrir el caso; la Comisión tiene potestad para, en 
cualquier momento, abrir un procedimiento de infracción contra un EM de propia iniciativa, sin 
la existencia de una queja, con lo que si el denunciante escribe tras el archivo de la queja 
mostrando su desacuerdo y la Comisión lo estima oportuno, puede reabrirse el caso (sin 
embargo, es improbable que el mismo funcionario que ha archivado el caso vaya a ir al Registro 
Central de la Comisión a pedir que se reabra porque considera que no hizo lo correcto). 
 
Samuel Martín-Sosa, Confederación Ecologistas en Acción  
Siempre argumentamos jurídicamente las quejas basándonos en legislación secundaria 
(principalmente Directivas). ¿Tendría sentido enmarcar la argumentación en el contexto 
de la legislación primaria (el Tratado), haciendo alusión a los artículos relativos al Medio 
Ambiente y al Desarrollo Sostenible (Art.2, 6, 95 164) o dado su carácter generalista 
considera que esto es inútil? 
 
LK:  
Si, me parece inútil. La discusión es sobre el derecho secundario. El derecho primario está bien 
para reclamar ante el Defensor del Pueblo europeo, ante el Comisario, etc. Los funcionarios 
deben conocer perfectamente las provisiones del derecho primario y tenerlas incorporadas en su 
funcionamiento y no están colocados en ese puesto para discutir sobre estas obligaciones 
jurídicas. 
 
Theo Oberhuber, Confederación Ecologistas en Acción 
Dada la importancia vital que tienen los funcionarios en el tratamiento de las quejas, ¿qué 
mecanismos existen para modificar ese sistema de promoción de los funcionarios? ¿de 
quien depende? ¿a quien deberíamos dirigirnos para modificar el sistema de modo que 
podamos tener funcionarios preocupados por el Medio Ambiente y decididos a trabajar, e 
incluso de modo que se pueda aumentar el número de funcionarios? 
 
LK: Como he dicho, el Medio Ambiente es un interés “sin grupo”. El mejor amigo del Medio 
Ambiente es la opinión pública (el MA no es propiedad de la Administración), por lo que es 
claro que cada situación debe ser discutida en público. Sin embargo, el interés de cualquier 
administración será tener en secreto los problemas medioambientales, también los hechos que 
son parte de una queja. Por tanto, crear una discusión pública es lo primero. El denunciante 
tendría que informar a los medios en España y también en Bruselas, intentar llegar al nivel 
político sobre las situaciones medioambientales (Comisario, Parlamento Europeo,...). 
Pero en cuanto a influir el sistema de promoción de funcionarios no hay posibilidades. Pero si el 
defensor del pueblo europeo interviene, eso es algo que a veces se nota, si se hace tres o cuatro 
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reclamaciones consecutivas con el mismo tema, puede tener cierta repercusión interna. Al 
Secretario General no le interesa que sus funcionarios estén expuestos a las investigaciones del 
defensor del pueblo.  
 
Abel Lacalle, Universidad de Almería 
Me gustaría saber su opinión sobre: 

• la facultad que tiene la Comisión de NO plantear un recurso ante el TJCE aún 
teniendo constancia de la existencia de una infracción 

• la interpretación que hace el Tribunal de Primera Instancia, sobre el hecho de que 
no tengan que facilitarse a los interesados las conversaciones que mantenga la 
Comisión con el Estado miembro con respecto de una queja concreta 

 
LK: El Art. 226 dice claramente que la Comisión, en caso de una infracción, puede apelar al 
tribunal; la Comisión tiene discrecionalidad para hacer o no, y el TJCE ha decidido que esta 
discrecionalidad no puede ser controlada, y que por tanto, esta es absoluta. Pero hay que tener 
en cuenta que tenemos una UE con 25 EM soberanos con unas características muy diferentes 
unos de otros, donde el único vínculo común a todos es el derecho. Si no se respeta el derecho 
comunitario, es el fin de la UE, porque empiezan a prevalecer los derechos “individuales” de 
unos países (grandes, ricos) sobre otros (pobres,..). La Comisión debe cuidarse también de no 
abusar de ese uso de la discrecionalidad que le exime de llevar a los países ante el TJCE, porque 
un uso generalizado de la misma puede ser muy grave y dar a los ciudadanos la impresión de 
que la UE acepta infracciones al derecho comunitario. Eso no crea un espíritu común, de 
derecho, de justicia, en la UE. La UE es la única región en el mundo que tiene un tribunal que 
pronuncia sentencias contra sus Estados miembro. Por tanto, la Comisión Europea debe cuidar 
celosamente esto y no abusar de la discrecionalidad. 
 
Cuando la Comisión intercambia cartas con los EM sobre una queja o un procedimiento de 
infracción, esta correspondencia no es pública. Usted hace alusión a un caso alemán que fue al 
Tribunal de Primera Instancia. En Alemania quería construirse un aeropuerto privado para la 
Compañía Airbus que iba a destruir todo el hábitat. Los servicios de la Comisión abrieron un 
procedimiento de infracción. El canciller alemán envió una carta al Presidente de la Comisión, y 
este ordenó al servicio de medio ambiente el archivo de la queja. Un grupo ecologista alemán 
quiso ver esta carta, y el caso fue presentado ante el Tribunal de Primera Instancia, y este 
concluyó que hay un derecho de veto de cada Estado miembro respecto a su correspondencia 
con la Comisión, y no ha aceptado la publicación de la carta. En mi opinión es normal que la 
correspondencia durante el procedimiento de infracción y durante el procedimiento de 
investigación sea secreta, pues esto puede ser importante para preparar la decisión de la 
Comisión. Lo que no me parece legítimo es que una vez que la Comisión ha tomado una 
decisión final formal esta no sea pública. Estas decisiones (carta de emplazamiento, dictamen 
motivado,...) son documentos de 30-40 páginas con descripción detallada de los hechos, 
argumentaciones, etc que son el fruto de una investigación y un análisis detallado, adoptada por 
el colegio de Comisarios, y debe ser público. 
 
Ecologistas en Acción de Andalucía  
En relación con las peticiones al PE, ¿se presentan de forma simultánea a las quejas o 
cuando ya ha pasado un tiempo y se ve que la queja no está siendo atendida? 
 
LK:  
Cada ciudadano tiene derecho a interponer una petición. En ocasiones se envían al PE 
peticiones de forma paralela a la queja, el PE no trata la petición sino que la manda directamente 
a los servicios de la Comisión y la Comisión la trata más o menos al mismo tiempo que la queja. 
Hago esta recomendación porque la petición da una garantía de que la Comisión no va a tirar la 
queja a la basura y va a tener que dar explicaciones al PE de que ha hecho con este tema. Pero 
da igual si la petición la presenta la misma u otra persona diferente que la queja y si es al mismo 
tiempo o en tiempos distintos 
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LK: 
Sobre el dialogo e intercambio de in formación entre la DG Medio Ambiente y otros 
servicios de la Comisión: 
Los funcionarios de la comisión deberían tener discusiones y conversaciones con los diferentes 
servicios de la Comisión, pero tienen tanto trabajo que no buscan el diálogo con otros servicios 
de la Comisión. Cuando un funcionario recibe una queja sobre un proyecto de infraestructuras 
en un Estado miembro, que se prevé que sean cofinanciadas con fondos presupuestarios 
europeos o por el banco Europeo de Inversiones, tiene la obligación de informar a la DG 
REGIO de la existencia de la queja. Entonces la DG REGIO normalmente tiene que bloquear el 
pago de los fondos hasta que se resuelva el tema. Hay dos puntos que no estan claros: 
a veces la DG M AMBIENTE no informa a la DG REGIO de que existe una queja, por lo que la 
DG REGIO no bloquea los fondos porque no sabe de la existencia de esa queja. Pero en otros 
casos la DG REGIO si conoce la información pero considera que la queja no tiene fundamento, 
por lo que decide ignorar la queja, y tiene cierta discrecionalidad para ello. 
Pero por lo demás no existe diálogo o intercambio de información entre las distintas DG. 
Teóricamente la DG REGIO tiene acceso al registro central de la Secretaría General y podría 
ver que existen quejas sobre determinado proyectos, pero el volumen de información es tan 
grande (cientos de casos) que sería muy difícil. Cuando la queja se discute con el servicio 
jurídico en la DG Medio Ambiente, la Unidad que trata sobre los fondos (dentro de la DG MA) 
debería estar presente, pero esto tampoco se hace sistemáticamente. No es una obligación legal 
dentro del funcionamiento de la Comisión, pero si es una obligación moral. 
 
 
Julio García Burgués, Jefe de la Unidad Legal de la DG Medio Ambiente 
La Comunicación de la Comisión de 2002 sobre el tratamiento de las quejas identifica 
claramente las quejas en las que están implicados fondos europeos como prioritarios. La 
Comisión en ese sentido tiene establecidos dos mecanismos de control. El primero es que la DG 
REGIO, o la DG TRAN en determinados proyectos de infraestructuras suelen preguntar a la DG 
Medio ambiente sobre la implicación ambiental de los proyectos, con lo que en caso de existir 
alguna queja al respecto o un procedimiento de infracción abierto, se les informa y normalmente 
procederán a congelar los fondos. Y además la práctica es también que en el procedimiento de 
la queja o la infracción se asocie a la DG responsable de la financiación, por lo que es 
sistemáticamente consultada en toda decisión en relación a la queja 
 
PERSPECTIVAS DEL PROCEDIMIENTO DE QUEJAS DESDE EL ESTADO 
MIEMBRO 
María Ageo, Subdirección General de Coordinación de Asuntos Legales Comunitarios, 
Ministerios de Asuntos Exteriores y Cooperación 

 

Síntesis: 
 
El MAEC no entra en el fondo de las medidas pero sí coordina la coherencia de las respuestas: 

• vela por que los plazos se cumplan 
• se den respuestas diligentes y rápidas 
• estimula respuestas positivas y de tratamiento del problema 
• cuando es oportuno realiza labor de asesoramiento a las distintas AA.PP. 
• propicia soluciones adecuadas que respondan al esquema de criterios de la Comisión 
• busca contactos con la Comisión a instancias de la Administración competente que aclaren situaciones 

 
 
Características del Derecho Comunitario 
El derecho comunitario constituye un ordenamiento jurídico cuyos sujetos son los Estados 
Miembros y los nacionales respectivos. Este derecho tiene autonomía (y primacía) respecto al 
derecho internacional y al derecho interno de los Estados Miembros. Tiene efectos directos en 
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buena parte de sus normas: crea derechos e impone obligaciones sin necesidad de ninguna 
intervención previa por parte de los Estados. 
Este derecho tiene primacía en supuestos de colisión con el derecho interno, sea cual sea este, 
incluyendo la constitución. 
 
Control del cumplimiento del Derecho Comunitario 
Este control se hace a través de determinados instrumentos como las reuniones y contactos 
oficiales con las administraciones afectadas, donde se hacen recomendaciones y se sugieren 
medidas para solucionar o prevenir posibles irregularidades. 
Después de estos contactos, la Comisión puede tomar la decisión de abrir un procedimientos por 
incumplimiento, que es válido para todo tipo de infracciones y para lo cual la Comisión dispone 
de discrecionalidad absoluta. Las tres categorías fundamentales por las cuales puede decidir 
abrir este procedimiento son la no comunicación (no incorporación o incorporación tardía de las 
directivas al derecho interno), incorrecta transposición (la incorporación al derecho interno 
ocurre pero de forma incompleta o deficiente) y la mala aplicación de las directivas. 
 
Procedimiento por incumplimiento 
Este procedimiento se recoge en el Art. 226 del Tratado y dispone de una fase pre-contenciosa, 
que delimita el objeto del litigio, y que posibilita la contradicción (posibilita al EM a 
argumentar su posición y preparar la defensa). Durante esta fase se puede evitar la demanda 
(mediante el acercamiento del EM al problema) y permite la eliminación del incumplimiento. 
Existen unas reuniones”paquete” en las que existe un intercambio fluido de información que 
permite alcanzar soluciones negociadas. Es importante señalar que en todo este proceso se 
produce un acercamiento positivo del EM al problema. En esta fase pre-contenciosa, a menudo 
iniciada por una queja, el procedimiento comienza con el envío de una carta de emplazamiento, 
lo que constituye el primer requerimiento de la Comisión al EM, seguido del dictamen 
motivado, donde se conmina ya al Estado infractor a poner fin a la infracción. Después vendría 
una fase contenciosa en la que la Comisión puede presentar un recurso por incumplimiento y se 
inicia un procedimiento ante el TJCE que podrá emitir una sentencia declarativa. 
Si existe sentencia, el EM está obligado a cumplirla. La Comisión puede pedir informes  de las 
medidas tomadas por el EM para la ejecución. Si sospecha o considera que no se ha ejecutado 
satisfactoriamente la sentencia, tras un nuevo procedimiento (solicitud de información, carta de 
emplazamiento, dictamen motivado), puede presentar nuevo recurso ante el TJCE, que podrá 
emitir nueva sentencia, esta vez si con consecuencias económicas (multa coercitiva y/o cantidad 
a tanto alzado). 
Función del Ministerio de Asuntos Exteriores (MAEC) en el proceso 
Toda comunicación oficial con la COMISIÓN se hace a través de la SEUE/REPER (la 
Secretaría de Estado para la Unión Europea y la Representación Permanente en Bruselas) 
 El MAEC no tiene una competencia sustantiva en materia medioambiental para definir las 
medidas a adoptar; en este sentido, ni propone, ni entra en el trasfondo de los temas, sino que 
sirve para coordinar a las distintas administraciones públicas españolas en relación a la 
respuesta que va a dar a la Comisión, insistiendo en el sentido de que esa respuesta se haga en 
tiempo hábil, que se respeten los plazos, que sean congruentes y unitarias, y jurídicamente 
adecuadas a lo que se está solicitando. 
Esta función de coordinación que hace el MAEC pretende por tanto: 

• resolver controversias entre las distintas administraciones públicas intervinientes Esto 
es importante al existir amplia distribución competencial en la materia, por tratarse de 
un Estado tan descentralizado como el español. 

• velar por la coherencia en la tramitación formal del procedimiento en sus distintas fases, 
pre-contenciosa y contenciosa. La coherencia es muy importante porque el expediente, 
desde la primera solicitud preliminar de información por parte de la Comisión, es visto 
por el MAEC como pre-contencioso que podría derivar a contencioso, y las respuestas 
del Estado español pueden eventualmente comprometer la Defensa Jurídica ante el 
TJCE; si se llegara a esta situación el caso ya solo se circunscribe a dos partes, la 
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Comisión y el Reino de España, no existe reparto competencial entre Comunidades 
Autónomas que valga. 

 
Por tanto la palabra clave en todo este proceso es coordinación ya que todos los actos han de 
estar centralizados a través de la Subdirección General de Coordinación de Asuntos Legales 
Comunitarios de la SEUE y del Servicio Jurídico de la REPER. Las actuaciones están siempre 
orientadas a buscar una solución a las cuestiones planteadas (dar satisfacción a la Comisión y 
dar respuesta adecuada a la petición del reclamante) y para ellos se persigue una búsqueda de 
criterios de acercamiento al problema, dado que hay un interés obvio en no llegar al TJCE, salvo 
que la discrepancia sea insalvable. 
 
Opinión del MAEC sobre las quejas 
El MAEC considera que hay una labor previa muy importante al procedimiento de infracción 
que puede conseguir evitarlo y permitir una solución positiva del problema. El escrito del 
denunciante, es enviado por Comisión al EM de forma previa a la carta de emplazamiento y al 
dictamen motivado, está en el comienzo de esta fase informal de contactos. El MAEC entiende 
que sería positiva una fase aún más informal, con mayor margen de maniobra para las distintas 
administraciones competentes implicadas, para permitir la búsqueda de soluciones y 
planteamientos satisfactorios. Esta fase más amplia podría satisfacer muchísimos expedientes 
antes de llegar a procedimientos de infracción. 
 
 
 
 
 
COLOQUIO: 
Luis Oviedo, Ecologistas en Acción de Burgos 
Las contestaciones que da el Estado miembro a la comisión de forma habitual se retrasan 
mucho. ¿Teneis algun sistema establecido para requerir a las CCAA que contesten en un 
plazo?  
A los destinatarios (CCAA) se les otorga un plazo de cinco dias menos en relación al plazo de 
contestación marcado por la Comisión y a partir del vencimiento de ese plazo se reitera una y 
otra vez en el requerimiento de la información via telefónicamente y, llegado el caso, invocar el 
artículo 7 (¿¿??). 
 
 
 
Miguel Castroviejo, representante de Medio Ambiente en la REPER 
Origen del sistema de quejas 
En términos procedimentales, etc. el papel de la REPER es bastante discreto. El mecanismo de 
quejas es un pilar básico de la política ambiental comunitaria. La política ambiental europea 
tiene una parte fundamental que es toda la carga legislativa que posee, pero también está la parte 
igualmente importante de llevar todas esa legislación a la práctica. La aplicación es el talón de 
Aquiles de toda la legislación y particularmente de la ambiental. Este mecanismo de quejas es 
casi “un regalo” que nos cae de la UE porque todo este mecanismo está mas bien concebido 
para garantizar el funcionamiento de las grandes fuerzas que organizan la UE, principalmente 
aquellas de índole económico como el mercado interior,  etc. que fueron los motores originales 
de la Comunidad Económica Europea. El Medio Ambiente llegó posteriormente, tuvo cierto 
esplendor en los 90 en que el acento se ponía en otras políticas más allá de lo económico, y en 
los últimos años parece que estas vuelven a pasar a un plano más discreto y el acento vuelve a la 
economía, tras la nueva redefinición de la agenda de Lisboa. El Medio Ambiente, como una 
política más se benefició de este procedimiento horizontal de que se dotó a la Comisión Europea 
para que llevara a cabo su función de guardiana de los Tratados en todos los aspectos. En el 
caso del medio ambiente este mecanismo ha resultado ser importantísimo porque ayuda a 
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verificar que las disposiciones comunitarias llegan a establecerse y aplicarse en todos los EM 
por igual.  
 
Objetivo del sistema de quejas 
Es importante en este procedimiento, poner el acento en lograr que se aplique el derecho 
comunitario, no en registrar muchas quejas, en conseguir muchos dictámenes motivados, en 
conseguir muchas sentencias del tribunal, etc. No hay que buscar la interferencia con decisiones 
políticas o decisiones administrativas que legítimamente pueda tomar el EM, sino 
exclusivamente perseguir la aplicación uniforme del derecho comunitario. Para conseguir que se 
aplique, muchas veces no es necesario llegar al procedimiento de infracción, ni a un tribunal, ni 
a una condena, sino que es cuestión de explicar, hablar, etc, porque a veces se incumple porque 
no se conoce bien hasta donde llega la norma, que quiere decir, etc. Hay tres posibles vías de 
incumplimiento: no-transposición, no-conformidad y mala aplicación. En cuanto a la 
trasposición, la Comisión debe velar porque los EM transpongan las directivas al derecho 
interno dentro del plazo correcto, que en asunto de medio ambiente suele ser de año y medio. 
Una vez transpuesta la directiva, la Comisión tiene que verificar que las medidas de 
transposición son correctas y que lo que recoge el real decreto o la ley, etc coincide con la 
norma europea (para ello las medidas nacionales tienen que pasar un test de conformidad). El 
público y las ONGs prestan más atención a los casos de mala aplicación. La mayoría de las 
quejas son interpuestas por ONGs aunque últimamente han comenzado a utilizar este 
procedimiento las propias administraciones regionales y locales (la primera en utilizar este 
procedimiento fue la Comunidad Autónoma de Aragón a raíz del Plan Hidrológico Nacional). 
La REPER normalmente no conoce quién las pone. Salvo que el denunciante solicita que su 
nombre sea público, existe discreción respecto a la autoría de la queja.  
La REPER es un órgano del gobierno que funciona casi como una estafeta de correos. Cuando 
la Comisión recibe información, vía una queja, o vía el Parlamento Europeo de la existencia de 
una posible infracción, en seguida se pone en contacto mediante una carta con el EM 
informándole de que ha recibido tal denuncia y solicitando información. Ese contacto se hace a 
través de la REPER y ese es el momento en que la representación formal empieza. La 
información es enviada a la SEUE. Es también a  la REPER a la que llegará posteriormente la 
información  de la SEUE, que es llevada a la Comisión, y a su vez su nueva respuesta de vuelta 
vuelve a pasar por la “ventanilla” de la REPER. Es un requisito formal (en ocasiones, antes de 
que la Comisión comunique la existencia de la queja a la REPER, el EM ya tiene conocimiento 
de que existe una queja en la Comisión, debido a que el denunciante, buscando el efecto 
mediático, lo difunde en los medios de comunicación). Se produce un “bucle” de circulación de 
información COMISIÓN -REPER-SEUE-REPER-COMISIÓN hasta que la Comisión o queda 
satisfecha y archiva la queja o bien no queda satisfecha y abre un procedimiento de infracción. 
La REPER no elabora ningún tipo de informes, lo más que hace es una labor de asesoría cuando 
se le pregunta. Dentro de esta labor de “ventanilla” si que se trabaja a veces con las 
administraciones nacionales implicadas cuando hay contactos explicativos con la Comisión, 
para dar información adicional cuando no ha quedado del todo clara la información en los 
documentos que se han enviado. La REPER ejerce a menudo el papel de explicar a la Comisión  
que es lo que hay en la posición nacional o de explicarle a las administraciones españolas que es 
lo que la Comisión necesita o busca saber, o como interpreta las cosas. Aquí el papel de la 
REPER es útil porque este órgano está implicado en el debate ambiental europeo, discusión de 
las directivas,  y está en esas discusiones con otros EEMM, tiene una perspectiva que le permite 
una mejor comprensión de los temas y en ese sentido es útil para hacérselos comprender a las 
distintas administraciones implicadas. 
Muchas veces las CCAA no se saltan la normativa ambiental intencionadamente, sino porque 
no conocen, y a veces es necesaria una labor de asesoría para que lo entiendan, lo incorporen y 
lo ejecuten. Lo ideal es que las cosas se solucionen porque esta vía del diálogo, de forma que 
todas las partes queden relativamente contentas (la ONG denunciante, el Estado Miembro, y la 
Comisión. Por ejemplo así ocurrió en un caso de una denuncia por un regadío en ZEPA en 
Monegros, interpuesta por SEO, que refiere comun caso de libro). 
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En relación al grado de cumplimiento del estado español con el derecho comunitario, quiero 
resaltar que somos uno de los estados miembro que mejor cumple con sus obligaciones de 
transposición, lo cual es un mérito en un estado muy descentralizado como el nuestro. En 
relación a la mala aplicación, en ocasiones no es que seamos peores que otros estados sino que 
otros se saben esconder mejor, y además no hay que olvidar que el porcentaje de espacios 
protegidos en nuestro pais es muy alto y eso se ve en que el gran porcentaje de incumplimientos 
es en temas de naturaleza, y no se puede comparar un país grande como España con uno 
pequeño como Luxemburgo donde es normal que haya menos quejas. 
También quiero romper una lanza a favor de los funcionarios que tienen un excelente 
concimiento del derecho comunitario en materia ambiental y que no son los responsables del 
mal funcionamiento, pues el sistema en si es perverso y el funcionario en muchas ocasiones es 
simplemente una victima. 
 
COLOQUIO 
Juan Carlos Atienza (SEO) 
No es verdad que estemos contentos con el caso de Monegros por que si es verdad que estamos 
contentos con las hectáreas que hay de ZEPA, pero los condicionantes no se han cumplido, por 
lo tanto mi reflexión es que incluso en los caso de buena resolución, en los que se nos da la 
razón, después de luchar muchos años, el daño ya está hecho, el desgaste ha sido tremendo, al 
final terminamos cansados y la solución mucho menos efectiva por el retraso, por lo que en 
realidad los casos de libro casi nunca existen. Por lo tanto el sistema no es bueno. 
 
Enrique Urbano, Ecologistas en Acción de Cordoba 
La Directiva de Acceso a la Información Ambiental creo que aun no está transpuesta, 
¿Qué se puede hacer cuando no se traspone a tiempo?  
 
 
Jaime Doreste, Ecologistas en Acción de Madrid. 
 Solo queda esperar. En relación a esta directiva, ya está en las Cortes.  
 
LK:. No obstante esta directiva ya se puede invocar por cada uno de los ciudadanos y el EEMM 
no puede invocar que aun no se haya transpuesto.  
 
Julio García Burgués:  
Hay un procedimiento de infracción por no transposición. 
 
Jesuli, Ecologistas en Acción de Málaga: 
 Comentarle a Miguel Castroviejo que su argumento del tamaño del país no vale, pues Francia 
es un país más grande que España y tiene menos quejas que España 
 
María Ageo  
(sobre la falta de acceso de las ONG a la información que maneja la SEUE) 
Hay que tener en cuenta que estamos en una fase pre-contenciosa y que en último término 
estamos abocados a un posible proceso contencioso en el que el responsable ya no serán las 
CCAA o Ayuntamientos sino el Reino de España, por lo que es lógico que no se circule la 
información (entre litigantes, en un juicio, no se pasan información, esta sería una situación 
similar). 
 
PERSPECTIVAS DEL PROCEDIMIENTO DE QUEJAS DESDE LA UNIÓN 
EUROPEA 
Julio García Burgués, Jefe de la Unidad A2 de la DG de Medio Ambiente  
Desde mayo de 2005 soy el responsable directo de las derivas o irregularidades que ha 
planteado el profesor Krämer respecto al tratamiento de quejas. 
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Marco general para el tratamiento de las quejas y las infracciones 
Introducción 
En 30 años la Comunidad Europea ha desarrollado un cuerpo legislativo importante, con más de 
200 textos legales, la gran mayoría directivas (con algunos reglamentos, por ejemplo: CITES, 
movimiento de residuos peligrosos), que cubren casi todos los sectores (agua, aire, naturaleza, 
productos químicos,..). Además existen algunos temas horizontales (acceso a la información, 
evaluación de impacto). 
El control de la aplicación del derecho comunitario ambiental corresponde a la Comisión como 
guardiana de los tratados (Art. 211). La Comisión tiene para ello la posibilidad de utilizar el 
procedimiento de infracción (Art. 226). La iniciación del procedimiento puede producirse de 
oficio o a consecuencia de una queja. En la medida en que los servicios de la Comisión no 
tienen atribuidos poderes de inspección e investigación autónoma, la posibilidades de iniciar 
procedimientos de oficio son bastante limitadas. Las únicas fuentes de información de las que la 
Comisión dispone, a parte de las quejas, son las peticiones parlamentarias, las preguntas 
parlamentarias, y en ocasiones las informaciones publicadas en la prensa.  
Hay tres tipos de infracción: Ausencia de comunicación de las medidas de transposición 
adoptadas, transposición defectuosa (cuando las medidas adoptadas son insuficientes o 
incorrectas), y aplicación incorrecta. Los casos iniciados de oficio suelen tener que ver 
principalmente con los dos primeros. De hecho los casos de ausencia de comunicación se 
inician de una manera casi automática. Por lo que se refiere a la aplicación incorrecta, las quejas 
son el instrumento principal para iniciar procedimiento de infracción. 
 
Relación con el denunciante 
El marco general para el tratamiento de las quejas aparece definido en una Comunicación al 
Parlamento Europeo y al Ombudsman (COM(2002) 141) donde se indica claramente que: 

• las quejas no están sujetas a ninguna exigencia de carácter político; cualquier escrito 
que denuncie medidas o prácticas que vulneren la legislación comunitaria son 
consideradas como quejas  

• para la presentación de una queja ante la CE no es necesario ningún requisito especial; 
cualquier persona física o jurídica puede presentar una queja, no habiendo siquiera la 
obligación de que el denunciante sea de un país miembro o tenga la ciudadanía europea. 
Incluso cada vez es más corriente que las quejas las presenten también las 
administraciones públicas. 

• Garantías del denunciante: 
o Protección de su identidad salvo autorización expresa del denunciante, la 

Comisión nunca revela su identidad 
o Derecho a recibir información regular sobre la tramitación de la queja 
o La queja debe ser tramitada en el plazo máximo de un año. Antes de que venza 

el plazo la Comisión tiene que haber decidido si archiva la queja o abre un 
procedimiento de infracción. 

 
Discrecionalidad de la Comisión 
En materia de quejas e infracciones la Comisión tiene poderes discrecionales. No tiene 
obligación de abrir un procedimiento de infracción o de presentar un recurso ante el TJCE, 
aunque haya constancia de que se haya producido una violación del derecho comunitario. Así lo 
ha reconocido el propio Tribunal de Justicia. La discrecionalidad de la Comisión está limitada 
por unos criterios: respetar la igualdad de los Estados Miembros, garantizar un tratamiento 
equivalente de casos similares, y además las decisiones deben estar motivadas (esto introduce 
cierto control sobre la discrecionalidad). 
 
Tramitación de las Quejas 
El procedimiento de la tramitación de las quejas consta de los siguientes pasos (también 
definidos en la mencionada Comunicación) 
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• Registro de la queja. Yo tengo que confirmar lo que ha señalado el profesor Krämer 
respecto a que el registro de las quejas no es un acto automático. Antes del registro los 
servicios de la Comisión controlan dos aspectos: 

o Que lo que se denuncia sea efectivamente una violación del derecho 
comunitario (se reciben numerosos escritos denunciando hecho que no están 
regulados en la legislación comunitaria. Ej: todos los veranos se reciben escritos 
de turistas británicos o alemanes denunciando que no han podido dormir 
durante sus vacaciones por exceso de ruido nocturno-esto no se registra como 
queja) 

o Escritos que contengan alegaciones de carácter muy genérico y en las que no se 
introduzca ningún principio de prueba. 

• Evaluación de la queja 
• Solicitud de información al Estado miembro. (este es un trámite facultativo).  
• Evaluación de la información recibida (si se ha solicitado) 
• Decisión. Esta puede ser archivar la queja o abrir un procedimiento de infracción. 

 
Procedimiento de infracción 
Carta de emplazamiento, en la que se concede al EM un plazo aproximado de dos meses para la 
respuesta. 
Dictamen motivado, con otro plazo de dos meses para responder 
Recurso ante el TJCE. Normalmente el plazo en el que dicta sentencia suele ser de 1 o 2 años. 
Este plazo se ha reducido últimamente debido a que con la ampliación de la UE, hay más jueces 
en el TJCE. 
Las sentencias del TJCE son puramente declaratorias, pero tras el Tratado de Maastrich se 
introdujo la posibilidad de un nuevo recurso (Art. 228), sometido a los mismos trámites de carta 
de emplazamiento y dictamen motivado. En este recurso la Comisión puede plantear la 
inejecución de las sentencias del TJCE. Esto puede dar lugar a la imposición de multas a tanto 
alzado (una cantidad fija que se decida) y/o de multa coercitiva (imponer una cantidad que se ha 
de abonar con una periodicidad determinada hasta que el momento de la ejecución de la 
sentencia). Las dos posibilidades pueden darse a la vez. Hasta muy recientemente la Comisión 
consideraba que había que optar por una de las dos posibilidades En junio de 2005 el TJCE en 
un caso en materia de Pesca contra Francia, ha reconocido que ambas multas compatibles y que 
además está debe ser la práctica habitual para la generalidad de los casos. 
 
Datos estadísticos 
(Datos a 31 de Diciembre de 2004. Los porcentajes de casos se refieren tanto a procedimientos 
de infracción-es decir, cuando ya se ha enviado la carta de emplazamiento-como a casos que se 
encuentran en fase de investigación-bien se hayan abierto como resultado de una queja, bien 
hayan sido planteados de oficio por la Comisión-.) 
 
El 27% de todos los casos abiertos por la Comisión Europea son relativos a la legislación 
ambiental. 
El % de casos medioambientales debidos a ausencia de comunicación, es bajo (12%) 
El % de casos de transposición defectuosa y de mala aplicación es más elevado (34% y 35%)  
Por EEMM el número de casos abiertos, España ocupa de manera clara el primer lugar 255 
casos, seguido de Alemania que es el segundo con 149 casos. Si hablamos no de los casos 
abiertos sino de las infracciones constatadas por la Comisión veríamos que en el número de 
casos de infracción que España tenia abiertos era de 54 a 31 de diciembre de 2004 y seguiría 
estando a la cabeza, seguida de Italia, pero un año después muy probablemente España ya haya 
sido superada por Italia. Esto refleja por un lado una relación clara entre el tamaño del país y el 
número de casos, así como que lógicamente, aún hay un número muy bajo de casos en los 
nuevos EEMM (la mayoría son casos abiertos por no comunicación). Además se ve que España 
hay un numero de casos abiertos muy elevado en relación a la población del país. 
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En cuanto a la distribución sectorial, el mayor numero de casos abiertos corresponde a 
Naturaleza (39%), el segundo sector es Residuos (19%), seguido de Impacto ( 16 %), Agua ( 
12%), Aire (9 %), y el resto de sectores están generando pocas quejas. 
Si observamos un desglose en el caso de España del número total de casos, vemos que el 10 % 
se abren de oficio, el 26% son infracciones constatadas y el 64% corresponden a quejas. Esta 
estadística muestra claramente que en el caso de España hay un desequilibrio claro entre el 
número de quejas y el número de infracciones, o dicho en otras palabras, hay un porcentaje 
relativamente bajo de quejas que avanzan hasta al procedimiento de infracción (carta de 
emplazamiento). Si desglosamos los casos españoles por sectores, es más o menos similar a la 
del resto de Europa, aunque si que se observa un porcentaje relativamente mayor de casos 
relativos a naturaleza, y es llamativo el porcentaje relativamente bajo de temas de agua para un 
país como el nuestro. Un 94% son relativos a la aplicación incorrecta; esto en muchos casos se 
ha debido al desarrollo económico de España (desarrollo de infraestructuras), y también al 
elevado porcentaje de biodiversidad protegida en nuestro país. 
 
Conclusiones 
El Sistema de quejas es muy positivo porque en ausencia de poderes de inspección las quejas 
han servido de mecanismo de detección de las infracciones, además de ser una vía de 
acercamiento de la Comisión al ciudadano. 
Sin embargo hay algunos aspectos negativos, destacando el excesivo número de quejas que se 
envían, y que impide desarrollar un enfoque más proactivo y estratégico. Todos los temas son 
importantes pero hay unos más importantes que otros y me resulta doloroso como jefe de la 
Unidad Legal tener que destinar recursos humanos y tiempo a investigar temas menores como la 
construcción de pistas ciclables en un área que debía haber sido designado como LIC o ZEPA. 
Además, el número tan elevado de quejas y de procedimientos de infracción, está dando pie a 
críticas a la legislación ambiental europea y está siendo utilizado políticamente por algunos 
sectores como excusa para promover una desregulación ambiental que elimine obstáculos al 
desarrollo industrial y de la competitividad.  
Existe un proceso a nivel europeo, de cara al Consejo Europeo de primavera de 2006, de 
discusión sobre el ejercicio de Mejor legislación (Better regulation), y ahí el control de la 
aplicación del derecho comunitario va a estar claramente presente. Esto es una oportunidad para 
identificar posible opciones para mejorar los mecanismos de control y para dar respuesta a la 
situación resultante de la última ampliación (25 EEMM, 21 lenguas oficiales, etc) 
Probablemente hay que adaptar los modos de trabajo a esta nueva realidad. En ese sentido el 
camino que estamos explorando es considerarlas quejas o infracciones como un elemento de 
una estrategia más amplia de control de la aplicación del derecho comunitario, una estrategia 
que debería incluir un dialogo mayor y una cooperación preventiva con los EEMM y no solo 
con los EEMM, sino con las administraciones responsables (autoridades regionales) en los 
estados descentralizados como el nuestro. Es importante llevar a cabo una tarea de 
sensibilización, y medidas preactivas de asistencia técnica pueden ser muy útiles para que los 
EEMM apliquen bien el derecho comunitario.  
Es necesario un establecimiento de prioridades (que ya se establecían en la COM de la 
Comisión de 2002) situándose los casos de ausencia de transposición o de transposición 
defectuosa en primer lugar. En segundo lugar, para los casos de mala aplicación la prioridad 
debe ser para aquellos casos en que existen problemas estructurales de mala aplicación. Esto se 
está haciendo ya, recientemente el TJCE ha dictado sentencia contra Grecia por un problema de 
vertederos. Este es un problema general en aquel país, como lo demuestran el gran número de 
quejas individuales que existían por temas de vertederos, por lo que se le dedicó especial 
atención y se abordó un solo caso en el que se trataba el problema de los residuos en Grecia en 
general, no tratando los casos individuales. Por último, es conveniente centrarse en los 
incumplimientos de las obligaciones esenciales por parte de los EEMM como por ejemplo las 
insuficientes designaciones de Natura 2000, etc. 
Es necesario implicar a los EEMM y una vez que la Directiva está bien transpuesta, el buen 
cumplimiento de la normativa comunitaria debería ser responsabilidad del EEMM y la 
Comisión no debería tener que implicarse, si los EEMM funcionaran de forma responsable. En 
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este sentido sería muy útil el establecimiento de mecanismos para el tratamiento de quejas de 
forma previa en el EM, aunque es difícil debido a la estructura administrativa descentralizada 
(hay algún ejemplo en algún otro EM). 
Es necesario avanzar hacia una sectorialización del tratamiento de las quejas 
Por su parte las ONGs pueden facilitar el tratamiento de las quejas aportando elementos de 
prueba, dando una información más sistematizada. También es aconsejable evitar el 
procedimiento de quejas si no se han agotado previamente los mecanismos nacionales, 
regionales o locales. Existe un problema de utilización táctica de las quejas, no creo conveniente 
utilizarlas para la presión política a nivel local 
Asimismo es deseable que no se planteen problemas menores. Con frecuencia recibimos 
denuncias de quejas por construcción de vertederos o plantas depuradoras y el tema que se 
denuncia es exclusivamente el de la localización, con un planteamiento de “not in my back-
yard”. Esos temas deben ser tratados a nivel local, no en Bruselas. 
Una vía a explorar es la elaboración de quejas horizontales, sumando casos de un mismo tipo de 
infracción. Una experiencia que ha hecho Adena, que nosotros consideramos positiva es la de 
acumular casos individuales de acceso a la información, así se planteó una discusión horizontal 
con las autoridades españolas. 
En cualquier caso debe haber una mejor comunicación y un mejor diálogo entre la Comisión y 
las ONG sobre los temas de aplicación del derecho comunitario.  
 
PERSPECTIVAS DEL SISTEMA DE QUEJAS DESDE LAS ONG 
Rita Rodríguez, WWF/Adena  
Muchas gracias a  Ecologistas en Acción y a la Oficina Europea del Medio Ambiente (EEB) por 
haber invitado a WWF/Adena a participar en este Seminario sobre Infracciones Ambientales y 
Elaboración de las quejas ante la Comisión Europea. 
En mi exposición realizaré un breve análisis de las Perspectivas del procedimiento de queja 
desde las ONG centrándome en la experiencia de WWF/Adena. 
 
WWF/Adena es una asociación sin ánimo de lucro, creada el 30 de julio de 1.968,  declarada de 
utilidad pública, que forma parte como organización nacional del Fondo Mundial para la 
Naturaleza (World Wide Fund). 
 
El Fondo Mundial para la Naturaleza constituye la organización de conservación independiente 
más importante del mundo. Cuenta con el apoyo de más de cinco (5) millones de personas y 
maneja una red mundial activa en más de cien (100) países.  
 
Su actuación consiste en combinar: 
- proyectos de conservación, con base científica y orientados hacia el logro de soluciones,  
- con elaboración de políticas, y 
-  la capacitación y la educación ambiental. 
 
El objeto social de WWF/Adena, según el artículo tercero ( 3º)  de sus nuevos Estatutos es: 
“la defensa del medio ambiente, 
 la conservación de la naturaleza y los procesos ecológicos en el mundo  
para el bien de las generaciones actuales y futuras y por extensión de toda la vida en la Tierra, 
 preservando la diversidad genética de especies y ecosistemas, 
 garantizando un uso sostenible de los recursos naturales renovables y 
 promoviendo acciones destinadas a reducir al mínimo la contaminación y el despilfarro de los 
recursos y la energía.” 
 
WWF/Adena dispone de un equipo multidisciplinar que trabaja en Conservación y sus áreas: 
Bosques, Espacios y Especies, Cambio Climático, Educación Ambiental,  Aguas continentales,  
Mares y Costas, Pesca, Cooperación Internacional, Tráfico ilegal de especies; también dispone 
de Departamentos de Marketing, Administración, Comunicación, Publicaciones y Legal; y está 
apoyado en todo momento por una Red de Voluntarios, Grupos Locales y Oficinas Regionales. 
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Entrando ya en el tema de esta ponencia: Perspectivas del procedimiento de queja desde las ONG 
de medio ambiente, la experiencia de WWF/Adena  
 
1.- Breve introducción. 
 
 
1.1.- En general, WWF/Adena ha optado por el recurso de la queja ante la Comisión Europea 
cuando ha visto agotadas las vías ante las autoridades españolas. En el sentido temporal ha sido 
un poco el último recurso, pero nunca lo hemos considerado como un recurso extraordinario, o 
excepcional, sino como un procedimiento más en el que los hechos se analizaban desde otra 
perspectiva.  
 
Unos actos que dañan el medio ambiente pueden aceptarse porque, aparentemente, cumplen la 
normativa ambiental española, pero esa norma no es autónoma, sino la derivación de otra, la 
normativa europea, por lo que podemos ascender a un segundo nivel, y comprobar si, 
efectivamente, también son acordes con la normativa ambiental europea. Se trata de analizar los 
mismos actos pero ahora con otro criterio, que, en teoría, debía otorgar un resultado coincidente 
con el primero, pues la normativa ambiental española, al ser de trasposición, debe ser acorde 
con la europea, pero que, en la práctica, no siempre otorga el mismo resultado. 
 
Ha ayudado mucho a la difusión entre las ONG de medio ambiente del procedimiento de queja 
ante la Comisión Europea la ausencia de formalidades para interponer el recurso. La Dirección 
General de Medio Ambiente, entendemos, sigue un criterio amplio a la hora de admitir las 
denuncias  y basta un principio de prueba que indique un comportamiento no adecuado a la 
normativa europea para que se inicie un periodo de intercambio de información o consultas con 
las autoridades españolas. 
 
WWF/Adena comenzó interponiendo el primer recurso de queja ante la Comisión CE y su 
Dirección General de Medio Ambiente en septiembre de mil novecientos noventa y ocho 
(1998). Se trataba de denunciar varias infracciones de la Directiva 92/43/CEE del Consejo, de 
21 de mayo de 1992, relativa a la conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora 
silvestres, en adelante Directiva 92/43/CEE de hábitats, entre otros motivos por los graves 
impactos ambientales que causaban las obras del embalse de la Breña II; y por el cerramiento de 
fincas y trazado de caminos en el LIC ES 4250005 Montes de Toledo, que afectaba al Lince 
ibérico (Linx pardinus), especie prioritaria del anexo IV de la citada Directiva, sin la 
correspondiente evaluación de impacto ambiental. 
 
A esta queja siguieron otras, algunas formales, como la interpuesta el veintitrés de marzo de mil 
novecientos noventa y nueve (1999), por defectuosa transposición del artículo 12 de la Directiva 
92/43/CE de hábitats. El motivo era que mientras la Directiva exige para las especies animales 
que figuran en la letra a) del Anexo IV, una “protección rigurosa” que implica prohibición del 
deterioro de los lugares de reproducción ó las zonas de descanso de las especies animales 
protegidas, la legislación española, tanto el Real Decreto 1997/1995, de 7 de diciembre, por el 
que se establecen medidas para contribuir a garantizar la biodiversidad mediante la 
conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestre, como la Ley 4/89, de 27 
de marzo, de Conservación de los Espacios naturales y de la Flora y Fauna Silvestre sólo 
recogen la prohibición de la destrucción, pero no del deterioro, que no está  ni prohibido ni 
sancionado. 
 
Esta queja obtuvo resolución favorable a WWF/Adena y se ordenó a las autoridades españolas 
la corrección de la legislación interna. 
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Desde entonces WWF/Adena ha interpuesto más de treinta (30) quejas, algunas juntamente con 
otras organizaciones ecologistas, de las cuales a día de hoy casi la mitad, quince (15), están 
archivadas. 
 
1.2.- El archivo de una queja no debe ser interpretado como en los procedimientos 
administrativos, o como en los judiciales, en el sentido de que se ha perdido el caso. En la queja 
el archivo se produce siempre después de un intercambio de opiniones entre las autoridades 
españolas y las de la Comisión CE – las observaciones - en ellas se confrontan posturas y, 
muchas veces, las autoridades españolas corrigen su modo de proceder, sólo que, como ya 
sabréis, el objetivo del procedimiento de queja no es la sanción al Estado miembro infractor, 
sino el cumplimiento del Derecho comunitario, y ello es, mucho más fácil y efectivo si se logra 
de forma voluntaria mediante un acuerdo con el Estado miembro.  
 
Esta afirmación se comprueba claramente si leemos el apartado denominado Procedimiento 
administrativo previo que contienen las sentencias del Tribunal de Justicia de Luxemburgo, en 
él se aprecia que hay una intención, muy loable, de solucionar las cosas, como decimos en 
WWF/Adena evitando el ángulo agudo y que, sólo cuando ello no es posible, porque se aprecia 
en las autoridades nacionales una voluntad pertinaz de incumplir, la Comisión CE decide llevar 
el asunto a los tribunales.  
 
Como ejemplo vale la queja que WWF/Adena interpuso, el seis de febrero de 2002 
(06/02/2002), por denegación de acceso a la información ambiental, y vulneración de la 
Directiva 90/313/CEE, de 7 de junio de 1990, relativa a la libertad de acceso a la información 
en materia de Medio Ambiente.  
 
La queja terminó año y medio después, el veinticinco de agosto de dos mil tres (25/08/2003) 
con su archivo, pero, a esa fecha, WWF/Adena había conseguido toda la información 
reclamada, aunque fuera de plazo, y por tanto con incumplimiento de la Directiva 90/313/CEE, 
ahora, las conversaciones mantenidas entre las autoridades de la Comisión CE y las españolas 
habían inducido en estas últimas un cambio de actitud, y una mayor consideración en las 
solicitudes de información ambiental realizadas por las ONG de medio ambiente.  
 
Así en el caso de la Comunidad Autónoma de Canarias y su Consejería de Obras Públicas se 
pasó, de denegar la información sobre puertos deportivos, por entender que no era información 
que afectase al medio ambiente, a enviar, por propia iniciativa, el proyecto de modificación del 
puerto deportivo en el que WWF/Adena tenía interés. 
 
1.3.- Un año de gran intensidad de trabajo ante la Comisión CE y su Dirección de Medio 
Ambiente fue el dos mil uno (2001), en que se interpusieron siete (7) quejas. Los motivos 
fueron: 
 
- El proyecto de “Ampliación estación de esquí de Baqueira Beret, en el Valle D´Arreu”, queja 
interpuesta el 29 de diciembre de 2000. Motivada por infracción de la Directiva 92/43/CE de 
hábitats debido a la reducción de la propuesta de LIC ALT Pallars ES 5130003, también 
declarada Área de Importancia para las Aves (IBA) nº  130, San Martino Bohi-Beret, para poder 
ampliar la estación de esquí, ocupando una zona de excepcional valor ecológico.  
 
En septiembre de este año, 2005, se nos ha comunicado que se ha procedido a la apertura de 
procedimiento de infracción contra España. 
 
- La “Ampliación del Puerto de Ferrol - San Ciprián", queja interpuesta el 7 de marzo de 2001. 
Motivada por la infracción de la Directiva 92/43/CE de hábitats, debido a la afección al LIC 
"Costa Artabra" ES 1110002 y por la infracción de la Directiva 85/337/CEE, de 27 de junio, 
relativa a la evaluación de las repercusiones de determinados proyectos públicos y privados 
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sobre el medio ambiente, en adelante Directiva 85/337/CEE de EIA, debido al fraccionamiento 
de proyecto que impidió un adecuado estudio de los impactos que causaba. 
 
- La propuesta de “Declaración del LIC Maestrazgo - Sierra de Gúdar ES 2420126", queja 
interpuesta el  27 de abril de 2001. Motivada por infracción de la Directiva 92/43/CE de hábitats 
debido a la reducción de la  propuesta del LIC para ubicar, en una zona de excepcional valor 
ecológico, usos turísticos, entre otros, una estación de esquí. 
 
- El “Proyecto Puerto deportivo marina del Rubicón, Yaiza, Lanzarote" interpuesta el  4 de 
mayo  de 2001. Motivada por la infracción de la Directiva 85/337/CEE de EIA debido a la 
autorización de un proyecto sometido a evaluación ambiental sin publicar la declaración de 
impacto ambiental, ni cumplir los condicionantes que esta imponía. 
 
- La  Ley del Plan Hidrológico Nacional, interpuesta en julio de 2001. Por infracción de la 
Directiva 92/43/CEE de hábitats, debido a la falta de evaluación del impacto del Plan en los 
espacios de la red Natura 2000. 
 
- Las obras de ampliación del Puerto de Sevilla y dragados del Guadalquivir, interpuesta el 20 
de noviembre de 2001. Y motivada por la infracción de la Directiva 92/43/CEE de hábitats 
debido a la afección que el proyecto causa a los LIC ES 6150019 “Bajo Guadalquivir” y ES 
0000024 “Parque Nacional Doñana”; las ZEPA ES 0000272 “Brazo del Este” y ES 0000024 
“Parque Nacional Doñana” y de la Directiva 85/337/CEE de EIA, por haberse autorizado el 
proyecto desconociendo parte de los impactos ambientales y, en consecuencia, el modo en que 
se los va a corregir.  
Esta queja fue cerrada, pero en la actualidad WWF/Adena tiene una abierta por el mismo 
motivo. 
 
- Y, la queja por defectuosa transposición de la Directiva 97/11/CE del Consejo, de 3 de marzo, 
que modifica la Directiva 85/337/CEE, de 27 de junio relativa a la evaluación de las 
repercusiones de determinados proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente, en 
adelante Directiva 97/11/CE de EIA, interpuesta el  23 de mayo de 2001. 
 
Esta queja la hemos enumerado al final por ser una de las que estimamos más interesantes y que 
vamos a ver en detalle. 
 
2.- Queja por defectuosa transposición de la Directiva 97/11/CE del Consejo, de 3 de 
marzo, que modifica la Directiva 85/337/CEE, de 27 de junio relativa a la evaluación de las 
repercusiones de determinados proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente. 
 
Se trata de una denuncia interpuesta por WWF/Adena y motivada por la defectuosa 
transposición de la Directiva 97/11/CE de modificación de la Directiva 85/337/CEE, de 27 de 
junio relativa a la evaluación de las repercusiones de determinados proyectos públicos y 
privados sobre el medio ambiente. Esta divergencia fue apreciada por la Comisión CE  en tres 
aspectos: 
 
- El artículo 3 de la Directiva 85/337/CEE, según la redacción dada por la Directiva 97/11/CE, 
por no comprender, entre los efectos a tener en cuenta en el estudio de los impactos que causa 
un proyecto, la “interacción de los factores entre si”, esto es, la combinación de varios factores. 
- El artículo 9, de la Directiva 85/337/CEE, según la redacción dada por la Directiva 97/11/CE, 
por falta de publicación de la resolución de autorización del proyecto. Y,  
- El artículo 3 de la Directiva 97/11/CE de EIA, que contiene la fecha de entrada en vigor, 
porque con el sistema de plazos establecido en la Ley 6/2001, de 8 de mayo, se produce un 
desfase de año y medio, en el que proyectos sometidos a evaluación por exigencia de la 
Directiva, no son evaluados por las autoridades españolas. 
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Presentada la queja, la Dirección General de Medio Ambiente realizó un primer requerimiento 
de observaciones, y, no satisfecha con la respuesta recibida, envió carta de emplazamiento a las 
autoridades españolas. 
 
No conforme con la solución propuesta, la Comisión CE emitió Dictamen motivado. 
 

Fruto del mismo, las autoridades españolas corrigieron el artículo 3 del Real Decreto legislativo 
1302/1986, a través de la Ley 62/2003, de medidas fiscales, administrativas y de orden social. 
Pero no hicieron nada con respecto a las otras dos infracciones denunciadas. 

 

Por lo que la Comisión tomó la decisión de llevar al Estado español ante el Tribunal de Justicia 
de las Comunidades Europeas, por incumplimiento de la Directiva 97/11/CE de modificación de 
la Directiva 85/337/CEE, de 27 de junio relativa a la evaluación de las repercusiones de 
determinados proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente, en los aspectos señalados 
y presentó recurso por incorrecta transposición de la Directiva 97/11/CE ante el Tribunal de 
Justicia de Luxemburgo. Aprovechando el recurso, la Comisión CE también denunció otra 
infracción, la falta de inclusión en el anexo II de proyectos referidos a centros comerciales y 
aparcamientos y, en consecuencia, su no sometimiento al procedimiento de evaluación de 
impacto ambiental. 

 
2.1.- Entrando en el contenido de la demanda,  siguiendo la queja de WWF/Adena, la Comisión 
CE denuncia la infracción del artículo 9, de la Directiva 85/337/CEE, según la redacción dada 
por la Directiva 97/11/CE, por falta de publicidad de la resolución de autorización del proyecto, 
pues la legislación española reconoce la obligación de someter el estudio de impacto ambiental 
a información pública, y, establece, asimismo, la obligación de hacer pública, en todo caso, la 
Declaración de Impacto Ambiental (DIA). Pero no recoge la obligación de publicar la 
resolución administrativa de autorización de la obra o actividad, lo que en la Directiva se recoge 
como obligación de informar al público de la decisión de conceder o denegar la autorización de 
desarrollo del proyecto, así como del contenido de la decisión y de las condiciones que lleve 
aparejadas. 
 
WWF/Adena denunció que esta falta de publicación de la autorización del proyecto, su 
contenido, razones y medidas, trae como consecuencia inmediata que el público español no 
tiene conocimiento de la decisión final, la resolución administrativa de autorización de la obra, y 
no puede manifestar su opinión, ni comprobar el grado de cumplimiento de su condicionado, ni 
reclamar contra ella. 
 
WWF/Adena señaló que es un contrasentido publicar la DIA, que según la práctica 
administrativa española no es susceptible de recurso, y no publicar, en cambio, la resolución 
administrativa de autorización de la obra, que según las autoridades españolas sería el acto firme 
susceptible de recurso. Y que este contrasentido coloca en una situación de indefensión al 
público interesado en la protección del medio ambiente, además de suponer un incumplimiento 
de la Directiva.  
 
 
2.2.- En cuanto a la tercera infracción, incumplimiento del artículo 3 de la Directiva 97/11/CE 
que contiene la disposición transitoria única, la Comisión CE denuncia que la normativa 
española excluye de la aplicación de la Directiva a los nuevos proyectos para los cuáles se 
solicite su autorización después del 14 de marzo de 1999 -fecha en que expiró el plazo de 
transposición de la Directiva 97/11CE- si no lo han sido después del 8 de octubre de 2000 - 
fecha en que entró en vigor el Real Decreto Ley 9/2000, de 6 de octubre, primera norma de 
transposición de la citada Directiva. 
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Los servicios de la Comisión CE consideran que no es correcta una transposición que retrasa 
más de un año y medio la exigencia de las obligaciones impuestas en la Directiva. La 
Jurisprudencia del Tribunal de Justicia es bastante clara en este sentido. Así, el TJCE en el 
asunto C-396/92, declaró que no se puede permitir a un Estado dispensar de la obligación de 
evaluar proyectos cuyo procedimiento de aprobación se había iniciado antes de la entrada en 
vigor de la legislación nacional, pero con posterioridad a la fecha de expiración del plazo de 
adaptación a la Directiva. 
 
Si se dictase sentencia condenatoria, se requeriría a las autoridades españolas, dándoles tres 
meses, para tomar medidas, si no se han tomado ya.  
 
Decimos esto último porque, aprovechando la necesidad de trasponer la Directiva 2001/42/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de junio de 2001, relativa a la evaluación de los 
efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente, en adelante Directiva 
2001/42/CE de EAE, que se ha realizado por la Ley sobre evaluación de los efectos de 
determinados planes y programas en el medio ambiente, en adelante Ley de EAE, el Ministerio 
de Medio Ambiente ha introducido una Disposición Final de Modificación del Real Decreto 
Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de evaluación de impacto ambiental para acomodar esta 
normativa a la europea, en el modo solicitado por la Comisión CE. 
 
Así, la Disposición final primera de la Ley de EAE, modifica el RD Legislativo 1302/86: 
 
- En el artículo 1, incorporando, la interacción de los factores entre sí; entre los efectos que se 
deben identificar, describir y evaluar,  
 

“Artículo 1. 
1. La evaluación del impacto ambiental identificará, describirá y evaluará de forma 
apropiada, en función de cada caso particular y de conformidad con este real decreto 
legislativo, los efectos directos e indirectos de un proyecto sobre los siguientes factores: 
 
a) El ser humano, la fauna y la flora. 
b) El suelo, el agua, el aire, el clima y el paisaje. 
c) Los bienes materiales y el patrimonio cultural. 
d) la interacción entre los factores mencionados anteriormente. 
...” 

 
- Y añadiendo el 4 bis, que contiene la publicidad de la resolución de autorización del proyecto. 
 

“ Artículo 4 bis. 
1. Cuando se adopte la decisión sobre la ejecución del proyecto será hecha pública por 
el órgano competente que la haya adoptado, el cual pondrá a disposición del público la 
siguiente información: 
a) El contenido de la decisión y las condiciones impuestas. 
b) Las principales razones y consideraciones en las que se basa la decisión, en relación 
con las observaciones y opiniones expresadas durante la evaluación de impacto 
ambiental. 
c) Una descripción, cuando sea necesario de las principales medidas para evitar, 
reducir y, si es posible, anular los principales efectos adversos. 
2. La información a que se refiere el apartado anterior será enviada a los Estados 
miembros que hayan sido consultados según el artículo 6º.” 

 
 
3.- Queja por incumplimiento de las Directivas 92/43/CEE del Consejo, de 21 de mayo de 
1992, relativa a la conservación de los hábitats naturales y de la fauna y flora silvestres y 
85/337/CEE, relativa a la evaluación de las repercusiones de determinados proyectos 
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públicos y privados sobre el medio ambiente con ocasión de los dragados y regeneraciones 
de playas realizados en Levante y Baleares. 
 
Otra queja que WWF/Adena considera interesante es la presentada el 30 de mayo de 2002, 
motivada por el dragado de bancos de arena y la regeneración de playas, realizados de forma 
continuada y sistemática, en lugares propuestos de interés comunitario (LIC) de Levante y 
Baleares, sin evaluación de impacto ambiental.  
 
Concretamente, en Levante se denunciaron las playas de: “Santiago Bernabeu”, “Los arenales”, 
“Centro de la Villa” y en un rincón de “Cala Finestrat”, en la provincia de Alicante, que 
afectaban a los LIC: ES 5213032, Cap de l´Horta; ES 5213024 L´Ila de Tabarca;  ES 0000120 
Les Salines de Santa Pola; ES 5213025 Dunes de Guardamar y ES 5213033 Cabo Roig. Para lo 
cual se estaba procediendo a extraer arena del yacimiento situado frente a Serra Gelada también 
espacio protegido como: LIC ES 5213021, Serra Gelada i Litoral de la Marina Baixa. 
 
En la queja, WWF/Adena expuso como estas actuaciones vulneraban:  
- La Directiva 92/43/CEE de hábitats, artículo 6, que no contempla la emergencia como 
eximente de evaluación para actuaciones en zonas LIC. Y, 
- La Directiva 85/337/CEE de EIA,  artículo 4 apartado 2º, que no permite utilizar de modo 
exclusivo el criterio cuantitativo, para excluir un proyecto de la evaluación.  
 
Tras un requerimiento de observaciones a las autoridades españolas, y el oportuno intercambio 
de información, la Comisión CE envió carta de emplazamiento. Las autoridades españolas 
negaron que hubiera infracción de las Directivas. Pero la Comisión CE envió dictamen 
motivado a dichas  autoridades, apreciando que sí existía motivo de infracción del Derecho 
comunitario. 
 
Queremos hacer aquí un inciso sobre el acceso de los denunciantes a los dictámenes motivados. 
WWF/Adena ha solicitado por tres (3) veces, con fechas 19 de enero, 29 de abril y 20 de 
septiembre del 2005, el dictamen motivado enviado con motivo de esta queja por la Dirección 
General de Medido Ambiente de la Comisión CE a las autoridades españolas.  
 
En las solicitudes WWF/Adena expone que conoce que el procedimiento de queja lo es entre la 
DG de Medio Ambiente y las autoridades españolas, la ONG denunciante no es parte; y que 
tiene como fin la corrección de la infracción apreciada, preferentemente, llegando a un acuerdo 
con el Estado miembro presuntamente infractor.  
 
Pero también que, de acuerdo con el Reglamento (CE) Nº 1049/2001, del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 30 de mayo de 2001, relativo al acceso del público a los documentos del 
Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisión. (DOCE de 31 de mayo de 2001): 
-  el principio general es el acceso lo más amplio posible a todos los documentos que obren en 
poder de una institución, artículo 1;  
- Todo ciudadano de la Unión, así como toda persona física o jurídica que resida o tenga su 
domicilio social en un Estado miembro tiene derecho a acceder a los documentos de las 
instituciones, artículo 2; y  
- La denegación es una excepción y, aun cuando concurra un causa para ello, la Institución ha 
de sopesar los intereses en juego. Que en los dictámenes motivados del procedimiento de queja 
serían: el buen resultado del procedimiento, el de las autoridades españolas y el del medio 
ambiente dañado, artículo 4. 
 
También alegó WWF/Adena, la ratificación, por Decisión del Consejo de 17 de febrero de 
2005, del Convenio sobre "acceso a la información, la  participación del público en la toma de 
decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente", hecho en Aarhus, 
Dinamarca, el 25 de junio de 1998, (DOCE de 17 de mayo de 2005), pues el dictamen motivado 
es información ambiental y el Convenio impone a las Instituciones europeas una garantía de 
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transparencia en su trabajo que, en lo referente a las solicitudes de acceso a documentos que 
afectan a medio ambiente, debe traducirse en una nueva actitud de libre acceso a los mismos. De 
hecho el interés de WWF/Adena en el citado dictamen motivado está en que el modo de 
proceder de las autoridades españolas no se ha corregido y sigue perjudicando el medio natural. 
 
Este mismo verano, WWF/Adena ha puesto en conocimiento de la Dirección General de Medio 
Ambiente de la CE más de quince (15) actuaciones de recuperación, regeneración y restauración 
de playas en Levante, Murcia  y Cataluña en las que se sigue actuando con afección a espacios 
LIC y sin evaluar. 
 
 
Siguiendo con el caso, el dictamen motivado emitido por la Comisión CE no recibió respuesta, 
por lo que la Dirección General de Medio Ambiente decidió llevar el caso al Tribunal de 
Justicia de Luxemburgo.  
 
En el recurso, siguiendo las tesis de WWF/Adena, se expone como el Estado español, para 
determinar si procede o no la evaluación de los proyectos de dragados de fondos marinos y 
regeneraciones de playas, utiliza exclusivamente el criterio cuantitativo, y sólo los dragados de 
fondos marinos que excedan de tres millones de metros cúbicos (3.000.000.-m3) anuales son 
sometidos a procedimiento de evaluación ambiental. Por lo que no se tiene en cuenta la 
naturaleza de la actividad desarrollada y el lugar dónde se localiza. 
 
A mayor abundamiento, se fraccionan las extracciones en varios años, con lo que ninguna llega 
al tope que hace necesario evaluar. Y, en otros casos, realizada una evaluación se autorizan 
extracciones sucesivas de forma indefinida. 
 
En este sentido, de reclamar la consideración de los tres factores: volumen, naturaleza y 
localización, se ha pronunciado la reciente Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Tercera) de 8 
de septiembre de 2005, en que se condena a España por incumplimiento de la obligación de 
evaluar una actividad – explotaciones de ganado porcino – en el Baix Ter, Gerona, que 
causaban contaminación. Asunto C-121/03.  
 
En ella el Alto Tribunal declara que el margen de apreciación permitido por la Directiva 
85/337/CEE en el artículo 4, apartado 2, párrafo segundo, para los proyectos del anexo II, está 
limitado por la obligación de someter a una evaluación de sus repercusiones  los proyectos que 
pudieran tener un impacto importante sobre el medio ambiente, exigido en el artículo 2 apartado 
1º.  
 
Lo cierto es que, no obstante la inicial negativa de las autoridades españolas a reconocer las 
infracciones cometidas, hoy se ha producido una modificación en la legislación vigente.  
 
Aquí también el Ministerio de Medio Ambiente ha aprovechado la Disposición Final Primera de 
la futura Ley de EAE, que traspone la Directiva 2001/42/CE de EAE, para modificar el Real 
Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de evaluación de impacto ambiental, en dos 
cuestiones: 
 
- Añadiendo un punto 3 al artículo 1, para que cualquier proyecto u otra actividad comprendida 
en el anexo II, que pueda afectar directa o indirectamente a los espacios de la red ecológica 
europea Natura 2000, pueda ser sometido a evaluación de impacto ambiental, que dice que: 
 

3. Los proyectos públicos o privados consistentes en la realización de las obras, 
instalaciones o de cualquier otra actividad comprendida en el anexo II, y cualquier 
proyecto no incluido en el anexo I que pueda afectar directa o indirectamente a los 
espacios de la red ecológica europea Natura 2000, sólo deberán someterse a una 
evaluación de impacto ambiental en la forma prevista en este real decreto legislativo 
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cuando así lo decida el órgano ambiental en cada caso. La decisión, que debe ser 
motivada y pública, se ajustará a los criterios establecidos en el anexo III. 
 
Lo establecido en el párrafo anterior no será de aplicación a aquellos proyectos para 
los que la normativa de las comunidades autónomas, en el ámbito de sus competencias, 
exija evaluación de impacto ambiental, en todo caso, o haya fijado umbrales, de 
acuerdo con los criterios del anexo III, para determinar cuándo dichos proyectos deben 
someterse a evaluación de impacto ambiental”. 

 
- Y para incluir en el anexo I, los: “Dragados marinos para la obtención de arena”, sin mención 
alguna del volumen. 
 
Esta reforma implica una importante mejora con respecto a la situación anterior, porque, con la 
nueva normativa, basta la naturaleza de la actividad, dragado en fondo marino, para que haya 
obligación de evaluar, no hay pues que reunir más requisitos, ni de volumen, ni de localización. 
Y ello es lógico porque los artículos 2.1 y 4.2 de la Directiva exigen que siempre que se puedan 
causar efectos significativos sobre el medio ambiente se evalúe y en el dragado, por su 
naturaleza, se producen estos efectos. 
 
 
4.- Queja por incumplimiento de la Directiva 90/313/CEE, de 7 de junio de 1990, relativa a 
la libertad de acceso a la información en materia de Medio Ambiente. 
 
 
Por último vamos a referirnos a una queja sobre acceso a la información ambiental, se trata de la 
segunda queja que WWF/Adena interpuso por vulneración de este derecho, alegando el 
incumplimiento de la Directiva 90/313/CEE, de 7 de junio de 1990, relativa a la libertad de 
acceso a la información en materia de Medio Ambiente, en adelante Directiva 90/313/CEE de 
información ambiental, y se presentó el 11 se septiembre de 2003.  
 
El motivo fue la defectuosa aplicación de la citada Directiva: 
+ por denegación de la información ambiental basada en un motivo no previsto en la Directiva; 
y  
+ por denegación de la información ambiental por resolución presunta no motivada. 

 

4.1.- WWF/Adena vio vulnerada su libertad de acceso a la información sobre medio 
ambiente cuando al pedir un Informe ambiental a la Administración pública autora del 
mismo, la fue denegado con la excusa de que dicha Administración lo había elaborado a 
solicitud de una segunda Administración, por lo que debía pedirse a ésta. Y, solicitado que 
fue por WWF/Adena a la segunda Administración pública, también la fue denegado, por ser 
ésta Administración  “instrumental” y estar el Informe en poder de una tercera, 
Administración “sustantiva”. 

 

Entendiendo que estas excepciones no se recogían en la Directiva 90/313/CEE de 
información ambiental, WWF/Adena interpuso queja. 

 
WWF/Adena recurrió ante la Dirección General de Medio Ambiente de la Comisión CE las dos 
denegaciones porque: 
 

- La Directiva no hace distinciones entre administración autora, tramitadora y 
competente. 

- El artículo 3.2 de la Directiva 90/313/CEE, no recoge estas causas de denegación. 
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- Y, no caben interpretaciones restrictivas de la libertad de acceso a la información 
ambiental, ni, coherentemente, interpretaciones extensivas de las excepciones, pues el 
principio es acceso a la información ambiental y la excepción, la denegación, por lo que 
sólo por los motivos numerus clausus recogidos en la Directiva se puede denegar. 

 
La queja fue abierta. Y, probablemente para solucionar más de un problema como este, la nueva 
Directiva 2003/4/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero de 2003, relativa al 
acceso del público a la información medioambiental y por la que se deroga la Directiva 
90/313/CEE del Consejo, en adelante Directiva 2003/4/CE de información ambiental define: 
 

 “Información que obre en poder de las autoridades públicas: Información 
medioambiental que dichas autoridades posean y haya sido recibida o elaborada por 
ellas.” 
 

4.2.- El otro supuesto en que WWF/Adena vio vulnerada su libertad de acceso a la información 
sobre medio ambiente fue cuando al solicitar un Informe ambiental su petición no obtuvo 
respuesta en dos meses y, realizada la solicitud de silencio, ésta tampoco obtuvo respuesta. Así 
que WWF/Adena interpuso recurso de alzada. 
 
El caso fue que realizada una solicitud de información ambiental, más de seis (6) meses 
después, WWF/Adena no había recibido respuesta alguna. Ni tenía el informe, ni sabía el por 
qué, cuando la Directiva 90/313/CEE de información ambiental imponía, para las solicitudes de 
acceso a la información, el deber de contestar y motivar antes de dos meses. 
 
La falta de respuesta dejó a WWF/Adena en una situación de absoluta indefensión, 
desconociendo los motivos de la denegación no sabía cómo removerlos, cómo combatirlos. Esta 
misma situación se ilustraba con tres casos en la Administración del Estado, y uno ante la 
Administración autonómica. 
 
WWF/Adena se apoyó en un caso semejante tratado por el Tribunal de Luxemburgo su 
referencia C- 233/00. 
 

Para solucionar el problema de interpretación, y haciéndose eco de la citada sentencia, la nueva 
Directiva 2003/4/CE exige que la motivación sea realizada dentro del plazo fijado para 
contestar, hoy de un mes, si bien no es necesario que la exposición del motivo sea realizada 
simultáneamente a la  denegación. 

 

Artículo 3. Acceso a la información medioambiental previa solicitud. 
... 

2. ... En este supuesto, deberá informarse al solicitante cuanto antes, y en cualquier 
caso antes de que finalice el plazo mencionado de un mes, de toda ampliación del 
mismo, así como de las razones que la justifican. 

 ... 
4. ... 
Los motivos de la negativa a facilitar la información parcial o totalmente en la forma o 
formato solicitados se comunicarán al solicitante en el plazo contemplado en la letra a) 
del apartado 2. 

 
El plazo de trasposición de la Directiva 2003/4/CE concluyó el 14 de febrero de 2005, pero a día 
de hoy la norma española está pendiente de su aprobación, si bien se nos ha pasado un borrador 
de ley reguladora de los derechos de acceso a la información, de participación pública y de 
acceso a la justicia en materia de medio ambiente.  
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Nuestra queja sigue en tramitación. 
 
5.- Conclusiones y ánimo. 
 
El tema de este Seminario es Perspectivas del procedimiento de queja desde las ONG y con 
ellas quiero terminar. 
 
WWF/Adena, como me imagino que sucederá a las demás ONG, ha encontrado en la Comisión 
CE y su Dirección General de Medio Ambiente un interlocutor muy preparado y dispuesto a 
favorecer la correcta aplicación del Derecho medioambiental europeo. 
 
La interposición de las quejas siempre ha sido una tabla de salvación para WWF/Adena, pues la 
permitió, por un lado, comprobar si la interpretación que hacía de las directivas, que no 
coincidía con la que realizaban las autoridades españolas, era correcta o no, y, por otro, que una 
autoridad de prestigio preguntase a las Administraciones españolas sobre cuestiones que ellas 
daban por terminadas, y que de esta forma se veían obligadas a analizar de nuevo. 
 
Pero, a día de hoy, el valor del procedimiento de queja es mucho mayor porque se ha 
demostrado como un instrumento inigualable no sólo para lograr el cumplimiento de la 
normativa ambiental, europea y nacional, incluso si implica un cambio de la legislación interna; 
sino también como una vía para adaptar la normativa ambiental a las necesidades que la realidad 
demanda, para solucionar los problemas que en esta última se plantean, creando así el propio 
Derecho. Y es que como decía el Catedrático de Derecho Administrativo, Villar Palasí:  
 

Todo Derecho, llámese civil o administrativo, no es desde la perspectiva de su creación 
sino un constante e ininterrumpido proceso de incorporación al mundo jurídico de 
fenómenos extralegales que acaban por ser modos objetivados de convivencia. Esta 
dinámica del Derecho es primordial para entender el constante crecimiento de las 
instituciones jurídicas, de un lado, y el abandono y repudio de viejas técnicas, 
instituciones y conceptos jurídicos, de otro. 

 
Pero veamos como se ha producido esta incorporación. La Comisión CE, en el tercer Informe 
quinquenal al Parlamento Europeo y al Consejo sobre la aplicación y eficacia de la Directiva de 
EIA (Directiva 85/337/CEE en su versión modificada por la Directiva 97/11/CE), afirmaba: 
 

“Para evaluar la correcta aplicación en los Estados miembros, la Comisión se basa en 
los informes que estos facilitan con respecto a la aplicación de las Directivas, en las 
reclamaciones presentadas que pueden revelar situaciones concretas de 
incumplimiento del derecho comunitario y  en los datos obtenidos a través de 
preguntas escritas y peticiones planteadas por el Parlamento Europeo a la Comisión.... 
Sólo los problemas que son objeto de una reclamación, petición o pregunta escrita 
resultan visibles para la Comisión y puede ocurrir que algunos problemas graves 
nunca salgan a la luz.” (Página 19) 

 
Esto es, que sólo los problemas que son denunciados son conocidos y pueden ser solucionados, 
lo que no sale a la luz no puede ser atendido. Por lo tanto es nuestra misión poner en 
conocimiento de las autoridades, hoy la Comisión CE, pero igualmente cualquiera de las 
autoridades españolas con responsabilidades en el medio ambiente, todos aquellos hechos que 
conozcamos que no estén, en nuestra opinión, de acuerdo con la normativa ambiental. Pues con 
ellas y las demás informaciones de que disponga la Comisión CE hará las propuestas la 
Parlamento Europeo y al Consejo de Modificación de las directivas. 
 
Esta labor de información o denuncia corresponde, especialmente, de las ONG de medio 
ambiente. Unas veces nos será más fácil, porque esté reconocida la acción pública. Otras, habrá 
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más dificultades. Pero no hemos de olvidar que la reciente normativa comunitaria está a nuestro 
favor, especialmente a partir del Convenio sobre "acceso a la información, la  participación del 
público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia en materia de medio ambiente", 
Convenio de Aarhus, ampliamente conocido por mis amigos de Ecologistas en Acción, que 
reconoce de forma generalizada la legitimación para las ONG de medio ambiente en los 
aspectos que a éste atañen. Y de la que se han hecho eco las siguientes Directivas:  
 
- Directiva 2001/42/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 27 de junio de 2001, relativa 
a la evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente.  
Cuyos Considerandos 15 y 18 afirman:  
 

(15) 
A fin de contribuir a dotar de mayor transparencia el proceso decisorio y a fin de 
garantizar que la información presentada para la evaluación sea exhaustiva y 
fidedigna, es necesario establecer que las autoridades competentes en la cuestión 
medioambiental de que se trate y el público sean consultados durante la evaluación de 
los planes y programas y, además, deben fijarse unos plazos adecuados con tiempo 
suficiente para las consultas, incluida la expresión de opiniones. 

 
 (18)  

Los Estados miembros garantizarán que, cuando se adopte un plan o programa, las 
autoridades competentes y el público estén informados y tengan acceso a la 
información pertinente. 

 
- Directiva 2003/4/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 28 de enero de 2003, relativa 
al acceso del público a la información medioambiental y por la que se deroga la Directiva 
90/313/CEE del Consejo.  
 
Que, en sus Considerandos 1 y 11 señala como  motivos que han impulsado la Directiva, 
reconocer un mayor acceso del público a la información medioambiental y la difusión de tal 
información, porque ello contribuye:  
+ a una mayor concienciación en materia de medio ambiente; 
+ a una más efectiva participación del público en la toma de decisiones medioambientales y, en 
definitiva,  
+ a la mejora  del medio ambiente.                                                        
 
- Directiva 2003/35/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de mayo de 2003, por la 
que se establecen medidas para la participación del público en la elaboración de determinados 
planes y programas relacionados con el medio ambiente y por la que se modifican, en lo que se 
refiere a la participación del público y el acceso a la justicia, las Directivas 85/337/CEE y 
96/61/CE del Consejo. 
 
Que reitera estas afirmaciones en los Considerandos 3 y 4. Al subrayar que: 
- La participación real del público en la adopción de las decisiones sobre medio ambiente: 
+ le permite expresar opiniones e inquietudes; 
+ las autoridades decisorias las pueden tener en cuenta; 
+ se favorece la responsabilidad y la transparencia del proceso decisorio; 
+ se contribuye a la toma de conciencia por parte de los ciudadanos sobre los problemas 
medioambientales; y 
+ se da respaldo público a las decisiones adoptadas. 
 

 (4) 
Por consiguiente, debe fomentarse la participación pública, incluida la de 
asociaciones, organizaciones y grupos y, en particular, la de organizaciones no 
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gubernamentales que trabajan en favor de la protección del medio ambiente, sin 
olvidar, entre otras cosas, la educación medioambiental del público. 

 
- Y, la Directiva 2004/35/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 21 de abril de 2004 
sobre responsabilidad medioambiental en relación con la prevención y reparación de daños 
medioambientales, cuyo Considerando 25 dice: 
 

(25) 
Las personas que se hayan visto o puedan verse  afectadas negativamente por  daños 
medioambientales deben poder solicitar a la autoridad competente que adopte medidas. 
No obstante, la protección del medio ambiente es un interés difuso en el  nombre del 
cual no siempre actúan las personas o no siempre están en condiciones de actuar. Por 
lo tanto, procede otorgar asimismo a las organizaciones no gubernamentales  que 
fomentan la protección del medio ambiente la posibilidad de contribuir 
adecuadamente a una aplicación efectiva de la presente Directiva. 

 
 
Ahora, para que el medio ambiente sea tenido en cuenta no basta con que las normas declaren su 
protección o nos reconozcan a las ONG de medio ambiente la legitimación, hace falta además 
que estos derechos sean ejercitados, que sus presupuestos se realicen en la práctica, que se llame 
la atención sobre los problemas ambientales.  
 
Os animo pues a todos a ejercitar esta legitimación, participando en cualquier procedimiento en 
el que se vaya a tomar una decisión que afecte al medio ambiente y denunciando todos aquellos 
casos en que aprecieis que no ha sido respetada la normativa ambiental. 
 
 
 
COLOQUIO 
Regina Schneider 
El que haya  menos quejas no necesariamente implica que se esté mejorando en la aplicación del 
derecho comunitario en materia ambiental, pues también es cierto que muchos grupos dejan de 
interponer quejas al ver que no es una vía que soluciones los problemas 
En relación al no registro de las quejas, desde el EEB nos parece que no se trata de un problema 
exclusivo de los funcionarios, sino que existen instrucciones directas desde altas instancias que 
orientan este proceder de la Unidad Legal, y que se enmarcan dentro de una ruta política elegida 
dentro de la Comisión de forma consciente. 
 
Samuel Martín-Sosa 
¿Existen de forma sistemática intercambios de información entre la Comisión y el EEMM 
de forma previa a la apertura de una queja? ¿Cuál es el criterio que se sigue por parte de 
la Comisión, en concreto por parte de la DG de Medio Ambiente, para decidir si se visita 
un proyecto o no? 
 
Julio García Burgués(JGB): 
Si una queja es registrada se le informa al denunciante, pero si no es registrada como queja, 
también se le informa, inmediatamente entra a ser consideraba desde un ámbito del código de 
buena conducta, que define las normas a seguir en el tratamiento de correspondencia, lo que 
implica la necesidad de responder en un plazo máximo de 15 días, explicando porque la 
Comisión ha considerado oportuno no registrar la queja.  
En relación a la reducción del número de casos abiertos por parte de la Comisión, yo como jefe 
de infracciones considero que es positiva esta reducción. Esto es debido entre otras cosas a que 
muchos casos se resuelven de una manera positiva pero de forma abierta también digo que por 
otro lado estoy convencido de que la Comisión tiene que aplicar una política más restrictiva 
para poder ser más eficaces y centrarnos en los casos verdaderamente importantes. 
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En relación con  las visitas, no es una práctica sistemática, se producen muy pocas, y en caso de 
que se produzcan obedecen a una invitación expresa por parte del Estado miembro.  
 
 
 
Antonio Rodríguez, Ecologistas en Acción de Canarias  
Los esfuerzos que con el caso de Granadilla hemos hecho para convencer a la Comisión de que 
existen afecciones a red Natura 2000 han sido agotadores. En este sentido es poco entendible 
que se nos aparte y no se nos permita conocer la información que aporta el EEMM para poder 
contrarrestarlas y así evitar, como en este caso, que el EM mienta a la Comisión. 
Por eso creo que habría que potenciar más el tema de las visitas y que estas prevean reuniones 
con la parte denunciante también. 
Por otro lado para casos muy importantes podría convocarse una mesa de negociaciones como 
la que se convocó cuando estaba decidiéndose la postura de la Comisión en relación al PHN. 
 
LK: 
Yo cuando fui jefe de la Unidad legal instauré personalmente el sistema de las visitas a los 
EEMM. La Comisión puede cuando quiere visitar proyectos en el EM sin invitación, aunque el 
EM podría negarse a ella. Si no se hace un uso más sistemático de este instrumento es porque no 
quiere. 
Entiendo por la respuesta de Burgués que la reducción del número de quejas (un 50% menos) se 
debe, no a un milagro, no a una mejora en el comportamiento del EM, sino a un cambio de 
comportamiento de la Comisión. 
 
JGB: 
Si creo que ha habido un perfeccionamiento en el comportamiento de España, hay de un tiempo 
a esta parte una mayor receptividad por parte de las administraciones españolas y un tratamiento 
favorable de los casos de infracción, y hay también un cambio de comportamiento de la 
Comisión. Estamos siendo más selectivos en el tratamiento de las quejas. No se puede hacer 
todo al mismo tiempo. Es importante concentrarse en los temas más significativos. Además hay 
un práctica que se ha venido desarrollando en los últimos años que explica en parte la reducción 
del número de casos, y es la acumulación. Antes se trataba cada caso de forma individual cada 
caso, y ahora los acumulamos para abordar los problemas de carácter estructural. Si vamos 
debajo de las estadísticas y contemplamos lo que se denominan casos traité sous verás que bajo 
un único caso se están tratando hasta 5-10 casos diferentes. Además creo que el problema 
existía antes, la DG MA había ido por una vía que nos conducía a un callejón sin salida debido a 
que no existía ni existe la capacidad y recursos para tratar todos los casos. Yo creo que la DG de 
Medio Ambiente no puede tratar más de 1000 casos. Administrativamente, con la ampliación de 
la UE, es todavía más difícil (recordemos 21 lenguas distintas). Firmo todos lo días cartas en 
finlandés, en eslovaco, etc. sin tener realmente la posibilidad de analizar en profundidad los 
casos. Con la ampliación a 25 EEMM y la que se producirá en los años venideros, hay que 
reconsiderar los métodos de trabajo. En la Unidad Legal tengo 20 juristas para 25 EEMM. Ya 
me gustaría ser DG de la DG de Aplicación del Derecho Comunitario y tener a mis órdenes a 
500 funcionarios. 
 
Belén López Precioso, IPAE 
Los casos de transposición defectuosa, generalmente la Comisión los detecta mediante las 
medidas de transposición que le comunica el EM, pero la Comisión  
¿recibe solo la información de la transposición nacional, o también cómo eso se transpone 
luego a la legislación autonómica? Puede ser que esta esté mal aunque aquella esté bien 
¿En que países se han desarrollado experiencias de resolución preventiva de quejas a nivel 
nacional? 
¿Qué medidas ha pensado la Comisión tomar, si ha pensado alguna, para formar a los 
jueces nacionales en derecho comunitario? Porque es increíble que se ganen cosas en 
Bruselas que a nivel nacional no conseguimos ni de lejos, es impensable que un juez 
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nacional ordene la paralización cautelar de un proyecto por afecciones a Natura 2000, 
pues les falta formación. 
 
 
JGB: 
Se reciben las notificaciones de transposición a nivel central pero no se nos comunica de manera 
sistemática la legislación de transposición adoptada por las comunidades autónomas, y esto es 
un problema claro. Ha habido casos en que hemos detectado problemas de transposición 
defectuosa en las CCAA. El problema es general a otros EEMM con estructura descentralizada 
(ahora tenemos un problema con Alemania en la transposición  de la Dir de Acceso a la 
Información Ambiental, pues ha nivel central la transposición es buena, pero los Länder no han 
aprobado legislación de transposición en este sentido). 
 
Irlanda ha establecido, a raíz de un problema estructural que se les detectó en materia de 
residuos, una oficina en el ministerio de Medio Ambiente y se han comprometido a tratar todas 
las quejas en materia de vertederos ilegales, de forma que ahora cuando recibimos quejas en este 
ámbito, remitimos a los denunciantes a esta oficina. También estamos en contacto con el 
defensor del pueblo irlandés que se ha mostrado dispuesto de operar como mecanismo nacional 
en relación con las quejas. 
 
Con relación a los problemas de acceso a la justicia en el propio país, sigo pensando que es más 
lógico que las quejas se planteen una vez se han tomado iniciativas en el propio EM, y además 
si el problema es la suspensión cautelar, tampoco esta se puede obtener a través de una queja, no 
es una facultad que la Comisión tenga reconocida. Pero es verdad que es necesario hacer un 
esfuerzo de mayor diálogo, cooperación, etc. con los jueces nacionales. En los nuevos EEMM 
hay problemas también en este campo. 
 
 
Luis Oviedo, Ecologistas en Acción de Burgos 
Esos nuevos criterios de selección de quejas de la Comisión, ¿están disponibles en algún 
documento? Sería bueno conocerlos en detalle para poder orientar mejor nuestro trabajo, 
ahorrar molestias a nosotros y a vosotros. 
 
Bernardo, Ecologistas en Acción de Cantabria 
No vale hablar de que España tiene más biodiversidad para justificar el alto número de quejas, 
porque entonces también habría que decir que es uno de los países con menor presión 
demográfica de Europa, con lo que en teoría la presión sobre el medio debería ser menor. 
 
Victoria Pereira Verdemar-Ecologistas en Acción del  Campo de Gibraltar 
Hay mucha cantidad de trabajo y pocos medios, pero si la solución que se le da a eso es ser más 
selectivo, se tratará un número menor de quejas, lo que apuntala aún más la imposibilidad de 
que cambie el sistema. Este es un circulo engañoso, porque además se dará la paradoja de que 
las cifras indicarán que la situación ambiental es buena, pero lo cierto es que no estarán 
reflejando la realidad. 
 
JGB: 
Criterios para el tratamiento de quejas: los que están actualmente en vigor son los criterios 
establecidos en la Comunicación de 2002 de la Comisión. Ahí se definen una serie de temas que 
son prioritarios y que la Comisión se compromete a tratar, y por lo demás yo espero que si se 
materializa ese enfoque más sectorial que yo he anunciado en mi presentación, tal vez el año 
que viene o a principios del año 2007, podamos presentar una comunicación en la que se 
especifiquen los criterios en relación a quejas e infracciones referentes a la legislación 
medioambiental. Habrá una primera fase, que será la contribución que la Comisión haga a la 
reflexión del Consejo Europeo de Primavera de 2006 (ahí se abordará el tema del control de la 
aplicación del derecho comunitario) y posteriormente tal vez si se nos da margen para definir 
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prioridades sectoriales, presentemos ulteriormente, una comunicación relativa específicamente 
al medio ambiente. Por lo demás hoy día aplicamos las reglas y los criterios existentes. Tal vez 
ha cambiado es el nivel de intensidad de nuestra intervención: en relación con la construcción 
de pistas ciclables, se admiten las quejas, lo cual no es lo más deseable, pero una vez registrada, 
el nivel de intervención es mínima, nos limitamos a verificar que se han cumplido los trámites 
por parte del EM. Si se ha realizado una EIA por parte de las autoridades del EM, no entramos a 
valorar la calidad de esa evaluación, porque no podemos entrar, no tenemos recursos para ellos. 
Cuando se presentan quejas que repiten un mismo tipo de denuncia, las acumulamos. 
Cuando se trata de un gran proyecto de infraestructura, si se prevé que tal vez pueda tener un 
impacto muy significativo sobre el medio ambiente, dedicamos más recursos a ese tema y 
operamos con mayor intensidad. Todo esto bajo el control del Ombudsman. En caso de que el 
denunciante piense que su queja ha sido indebidamente rechazada o cerrada, siempre hay la 
posibilidad de presentar un recurso al Ombudsman. Hasta ahora la DG de Medio Ambiente no 
ha sido objeto de reproches por parte del Ombudsman debido al no registro indebido o cierre 
indebido por casos de quejas. Somos la DG que tiene de lejos el mayor numero de casos abierto. 
Dentro de la Comisión Europea somos la DG que aplica una política más amplia, más favorable 
al denunciante de toda la Comisión.  
 
El elevado número de casos de infracción en materia de medio ambiente está siendo invocado 
de manera sistemática para justificar un problema estructural sistemático y generalizado de 
incumplimiento de la legislación ambiental y el paso que se sigue después es que eso es debido 
a un problema de fondo de la legislación, que es demasiado detallada y de difícil cumplimiento. 
La conclusión que se saca: hay que des-regularizar. Por eso tenemos que darnos cuenta del uso 
interesado que se está haciendo del número elevado de quejas. 
 
La práctica que se está siguiendo es no organizar visitas más que cuando hay una invitación 
expresa y persistente del EM. Hay de nuevo un problema de capacidad. No se puede seguir una 
política sistemática de visitas porque no hay recursos para ello. 
 
Convocar una mesa de negociaciones es algo que se hizo con carácter absolutamente 
excepcional en un caso concreto, muy complejo, el caso de PHN, que no es recomendable para 
casos más sencillos. 
 
LAS INFRACCIONES RELATIVAS A LAS DIRECTIVAS AVES Y HÁBITATS 
Belén López Precioso, IPAE   
Base argumental 
Dada la brevedad me centraré en red Natura 2000. Para hacer buenas quejas en este campo es 
necesario conocer bien las Directivas de Aves y Hábtiats (en relación con red Natura 2000, a 
parte de las dos directivas, Habitats y aves, también nos interesan las tres decisiones que ya han 
sido publicadas, designando las listas oficiales de los LICs de la zona Macaronésica, Atlántica y 
Alpina) y conocer bien los documentos que ha emitido la Comisión Europea para interpretar el 
alcance de dichas directivas (ejemplo, para hábitats, el manual sobre el artículo 6 de la directiva 
hábitats, y la guía metodológica de evaluación ambiental, o para aves, la guía de la caza 
sostenible, para interpretar el artículo 7 de la directiva aves, y el informe del Comité ORNIS 
sobre periodos de reproducción y migración prenupcial en cada EM para considerar los periodos 
en que se puede o no cazar), y también es conveniente conocer bien la jurisprudencia del TJCE 
pues a veces sus sentencias aportan nuevos elementos a lo establecido por la Comisión en sus 
directivas (hay unas 50 sentencias, tres de ellas condenando a España, una de hábitats y dos de 
especies). Actualmente hay dos casos ante el TJCE, uno por insuficiente designación de ZEPAS 
y otro por utilización de lazos para el control de depredadores. 
 
Designación de espacios 
Las directivas obligan a designar espacios, y dichos espacios tienen un régimen establecido de 
protección. La ZEPA es una figura jurídica autónoma, distinta del LIC y del ZEC. 
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Dentro de las ZEPAS podríamos clasificarlas como “Zepas declaradas”, “Zepas comunicadas” y 
“Zepas Virtuales”. La Directiva de Aves silvestres (articulo 4 apartados 1 y 2 y 3) dice que hay 
que designar ZEPAS para proteger el hábitat de las aves del anexo I y otras migratorias que no 
están en el anexo. La directiva era muy parca y solo decía “hay que designar ZEPAS para 
proteger a estas aves y hay que comunicarle a la Comisión cuales son estas ZEPAS” Esto 
planteó problemas, pues los EEMM eran muy reacios a designar para evitar tener que aplicar un 
régimen de protección. Las ZEPAS comunicadas son aquellas que se han comunicado a la CE. 
Sin embargo para ser ZEPAS declaradas necesitan de algún acto, de acuerdo al derecho interno, 
que les de publicidad para que sean del conocimiento de los ciudadanos. La Directiva de 
Hábitats crea la red Natura 2000, crea una figura similar a la de la ZEPA, que es la ZEC, pero 
para evitar los problemas que se habían detectado con las ZEPAS de insuficiente designación, 
se crea un procedimiento de designación de las ZEC que otorga a la Comisión un papel de 
vigilancia. Los EEMM tienen que inventariar qué hábitats (anexo I) y qué especies (anexo II) 
van a proteger, y tienen que elaborar una lista de “LICs propuestos” y enviarla a la Comisión. 
La Comisión de común acuerdo con los EEMM ultima una lista de “LICs oficiales” que salen 
publicados en el DOCE. A partir de ese momento estos LICs oficiales ya gozan de un régimen 
de protección establecido en la directiva. A partir de ese momento hay un plazo de 6 años para 
que los EEMM designen de forma oficial esos LICs como ZECs mediante un acto 
administrativo, reglamentario o contractual. En el caso de las ZEPAS este requisito no existía. 
Existe una categoría de “Zepas virtuales” o IBAS identificaría a aquellos lugares que merecen 
ser ZEPA porque cumplen los requisitos para ser designados (zonas húmedas, muchas aves 
migratorias,…) pero que ni han sido comunicadas ni declaradas (aún habiendo sido reconocidas 
por el TJCE como si fueran ZEPAS) Las IBAS pueden ser consultadas en el inventario de Aves 
Importantes de Seo/BirdLife, que es utilizado como documento de trabajo por parte de la 
Comisión Europea e incluso se ha dotado de valor rogatorio en los datos aportados al TJCE. 
Todas las CCAA tienen alguna ZEPA. Dentro de estas, las hay solo comunicadas a la Comisión 
(Ej. Madrid) o han sido formalmente declaradas, como es el caso de Murcia. La Comisión inició 
un procedimiento de infracción contra España por insuficiente designación de ZEPAS. A lo 
largo de ese procedimiento se fueron cayendo muchas CCAA que si fueron designando lugares 
y la Comisión las dio por buenas, pero ahora ha llegado el procedimiento al TJCE por 
insuficiente designación en 8 CCAA (Andalucía, Baleares, Canarias, Cataluña, Castilla- La 
Mancha, Extremadura, Madrid, Valencia) estará a punto de salir sentencia al respecto. A la hora 
de interponer quejas, es importante considerar aquellos casos en que las ZEPAS no hayan sido 
declaradas, no se haya informado a los ciudadano, ya que hay una sentencia del TJCE contra 
Bélgica por no garantizar la delimitación del territorio a proteger, al no haber informado a los 
ciudadanos. Esto sería por tanto aplicable a aquellas “ZEPAs comunicadas” (y por analogía a 
los LICs propuestos y oficiales, que solo aparecen en el DOCE y la información no es completa: 
sabemos que en Canarias va a haber tales LICs pero no sabemos cuales son sus límites 
territoriales). 
En cuanto a los LIC/ZEC, aún no tenemos ningún ZEC porque aun no se han agotado los plazos 
de designación. Los LIC oficiales son aquellos de la región Macaronésica, Alpina y Atlántica, y 
son LIC simplemente propuestos los de la región mediterránea. 
 
Régimen de protección de red Natura 2000 

1. Existe obligación de dictar medidas de conservación especiales para el hábitat para las 
ZEPAS (tanto comunicadas como declaradas) según se establece en el artículo 4.1 y 4.2 
de la Directiva de Aves silvestres y para los ZECs según se establece en el artículo 6.1 
de la Directiva de Hábitats. Esto no rige para los LICs. Estas medidas de conservación 
del hábitat tienen el objetivo, en el caso de las ZEPAS, de asegurar la supervivencia y 
reproducción de las aves silvestres que han motivado la designación, y en el caso de las 
ZECs, Mantener o llevar los hábitats y las especies a un estado de conservación 
favorable. El tipo de instrumento para establecer estas medidas no está indicado en el 
derecho comunitario salvo para las ZEC: la Directiva Hábitats indica que estas medidas 
serán de tipo reglamentario, administrativo o contractual, y si se quiere, se establecerán 
planes de gestión. Pero lo obligatorio es alguna de las tres medidas (no hay jerarquía 
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entre ellas). Estas medidas deben estar operativas de manera simultánea a la 
designación. Esto es claro en relación a los ZECs, porque así lo establece la Directiva 
Hábitats. Para las ZEPAS, si bien la Directiva Aves es menos clara, si queda igualmente 
establecido por la la Sentencia de 27 de febrero de 2003 para ZEPAS. En este sentido 
numerosas ZEPAS en España están en situación de ilegalidad la mayoría de las ZEPAS 
que no esten en un espacio natural protegido que implique un PORN o un PLUG, 

 
2. Existe obligación de no deterioro del hábitat y de no alteración, para las ZEPAS 

(comunicadas y declaradas), los ZECs, y los LICS oficiales. Esta obligación de no 
deterioro también para las ZEPAS está recogida en la Directiva de Hábitats (artículo 
6.2), no en la de Aves (de donde se derogó el párrafo), luego hay que tener cuidad a qué 
directiva se hacer referencia para según qué. Lo que dice la Directiva es que Medidas 
apropiadas para evitar el deterioro de los hábitats naturales y de los hábitats de especies, 
así como las alteraciones que repercutan en las especies que hayan motivado la 
designación de las zonas, en la medida en que dichas alteraciones puedan tener un 
efecto apreciable en lo que respecta a los objetivos de las directivas. Esta es una 
obligación de tipo genérico pero que se puede argumentar en la elaboración de quejas 
por ejemplo para un caso en el que tengamos contaminación de aguas en un humedal 
que ha sido declarado ZEPA, o cosas así. 

 
3. Existe un régimen especial de Evaluación de Impactos para la Autorización de 

proyectos para las ZEPAS (comunicadas y declaradas), los ZECs, los LICs oficiales 
(artículo 6.3 y 6.4 de la Directiva de Hábitats). Lo que establece es que: 
Cuando cualquier plan o proyecto que sin ser de gestión del lugar o sin ser necesario 
para la misma, pueda afectar apreciablemente a algún lugar de la red Natura, solo o en 
combinación con otros, debe someterse a una evaluación adecuada. Si de resultas de 
esa evaluación, se deduce que ese plan o proyecto va a afectar a la integridad del 
lugar, las autoridades competentes no van a poder autorizar la actuación. Pero, si no 
hay alternativas y existen razones imperiosas de interés público de primer orden, 
incluidas las razones de índole social y económico, esa autorización va a poder ser 
emitida, siempre y cuando, se dicten medidas compensatorias dirigidas a compensar la 
coherencia de la red Natura 2000, y hay que comunicarlas a la Comisión. Para aquellos 
lugares en que existan especies o hábitats prioritarios, solo se podrán alegar razones de 
salud humana o seguridad pública y si se quiere alegar otras, es necesario consultarlo a 
la Comisión.  
Es importante darse cuenta de que el artículo dice “pueda afectar”, es decir habla de 
probabilidad del daño, no es necesario que haya certeza. Si la autoridad responsable no 
somete a evaluación el proyecto, tiene que existir un documento donde dicha autoridad 
diga que no lo somete a evaluación porque no hay posibilidad de afección. 
Sobre la evaluación adecuada, la Comisión viene entendiendo que esta de analizar el 
impacto sobre aquellos valores que motivaron la designación como LIC o ZEPA. Lo 
que hay que ver es si la EIA evalúa de forma correcta los efectos sobre los objetivos de 
conservación de ese espacio Natura 2000. Por ejemplo si esa ZEPA se ha declarado para 
conservar aguila imperial, ni tiene sentido hacer referencia a otras cosas, por lo que hay 
quitarse la idea de hacer quejas a mansalva. 
En relación a que se entiende por integridad del lugar tenemos que pensar de forma 
general es que el sitio siga sirviendo para lo que tiene que servir, que es la conservación 
de ese hábitat o esa especie. 
La no autorización lo que dice la directiva es que los EEMM deberán abstenerse de 
emitir la autorización. Nosotros en nuestro derecho interno el responsable de emitir la 
autorización será diferente en según que casos, a veces será el Estado a veces una 
CCAA y a veces un ayuntamiento. Eso hay que tenerlo en cuenta. 
Las medidas compensatorias van dirigidas a garantizar la coherencia de la red, no se 
puede proponer cualquier cosa (si un proyecto se va a cargar varias hectáreas de un 
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bosque, no se puede proponer como medida compensatoria construir un centro de 
interpretación de la naturaleza o hacer un censo de aves) 
 

En relación a la IBAS o ZEPAS virtuales 
Existe jurisprudencia que les reconoce un tratamiento de ZEPAS 
En el caso de Santoña, la sentencia decía que había que declararla, pero que además, como se 
consideraban ZEPAS era obligatorio dictar medidas de conservación y existía obligación de no 
deterioro. Esta jurisprudencia se ha matizado en el año 2000 con la sentencia asunto C- 374/98, 
donde se dice que para la evaluación del impacto de proyectos en IBAS no aplica lo establecido 
en la Directiva Hábitats (art. 6.3 y 6.4) sino lo establecido en la directiva Áves (art. 4.4), que es 
algo más restrictivo, de forma que si los EEMM quieren beneficiarse de ese régimen algo más 
laxo de la directiva Hábitats, lo que tienen que hacer es declararlas como ZEPAS.  

 
 

Régimen de protección de los LICs propuestos (caso de la lista mediterránea) 
En relación a los LICs que aun no son oficiales, no existe un régimen de protección en la 
directiva, no rige la obligación de no deterioro y de evaluación de proyectos en función de lo 
establecido en la directiva de Hábitats, pero si hay jurisprudencia que otorga ciertas garantías. 
Sentencia de 13 de enero de 2005: En cuanto a los lugares que pueden clasificarse como lugares 
de importancia comunitaria, que figuran en las listas nacionales remitidas a la Comisión, y, en 
especial, a los lugares en los que existen tipos de hábitats naturales prioritarios o especies 
prioritarias, los Estados miembros están obligados a adoptar, en virtud de la Directiva 92/43, 
medidas de protección apropiadas, visto el objetivo de conservación perseguido por la Directiva, 
para proteger el interés ecológico pertinente que dichos lugares tienen a nivel nacional. 
El espíritu de esta sentencia es prevenir que un lugar que por poseer determinados valores ha 
sido propuesto para esta figura de protección, no sufra actuaciones que pongan en peligro la 
conservación de estos valores. 

 
 
 
Aves prioritarias 
El derecho comunitario no ha establecido qué aves son aquellas prioritarias. Las del Anexo I de 
la Directiva aves son las que motivan la designación de ZEPAS, pero no se sabe cuales son 
prioritarias. De manera informal se viene comentando que las prioritarias son aquellas que se 
benefician de proyectos de conservación mediante el programa LIFE, pero no hay nada firme. 

 
LAS INFRACCIONES RELATIVAS A LAS DIRECTIVAS DE EVALUACIÓN DE 
IMPACTO AMBIENTAL 
Daniel Fernández, Técnico de la Unidad de Infracciones y aplicación del derecho 
comunitario de la Dirección General de Medio Ambiente 
Características de la EIA 
Desde hace cuatro años me encargo junto con otros dos compañeros de la fase pre-contenciosa 
de los casos españoles de infracciones medioambientales. 
La EIA es un instrumento de la política MA que permite que los efectos medioambientales de 
un proyecto sean conocidos y tomados en cuenta por las autoridades antes de que se tome una 
decisión con respecto a su realización. 
Tres características definen a este instrumento: 

- Carácter preventivo: inspirado en el principio de cautela, que es un principio básico de 
la política ambiental europea 

- Carácter participativo: permite la participación del público en la toma de decisiones y 
que sea informado de los resultados de las evaluaciones 

- Carácter clave para la aplicación del Artículo 6 Tratado CE (integración): El medio 
ambiente debe tenerse en cuenta como un componente en el resto de las políticas 
comunitarias 
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Las directivas de EIA disponen de tres medios para alcanzar los objetivos de la EIA (que son 
principalmente conocer los efectos del proyecto y permitir la participación pública): 

- Facilitar a las autoridades competentes información adecuada que les permita decidir 
sobre un determinado proyecto con pleno conocimiento de sus posibles impactos 
significativos sobre el medio ambiente  

- Informaciones y consultas a una serie de autoridades competentes y al público  
- Un procedimiento de evaluación reglado, establecido en la directiva 85/337 

 
Marco jurídico 
- Directiva 85/337/CEE del Consejo, de 27 de junio de 1985, modificada por la Directiva 

97/11/CE del Consejo, de 3 de marzo de 1997, relativa a la evaluación de las repercusiones 
de determinados proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente. 

- Directiva 2001/42/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de junio de 2001, 
relativa a la evaluación estratégica de los efectos de determinados planes y programas en el 
medio ambiente. (Aplicable desde el 21 de julio de 2004). Esta directiva se adoptó porque 
con la aplicación de la anterior en ocasiones se había visto que los proyectos formaban parte 
de programas y una vez que el proyecto estaba ya adoptado dentro de estos planes, la 
evaluación no podía permitir la adopción de modificaciones suficientes para prevenir 
afecciones mayores al MA, porque en muchas ocasiones los proyectos se adoptaban en 
virtud de planes que habían sido adoptados previamente, y lógicamente es recomendable 
hacer una planificación de afecciones, para asegurar que los proyectos sean ejecutados de 
una forma coherente a nivel nacional.  

- Directiva 2003/35/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de mayo de 2003, por 
la que se establecen medidas para la participación del público en la elaboración de 
determinados planes y programas relacionados con el medio ambiente y por la que se 
modifican, en lo que se refiere a la participación del público y el acceso a la justicia, las 
Directivas 85/337/CEE y 96/61/CE del Consejo. (Plazo de transposición: 25 de junio de 
2005). Esta directiva traspone las disposiciones del Convenio de Aarhus en materia de 
información pública, participación del público y acceso a la justicia. 

 
 
Directiva 85/337/CEE 
Principales obligaciones 
La obligación básica la establece el artículo 2.1, que dice los Estados miembros deben adoptar 
las medidas necesarias para que, antes de conceder la autorización, los proyectos que puedan 
tener efectos significativos en el medio ambiente en virtud de su naturaleza, dimensiones o 
localización, se sometan al requisito de autorización de su desarrollo y a una evaluación con 
respecto a sus efectos.  
La evaluación debe identificar, describir y evaluar los efectos directos y los efectos indirectos 
que puede tener el proyecto sobre el MA. La directiva entiende el MA en un sentido muy 
amplio, porque a menudo tendemos a identificar el MA con la naturaleza, pero la directiva 
considera que bajo esta acepción hay que considerar el ser humano, la fauna y la flora, el suelo, 
el agua, el aire, el clima y el paisaje, los bienes materiales, el patrimonio cultural, y la 
interacción entre todos estos factores (este último punto no estaba recogido en la transposición 
española pero que posteriormente fue corregido). 
Proyectos evaluables 
¿Que proyectos deben ser sometidos a evaluación? El artículo 2.1 habla de cualquier proyecto 
que pueda tener efecto sobre el MA, pero el artículo 4.1 especifica, que aquellos proyectos 
descritos en el anexo I deben someterse obligatoriamente a EIA, luego en esos casos no hay 
lugar a interpretaciones. En relación con otros proyectos reconocidos en el anexo II establece 
una obligación para los EEMM que es la de determinar, bien caso por caso (screening), o bien 
estableciendo una serie de umbrales o criterios o un enfoque combinado de los dos, cuales de 
ellos deben ser sometidos a un procedimiento de EIA. Para esto los EEMM deben tener en 
cuenta los criterios establecidos en el anexo III. Además en el artículo 4 se dice que los EEMM 
velarán porque el público pueda tener acceso a las resoluciones de las autoridades competentes 
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en este sentido, luego si un EEMM decide no someter un proyecto del anexo II a procedimiento 
del EIA, deben poner a disposición del público las resoluciones por las que se ha decidido no 
someter el proyecto a una EIA. 
En relación con los criterios del anexo III, existen tres tipos: 
- Características de los proyectos: 

o Tamaño, efectos cumulativos con otros proyectos, utilización de recursos naturales, 
producción de residuos...  

- Ubicación de los proyectos: áreas de sensibilidad ambiental 
- Características de los impactos potenciales 

o probabilidad, magnitud, duración... 
 
Procedimiento de evaluación 
Información que debe proporcionar el promotor: La directiva en lo que se refiere a aporte de 
información, le impone la mayor carga al promotor. El promotor debe proporcionar una serie de 
informaciones, que deben ser puestas a disposición de las autoridades competentes, para que 
puedan adoptar la decisión sobre la autorización del proyecto con pleno conocimiento de causa 
de las posibles afecciones al MA. El promotor debe aportar: descripción del proyecto, medidas 
correctoras y compensatorias previstas, identificación y evaluación de los principales efectos, 
exposición de las principales alternativas estudiadas con indicación de las principales razones de 
la elección (teniendo en cuenta los efectos medioambientales), y un resumen no técnico. 
 
Información al público: Una vez que estas informaciones están disponibles, la carga es para las 
autoridades competentes, que son las que deben informar al público, que debe ser consultado, 
habiéndose puesto en su conocimiento de forma previa una serie de informaciones como la 
solicitud de autorización del proyecto, si el proyecto está sujeto o no al procedimiento de EIA, 
las autoridades competentes, las autoridades que pueden aportar información pertinente, 
aquellas a las que se puedan presentar observaciones o formular preguntas (y plazo para 
hacerlo) y la naturaleza de las decisiones posibles, disponibilidad de la información, fechas y 
lugares en que se facilitará la información y cuales serán las modalidades de participación del 
público-este ha sido uno de los aspectos en que la directiva 85 ha sido modificada por la 
directiva 2003, es decir en la ampliación de las previsiones de participación pública en los 
procedimientos de EIA.  
 
Adopción de la Decisión 
Una vez que se adopta la decisión respecto al proyecto, debe ponerse a disposición del público, 
tanto el contenido de la decisión y sus condiciones, como los motivos que respaldan la decisión, 
como las medidas correctoras y/o compensatorias que se vayan a adoptar. Este artículo 9 de la 
directiva no está recogido en la transposición española de la directiva 97/11/CE por lo que 
WWF/Adena presentó una queja, que provocó la apertura de un procedimiento de infracción, 
que actualmente está en el TJCE pendiente de resolución. 
 
Modificaciones por la Directiva 2003/35/CE 
Desde la adopción de la directiva 2003/35/CE debe ponerse a disposición del público la 
información recogida por el promotor, los informes y dictámenes remitidos a la autoridad 
competente, y la información pertinente para la decisión (de conformidad con la Directiva 
2003/4/CE). Esta directiva 2003/35/CE prevé la participación del público desde una fase 
temprana y reconoce el derecho a expresar observaciones y opiniones a la autoridad competente 
antes de que adopte una decisión 
Esta directiva prevé que los resultados de las consultas realizadas y la información recogida 
deberán tenerse en cuenta por parte de la autoridad competente que tiene que decidir sobre la 
autorización antes de tomar la decisión. Tener en cuenta no significa que tengan que ser 
acatadas, simplemente que deben ser analizadas, respondidas, y en su caso, incorporadas al 
proyecto. 
 
Posibilidad de recurso 
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La Directiva 2003/35/CE, una de las modificaciones principales que realiza, mediante su 
artículo 10 bis es la posibilidad de presentación de un recurso al que tiene acceso cualquier 
persona que demuestre tener un interés suficiente, o que sostenga el menoscabo de un derecho. 
Posteriormente además la directiva, en una interpretación amplia del convenio de Aarhus, 
estipula que cualquier ONG con interés en el MA está de base legitimada para interponer este 
recurso. Este recurso está dirigido a impugnar la legalidad en cuanto al fondo o al procedimiento 
de las decisiones, acciones u omisiones en el ámbito de aplicación de la Directiva, es decir, 
cualquier ONG que considere que el procedimiento de EIA ha tenido irregularidades tanto en el 
fondo como en las formas, tiene derecho a interponer este recurso, que además debe ser un 
procedimiento justo, equitativo, rápido y no excesivamente oneroso. Este es un recurso en el 
ámbito nacional, por lo que es una iniciativa que debe ser previa (filtro) a recurrir a las 
autoridades comunitarias. La directiva no excluye la posibilidad de un recurso administrativo 
previo que puedan recibir las autoridades nacionales, ni tampoco excluye la posibilidad de que 
las autoridades nacionales elijan agotar la vía administrativa antes de acudir a este tipo de 
recursos. 
 
Comparación del procedimiento de EIA establecido en la Directiva 85/337  y el 
procedimiento de evaluación establecido en el art. 6.3 de la Directiva Hábitats 
 
La Directiva Hábitats establece que cualquier plan o proyecto que sin tener relación directa con 
la gestión del lugar o sin ser necesario para la misma, pueda afectar de forma apreciable a los 
citados lugares, se someterá a una adecuada evaluación de sus repercusiones en el lugar, 
teniendo en cuenta sus objetivos de conservación.  
 
La directiva 85/337 es una directiva eminentemente procedimental, lo que significa que 
establece una serie de garantías para conseguir los objetivos de participación del público y de 
conocimiento de las posibles afecciones de forma previa a la decisión sobre la autorización de 
un proyecto, pero el resultado de la evaluación no tiene  porque modificar la decisión, es decir, 
es perfectamente posible que la evaluación reconozca que la realización del proyecto tenga 
afecciones al MA y sin embargo el proyecto se lleve adelante, sin que ello implique una 
violación de la Directiva, ya que no solo el Medio Ambiente es lo tenido en cuenta a la hora de 
decidir sobre proyectos, sino que también se consideran otros factores como el progreso 
económico, la necesidad de infraestructuras, etc. Cada estado es libre para organizar sus 
recursos de la manera que más le convenga, y en el caso de que no haya espacios natura 2000, 
no existe ningún condicionante previo. 
Sobre la conveniencia de utilizar el procedimiento reglado de EIA de la directiva 85/337 para 
las evaluaciones del artículo 6.3 de la directiva Hábitats, la propia exposición de motivos de la 
directiva 97/11 establece que “el criterio de localización relativo a las áreas de protección 
especial de la Directiva de Aves o de Hábitats no implica necesariamente que los proyectos 
situados en esas áreas tengan que ser automáticamente sometidos a una evaluación con arreglo a 
la presente Directiva”, sin embargo la Comisión considera, y así lo estableció en la guía 
interpretativa del artículo 6.3, que es recomendable y muy aconsejable utilizar dicho 
procedimiento para las evaluaciones del artículo 6.3 de la directiva Hábitats ya que este artículo 
no establece ningún tipo de procedimiento, y simplemente habla de una evaluación apropiada. 
 
Directiva 2001/42/CE 
Esta es la directiva de Evaluación Estratégica de Planes y Programas, aplicable desde el 21 de 
julio de 2004. Los objetivos de esta directiva son muy similares a los de la directiva 85/337, 
aunque en lugar de aplicarse a proyectos concretos se aplica a planes y programas que tienen un 
alcance mucho más general que proyectos concretos. Estos objetivos son: 
- Asegurar que las consecuencias ambientales de determinados planes y programas sean 

identificadas y evaluadas durante su preparación y antes de su adopción. 
- Permitir al público y las autoridades ambientales expresar su opinión. 
- Asegurar que los resultados de la evaluación sean tomados en cuenta en el procedimiento de 

planificación. 
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- Que el público sea informado, tras la adopción del plan o programa, sobre la decisión y el 
modo en que se tomó 

 
Papel de la Comisión en los supuestos de infracción en materia de EIA 
La Comisión no pretende sustituir a las autoridades nacionales y a los tribunales nacionales a la 
hora de decidir si la directiva está bien aplicada o no, ya que el derecho comunitario forma parte 
del derecho nacional y corresponde en primera instancia a los órganos nacionales la correcta 
aplicación. El papel de la Comisión es fundamentalmente velar porque las directivas se 
transpongan dentro del plazo fijado, asegurar también que la transposición es correcta y 
adecuada para conseguir los objetivos establecidos en la directiva y además asegurarse de que 
en la aplicación cotidiana de la directiva, estos objetivos no se queden en papel mojado y se 
realicen de una forma efectiva. Para la Comisión los casos relativos a los dos primeros puntos 
constituyen una prioridad (procedimientos de no comunicación y de no conformidad) ya que, en 
principio, deberían bastar para conseguir una aplicación correcta de la Directiva por parte de las 
autoridades competentes.  
 
El marco normativo que la Comisión tiene para controlar esto es el ya mencionado, es decir: 
- Artículo 211 TCE: El papel de la Comisión como guardiana de los Tratados.  
- Artículo 226 TCE: Procedimiento de infracción  
- Artículo 228 TCE: Procedimiento de infracción relativo a la posible no ejecución por un 

Estado miembro de una sentencia condenatoria 
 
Ha habido caso de infracciones investigadas por la Comisión por No Comunicación: 
- el caso de la transposición de la directiva 97/11, que modificó la 85/337, la Comisión 

interpuso un recurso ante el TJCE porque en el plazo de transposición España no había 
comunicado medidas de transposición. Finalmente las autoridades españolas aprobaron el 
Decreto Ley 9/2000, de 6 de octubre, y finalmente la Comisión desistió de este recurso. 

- Los otros dos casos que están en este momento en tramitación por No Comunicación, son el 
que ya había mencionado anteriormente relativo a la Directiva 2001/42 (el plazo venció el 
21 de julio de 2004)El caso se encuentra en fase de dictamen motivado, pero el proyecto de 
Ley está siendo discutido en las Cortes y se espera su aprobación antes del final de 2005, y 
el caso de la directiva 2003/35/CE, España aún no ha comunicado las medidas nacionales de 
transposición (El plazo venció el 25 de junio de 2005). Un procedimiento de infracción ha 
sido abierto por la Comisión y una carta de emplazamiento ha sido notificada en julio de 
2005, y actualmente estamos esperando respuesta por parte de las autoridades españolas, 
que están aun dentro del plazo para contestar ya que España solicitó una prórroga que fue 
concedida por la Secretaría general de la Comisión. 

 
Ha habido caso de infracciones investigadas por la Comisión por defectuosa transposición: 
- El primero fue el asunto Asunto C-474/99, que versaba sobre la transposición incorrecta de 

buena parte de los proyectos del Anexo II de la Directiva de EIA por parte del Reino de 
España.  En este caso España fue condenada por Sentencia del Tribunal de 13 de Junio de 
2002 y volvió a aplicar su jurisprudencia sobre la interpretación del artículo 4.2 de la 
Directiva y del Anexo II: con la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, condenando a 
Bélgica en el año 1996, a Alemania en 1998, a Irlanda en 1999 y a España en 2002, quedó 
claro que un Estado miembro no puede excluir a priori los proyectos del Anexo II por el 
hecho de que estuvieran en dicho anexo.  

- Actualmente se encuentra frente al TJCE el Asunto C-332/04 relativo a la transposición 
incompleta del artículo 3 (falta recoger la interacción de los distintos factores entre sí, como 
un factor más a evaluar en el procedimiento de EIA), la no transposición del artículo 9.1 (el 
ordenamiento jurídico español no recoge la obligación de informar al público de la decisión 
de conceder o denegar la autorización), y la incorrecta transposición del punto 10 b) del 
Anexo II (proyectos de urbanizaciones y centros comerciales, incluyendo los 
aparcamientos. España había hecho una transposición muy restrictiva de este punto ya que 
en su ordenamiento jurídico solo es obligatorio someter a EIA cuando estos proyectos 
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estaban fuera de las zonas urbanas. La Comisión consideró que incluso estando dentro de 
las zonas urbanas, estas debían someterse a EIA, ya que el MA en la directiva 85/337 se 
interpreta de una forma muy amplia). Este último aspecto fue detectado a raíz de una 
petición ante el Parlamento Europeo. 

 
En relación a los casos de infracciones investigadas por la Comisión por incorrecta aplicación, 
España solo ha sido condenada en dos ocasiones: 
- Asunto C-227/01: "proyecto de línea Valencia-Tarragona, tramo Las Palmas-Oropesa. 

Plataforma", que forma parte del proyecto denominado "Corredor del Mediterráneo". 
Sentencia dictada el 16 de septiembre 2004. No había sido sometido a EIA ya que las 
autoridades consideraron que una duplicación de vía no era un proyecto nuevo sino la 
modificación de un proyecto aprobado 

- Asunto C-121/03: Instalaciones porcinas en el Baix Ter (Girona). Sentencia del 8 de 
septiembre 2005.  

Para cualquier tipo de información adicional sobre Evaluación de Impacto Ambiental, se puede 
consultar la web: http://europa.eu.int/comm/environment/eia/home.htm 
  
 
LAS OPORTUNIDADES DE LA DIRECTIVA MARCO DE AGUAS (DMA) EN LA 
ELABORACIÓN DE QUEJAS COMUNITARIAS  
Abel La Calle Marcos, Profesor de Derecho Internacional Público, Universidad de Almería 
 
Antecedentes a la DMA 
La DMA (Directiva 2000/60/CE) es una directiva aun muy joven, que es un  desafío para la UE 
y también para todos nosotros ya que es una nuevo giro en la política de aguas, es una directiva 
que concibe el Desarrollo Sostenible de una manera diferente, concibe el medio natural de una 
manera integrada, es un cambio importante en la política del agua que hasta entonces había sido 
muy fraccionada (por grupos). La UE decide sacar adelante esta nueva política como 
consecuencia de dos fracasos anteriores de protección de las aguas.  
La primera generación de política de agua tuvo lugar en los años 70-80, con toda una serie de 
directivas (agua potable, aguas de baño, aguas piscícolas, agua para cría de moluscos, agua de 
consumo humano,..) que conciben el agua de una manera fraccionada. El caso de la Directiva de 
aguas de baño es un muy buen ejemplo, a nivel docente, de todo lo que es posible que haga la 
Comisión para tratar de que un Estado cumpla con su obligación. La Comisión decía esta 
mañana que al parecer no iba a sancionar a España por la calidad de las aguas de baño porque 
estaba cumpliendo en un 95%. Sin embargo no se puede obviar el hecho de que ese 
cumplimiento del 95% se ha logrado porque se han eliminado de la lista original de lugares de 
baño, muchos de aquellos emplazamientos que no cumplen con los requisitos mínimos. 
También es cierto que España inicialmente designó muchos más sitios de baño que otros EM 
como Reino Unido, por ejemplo. Todas estas directivas de la primera generación, tenían la idea 
de proteger una producción económica, aún no había competencias comunitarias en materia de 
medio ambiente de una forma clara, solamente a través del mercado común en aquel momento, 
y por tanto existe solo un intento de protección de los estándares de distintos tipos de agua. Se 
intenta hacer un tímido control legislando sobre las sustancias peligrosas y sobre las aguas 
subterráneas (eso ya en los años 80). Este intento fue muy poco efectivo, y entonces llegó una 
segunda generación en los años 90 que trata de evitar la contaminación difusa principalmente y 
de incidir más en las sustancias peligrosas, tras el fracaso de la directiva anterior en ese sentido. 
Aparecen por tanto la directiva de sustancias peligrosas II, la directiva de nitratos agrícolas y la 
directiva de aguas residuales. 
Ante esta situación, surge la DMA que intenta superar la visión utilitarista y fragmentada del 
agua para dar una visión ecosistémica e integrada, tratando de superar la ineficacia que se había 
observado hasta entonces e intentando ser la respuesta a esa labor de vigilancia que tiene que 
desarrollar la administración. Además intenta reducir la opacidad democrática y avanzar hacia 
una transparencia democrática. En España, la DMA además implica pasar de una política de la 
oferta (el modelo hasta ahora es que en un sistema de déficit hídrico, en el que hay mayor 

 40



demanda que disponibilidad, la administración pretende dotar de más agua), a una gestión de la 
demanda. Además se pasa de darse un cumplimiento formal de la legislación ambiental pero no 
real, a un cumplimiento más real o eficaz. Otro cambio importante que debería producirse en 
España es pasar de una participación privilegiada de titulares de los derechos de concesión (a 
diferencia de lo que ocurre en la ordenación del territorio, o la ordenación de la minería, etc., los 
usuarios del agua-regantes o hidroeléctricos-tienen un papel privilegiado en la participación que 
no existe en ningún otro ámbito, ni existe en otros aspectos de las decisiones administrativas) a 
una participación democrática que incluya todos los usuarios. Esto es algo que en España aún 
no se ha producido ya que la aplicación de la DMA en nuestro EM es irregular como veremos. 
 
La DMA de aguas, en relación con las directivas anteriores, queda como un paraguas en el que 
las distintas directivas tienen su fundamento, por tanto hablar de la DMA es hablar de un 
conjunto de directivas. 
 
Nueva correlación de valores bajo la DMA y principales incorporaciones 
Hasta ahora, y especialmente en un lugar como España, la política de aguas es considerada una 
política fundamentalmente económica, pero que tiene que tener unas limitaciones de carácter 
ambiental. La DMA establece un marco comunitario que invierte esos valores, de manera que la 
política de aguas es una política de carácter ambiental, que tiene en primer lugar que proteger 
los ecosistemas acuáticos y los ecosistemas terrestres dependientes de estos, y en segundo lugar 
tiene que permitir un desarrollo sostenible. Esta correlación de valores no se ha adaptado bien a 
la ley española, por lo que está incidiendo de una manera transversal en toda la política de 
aguas. Eso tiene que cambiar y tiene que hacerse a través de la ley (no cabe una simple reforma 
reglamentaria), aunque parece que se va a hacer. El objetivo de la protección ambiental de la 
DMA incluye una nueva dimensión que hasta ahora no había existido de una forma clara, y es la 
prevención del deterioro de los ecosistemas. Este carácter preventivo fue una de las claves de la 
queja contra el Plan Hidrológico Nacional. 
La ciencia, la transparencia y la participación son elementos clave en la DMA. La ciencia 
porque se parte de una idea que la Comisión siempre ha defendido y cumplido de alguna 
manera, y es el hecho de que los programas medioambientales de la Comisión, se han basado 
siempre en diagnósticos previos. En el caso de la DMA de agua se sigue el mismo esquema; se 
trata de que en demarcaciones hidrográficas, con una unidad en cuanto al medio natural, en 
cuanto al ecosistema, se parte de unos estudios previos de caracterización de las aguas, de unas 
evaluaciones de impacto de las actividades humanas sobre las aguas, y en tercer lugar de la 
economía del agua, para llegar a una recuperación de los costes, y por tanto, un uso sostenible 
en conjunto. La planificación y la gestión eficaz están por tanto en la base de este nuevo marco 
en materia de aguas. 
 
La DMA incorpora un nuevo ámbito espacial. Hasta ahora las aguas estaban diferenciadas, y 
ahora solo hay “un agua”. La demarcación hidrográfica incluye las aguas superficiales, las 
aguas de transición o costeras (una milla en cuanto a su calidad fisicoquímica y su calidad 
ecológica), o incluso los mares territoriales (solo respecto a su calidad fisicoquímica). Esto ha 
supuesto un cambio radical respecto a la concepción de los ecosistemas acuáticos en 
prácticamente toda Europa. Esto está suponiendo muchas dificultades de aplicación 
especialmente en países como el nuestro en que las competencias están repartidas entre el 
Estado (costas y aguas de las cuencas que afectan a varias comunidades), las CCAA 
(competencias litorales, competencias sobre recursos marinos, competencias ambientales), e 
incluso las autoridades locales. Son un conjunto de competencias que deberían de coordinarse. 
España debería haber comunicado sus demarcaciones hidrográficas en diciembre de 2004 pero 
en octubre de 2005 aun no lo ha hecho (se está intentando hacer una conferencia sectorial y un 
comité de autoridades, pero eso según mi punto de vista no soluciona el problema, ya que las 
CCAA y las autoridades locales solo tienen la posibilidad de dialogar y cooperar con las otras 
administraciones pero no de decidir) 
La DMA también incorpora el concepto de “buen estado de las aguas”, que supuestamente 
tendrá que ser alcanzado en 2015. Este objetivo y el principio de prevención, eran dos de los 
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elementos que hacían improcedente la aprobación de un PHN que iba a poner en cuestión la 
viabilidad de la DMA. 
Mediante la DMA se produce una actualización también de los instrumentos. Se trata de 
imprimir un cambio en como se contemplaba la contaminación de las aguas, porque los aspectos 
parciales no incidían nunca en una mejora de las aguas, y esto se aborda con el análisis 
combinado de control de las emisiones y control de los estándares de calidad. Se introduce 
además instrumentos económicos mediante el requisito de tarifas adecuadas que consideren el 
coste real. 
 
Planificación de la DMA 
En el siguiente bucle se observa qué es lo que se debe hacer a partir de ahora en el tema de 
aguas. 

 
 
 

La ciencia inicialmente es la que va a determinar cual es la caracterización de las aguas, cual es 
la evaluación del impacto de las actividades humanas en cada cuenca y la que va a realizar los 
análisis económicos para implementar la recuperación de los costes. Sobre esas bases se va a 
realizar el Plan Hidrológico de Cuenca (que es una mala producción del Plan de Gestión de la 
Demarcación Hidrográfica) y los Programas de Medidas (son dos elementos paralelos aunque el 
segundo iría incluído en el primero). Este Plan hidrológico de Cuenca es la base que sustenta la 
participación en la planificación. Se recogen tres fases en la que inicialmente debe hacer una 
participación pública bastante intensa y que debía a mi entender haber recogido ya los principios 
del Convenio de Aarhus. Se realizan consultas públicas, se hace la planificación, y cada 6 años 
se revisa (es un bucle de planificación). Existe otro bucle que no está establecido en un 
calendario temporal determinado, y que trata de diferenciar la planificación de los resultados de 
conseguir unos objetivos ambientales. En cada cuenca tenemos unos objetivos ambientales 
concretos, no los generales de protección, y estos objetivos tienen unas medidas que evalúan el 
coste-eficacia, y se adoptan las medidas más adecuadas para conseguir esos objetivos, y con un 
programa de seguimiento que si de los análisis se determina su ineficacia, se haría una revisión 
parcial y se tomarían medidas adicionales. Es decir, por un lado está el bucle de la protección 
del ecosistema y por otro el de la planificación de carácter más general, no tan dinámico. 
 
El marco participativo de la DMA 
La DMA se incorpora a un marco de participación pública que se recoge de varias formas en 
diversas directivas (directiva de información, directiva de participación, directiva ambiental 
estratégica, directiva de evaluación de impacto ambiental, directiva IPPC, reglamento de acceso 
a documentos, reglamento que establece la AEMA,…..), produciéndose a veces unas sinergias 
interesantes. 
La DMA ofrece unas garantías de participación e información. Hay un elemento muy 
importante que no ha sido tenido en cuenta por el Estado español, que es desarrollar esa 
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participación proactiva y general en la aplicación de la DMA. Esto no se ha hecho en la ley 
española, aunque se contempla en la directiva en el artículo 14, y está siendo ahora objeto de 
una aplicación distinta según las confederaciones. Hay lugares en los que hay mesas de en las 
que están trabajando organizaciones no gubernamentales con las administraciones en la 
aplicación de la DMA (es decir, donde se está cumpliendo la directiva) y hay otros lugares de 
los que ni siquiera se conoce el documento “inpress” (el documento que establece el artículo 5, 
sobre los estudios previos de caracterización, caracteres económicos, y de impactos 
ambientales) y no está colgado en la web ni se ha debatido con nadie ni nada de nada. Ese 
documento que ha sido remitido en junio de 2005 a la Comisión (aunque debió remitirse en 
diciembre de 2004), probablemente no ha contado con la participación del público (ONGs) en la 
mayoría de las cuencas. La Comisión no los revisará hasta 2006. Es muy importante que las 
distintas ONG soliciten este documento si no les ha sido facilitado, lo revisen, y comprueben si 
este análisis de características, de impacto o económico, está correctamente definido, porque de 
él va a depender la planificación de cada cuenca. Esto es muy importante porque si conocemos 
un acuífero sobre-explotado y esa característica de sobre-explotado no se recoge en el 
documento inpress, o esa característica de sobre-explotado no se reconoce como tal, o se 
determina que el estado de referencia al que tiene que tender no es el adecuado, los programas 
de medidas van a ser menos intensos. Por tanto este es un punto esencial, no tanto por la queja, 
como por asegurar que los pasos previos en la planificación y definición son correctos. Si luego 
se producen incumplimientos se podrá intervenir, pero ahora también es importante comunicarle 
estas deficiencias a la Comisión, no tanto como queja, sino como parte del propio análisis que la 
Comisión tiene que hacer de la implementación de ese artículo 5. 
 
Calendario de la DMA 
Está recogido en la directiva, e incluso la Comisión en las guías de aplicación se detalla bastante 
(la Comisión ha sido consciente de lo complicado que es la aplicación de esta directiva y en su 
página web tiene un enlace específico de DMA donde se encuentran toda una serie de guías para 
la aplicación de la DMA, están solo en inglés, no en castellano, lo que sería muy interesante, ya 
que son documentos muy importantes para una buena participación, que está en el interés de la 
Comisión, por la buena gobernanza, como la debe querer también el EM).  
Ahora mismo debería de haberse debatido con las “partes interesadas” (ONG) los documentos 
del artículo 5 (inpress) no se ha hecho en la mayoría de los casos y ahora lo que se debería es 
dar a conocer según las guías de la Comisión y comentarse para preparar el proceso que 
comienza en 2006 que son los planes de gestión. El calendario genérico es el siguiente: 
2000 Publicación y entrada en vigor 
2003 Adaptación del derecho interno 
2004 Conclusión de los estudios previos 
2006 Calendario y programa de trabajo del PHC 
2007 Esquema de temas importantes del PHC 
2008 Proyecto del Plan hidrológico de cuenca 
2009 Publicación del Plan hidrológico de cuenca 
2010 Tarifación adecuada 
2012 Operatividad de los Programas de medidas y control combinado de la contaminación 
2015 Logro del “buen estado de las aguas” 
2019 Revisión de la Directiva 
 
Planteamiento de una queja o denuncia 
De los incumplimientos formales ya se entera la Comisión por la ausencia de comunicación. Sin 
embargo los incumplimientos materiales son los que más nos interesan como ciudadanos, a 
pesar de esa idea que ahora transmite la Comisión de incapacidad de poder llegar a todo. 
Personalmente comparto que está habiendo una tendencia hacia la desregulación, y que los EM 
prefieren que el tono de la Comisión sea más bajo, y su capacidad de intervención, menor, por 
lo que los presupuestos para los servicios de control van a ser más bajos (o como mucho se van 
a mantener pero que al aumentar el número de EM en la UE es como si se redujeran pues hay 
que dedicar los mismos recursos a más tareas). 
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Hay  una cuestión importante, y es que, como decía el profesor Krämer, la Comisión tiene que 
aceptar la denuncia, pero cuanto más le facilitemos el trabajo a la Comisión, más posibilidades 
tenemos de que la Comisión tenga una lectura fácil de cual es la clave de ese incumplimiento 
que estamos denunciando y acepte más fácilmente lo que planteamos. 
A modo de indicaciones genéricas. 

• Elementos necesarios para tomar de decisión: 
– Infracción de una norma de Derecho comunitario 
– Incumplimiento, preferentemente, material 
– Patente, objetivo y actual 
– Atribuible a las autoridades internas 
– Voluntad suficientemente manifiesta de la Administración 

• Necesidad y pertinencia de la denuncia 
– Dimensiones, naturaleza, ubicación, reiteración de la infracción 
– Valores ambientales de relevancia comunitaria 
– Criterios explícitos de la Comisión  
– Análisis de la jurisprudencia 
– Ejemplaridad comunitaria del caso 

 
A la hora de redactar la denuncia es importante hacerlo con concisión, objetividad y rigor 
científico. En la medida de lo posible hay que: 

– Seguir un esquema (es conveniente utilizar el formulario de la Comisión) 
– Evitar apreciaciones subjetivas 
– Emplear brevedad en la denuncia y amplitud en los anejos  
– Aportar claridad y concreción en el incumplimiento 
– Aportar el mayor número de pruebas posibles 
– Aportar en la medida que sea conveniente, informes científicos 
– Aportar documentos de referencia si no son comunitarios 

Es interesante, en la medida de lo posible, concertarse con otras ONGs o movimientos para dar 
más fuerza a la denuncia. 
Una cosa muy importante es que el planteamiento de una denuncia debe de tener un abanico 
muy abierto (analizar otros posible incumplimientos más allá de los medioambientales). Este 
principio se siguió en la denuncia de la transferencia del Ebro (PHN). Hay que abrir el abanico a 
otras direcciones generales (más allá de la DG MA) que podrían estar implicadas. En el caso del 
Ebro se alegó por ejemplo, a la contratación pública. 
Es aconsejable estudiar los efectos en la financiación comunitaria; también en el caso de la 
transferencia del Ebro se alegó a la cohesión económica y social (fondos estructurales). Este es 
un elemento clave, porque la Comisión no puede suspender un proyecto en un EM, pero si 
puede suspender la financiación que le da. En el caso de la denuncia del PHN fue otro 
argumento clave, ya que se abordó el estudio de costo-eficacia del proyecto, se hizo un estudio 
de la viabilidad económica del proyecto, y se veía que no era un proyecto eficaz desde el punto 
de vista económico, argumento que podría servir para parar la financiación.  
Por lo tanto, la conclusión principal es que cuando se trate de un problema grave, no hay que 
centrarse solo en legislación medioambiental, sino que hay que abrir el abanico a otras 
posibilidades. En el caso del PHN se argumentaron incumplimientos de la Directiva Marco de 
Aguas, Directiva Aves, Directiva Hábitats, Directiva de Evaluación de Impacto ambiental, 
Directiva de Contratación Pública, y del Reglamento de Fondos Estructurales. 
 
 
COLOQUIO 
Samuel Martín-Sosa Rodríguez (SMS) 
Para Belén López Precioso (BLP): Cuando BLP ha detallado las previsiones del artículo 
6.3 y 6.4 de la directiva Hábitats ha mencionado el requisito de interés público de primer 
orden para algunos proyectos 
¿Existe alguna jurisprudencia que defina lo que se entiende por interés público? Muchas 
veces este es el coladero por el que se aprueban numerosos proyectos 
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Ludwig Krämer (LK): 
Para BLP: Las CCAA tienen listas de especies amenazadas a nivel regional, más o menos 
autóctonas.  
¿No sería una estrategia para las organizaciones ecologistas el reivindicar una protección 
para los hábitats regionales de estas especies, a la usanza de lo que la directiva hábitats 
hace a nivel europeo para las especies protegidas europeas? 
 
Para Daniel Fernández (DF): Usted ha dicho que la EIA identifica, describe y evalúa los 
efectos directos e indirectos. No se puede describir los efectos sin hacerlo por escrito. 
Cuando la administración tiene que evaluar de forma explícita los efectos directos e 
indirectos, ¿no es justo también que las asociaciones ecologistas tengan acceso a esta EIA 
de la administración y no solo a la decisión final? ¿Qué pasa cuando un programa de un 
EM no consulta al público? ¿Cuál es la sanción para la aprobación de un programa ilegal 
en este sentido? ¿interviene la Comisión? 
 
Para Abel La Calle (ALC): el señor DF ha dicho en su intervención que la Comisión no 
pretende sustituir al EM y a los tribunales nacionales a la hora de decidir si la directiva 
está bien aplicada o no, simplemente intenta velar porque las directivas se transpongan 
dentro del plazo y se realice de forma correcta y adecuada con los objetivos de la directiva 
¿no es esta también la situación con la DMA, que la Comisión NO acepta denuncias, y solo 
velará por la correcta transposición, pero no por la correcta aplicación? ¿no es esto una 
declaración general del señor Fernández, en el sentido de las que ha hecho el señor García 
Burgués esta mañana? 
 
 
Daniel Fernández (DF):  
Me gustaría matizar esto, no he querido decir que la Comisión no acepte denuncias, sino 
simplemente decir que cuando el art. 211 le atribuye a la Comisión el papel de guardiana de los 
tratados, quiere decir que (o por lo menos se entiende así desde las instituciones comunitarias), 
la Comisión no ejerce un papel de policía en el sentido de controlar todos y cada uno de los 
actos de los EM sino…. 
 
LK (interrumpe): 
¿Dónde está la excepción en el artículo 211? Ahí se refiere a velar por el cumplimiento de 
TODO  el derecho comunitario. 
 
SMS: Vamos a terminar de recoger preguntas y luego en el turno de respuestas tendrá Daniel 
ocasión de terminar la respuesta 
 
Cristóbal………, Ecologistas en Acción de Sierra Bermeja: 
Para BLP. Sobre los proyectos a desarrollarse en los LICs propuestos (y me refiero a 
aquellos de la lista mediterránea), ¿es obligatorio que se sometan a una evaluación de 
impacto ambiental?  
Si fuera aplicable, en el caso de que se emita una resolución por parte del ministrio, 
diciendo que no es necesario hacer una adecuada evaluación (como establece el art 6.3 y6.4 
de la directiva hábitats)  porque no se considera que el proyecto pueda afectar 
apreciablemente al LIC, ¿esa decisión es recurrible? 
 
Para DF. En el caso de la Evaluación Ambiental Estratégica, en que la directiva es 
aplicable aunque no esté transpuesta, para los planes y programas que estén en marcha 
actualmente y que no se han sometido a esa evaluación, ¿estarían incumpliendo esa 
directiva a pesar de no estar transpuesta? 
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Jaime Doreste (JD) Comisión Jurídica de Ecologistas en Acción de Madrid 
Acerca de la directiva IPPC, ¿hay algún procedimiento de infracción abierto y en que 
sentido van, si es posible comentarlo? 
Referente a la sentencia que tan interesante que ha citado BLP acerca del grado de 
protección que debían adoptar los EEMM en los LIC propuestos: mi idea era 
prácticamente la contraria a raíz de una nota de prensa del TJCE que apareció en 
primavera, pues decía que para aquellas zonas en las cuales los EEMM hayan propuesto 
LICs pero que no han sido declarados oficialmente en las listas, no rigen los principios del 
artículo 6, y acaba rematando con una coletilla que dice que no obstante habrá que tener 
algun cierto grado de protección ¿Cuál es el criterio que está siguiendo la Comisión para 
las listas propuestas pero aun no oficiales? Porque estas dos sentencias son casi 
contradictorias y en cualquier caso confusas. 
 
Regina Schneider (RS), EEB 
Primero quería apoyar la pregunta de Ludwig en cuanto a la información que está 
contenida en los estudios de impacto, ha veces hay informes muy importantes, interesantes 
y útiles, que no se ven posteriormente reflejados en la información de la Evaluación de 
Impacto 
Segundo, si he entendido bien, solo hay dos casos de Estudio de Impacto en España que 
han llegado al TJCE, me interesaría saber cuantas quejas se han archivado relativas a 
infracciones de las directivas de impacto ambiental, pues eso es interesante para nosotros, 
pues la presentación de la directiva detallada está bien, pero a nosotros nos interesan las 
infracciones, y nos interesa saber cuales son los criterios para archivar una queja, si la 
Comisión hace una evaluación, si siempre son las mismas razones o no, y también querría 
saber si cuando hay una queja relativa a este tema y para ese proyecto hay una demanda 
de fondos europeos ¿se para directamente este la financiación de este proyecto? ¿se pone 
inmediatamente la DG MA en contacto con las otras DG interesadas como la DG REGIO 
o con el Banco Europeo de Inversiones? 
 
ALC:  
Al hilo de lo preguntado por el profesor Krämer, y con independencia de que la Comisión se 
vea casi impedida de llegar a cabo este tipo de revisiones de aplicación (y no solo de 
transposición) creo que el tema quedó muy claro con el asunto SEVESO, donde quedó patente 
que la Comisión no solo debía velar por la transposición sino también por la aplicación, si ahora 
la Comisión ve que no tienen capacidad, lo que tendría que hacer es llamar la atención de los 
EEMM y solicitar más medios para poder funcionar como antes. 
 
DF: 
Lo que yo quería decir es que el control de la Comisión en temas de aplicación debe ser algo 
excepcional. Todos los EEMM son Estados de derecho, en concreto la Constitución Española en 
su artículo 103 establece que la Administración actúa sujeta al derecho, con lo cual las 
instituciones comunitarias asumen que los EEMM cumplen el derecho comunitario porque 
también es parte de su ordenamiento jurídico. Obviamente no hay que olvidar que las 
instituciones comunitarias surgieron para garantizar un mercado común y el control de la 
aplicación es importante también para garantizar que las normativas se aplican de igual forma 
en todos los EEMM y evitar que uno de ellos pueda obtener ventaja de la no aplicación de una 
norma europea, en este caso medioambiental; en dicho caso se justificaría la intervención de la 
Comisión por una situación de mala aplicación, pero como digo debe ser algo excepcional, sin 
que la Comisión tenga la obligación de examinar todos y cada uno de los proyectos que se 
presentan en cada uno de los EEMM porque ni tiene los medios para ello ni nunca los puede 
tener. 
 
ALC: 
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Pero el profesor Krämer decía hace un momento ¿Dónde está eso en los tratados? Y tiene razón 
en ese sentido. Efectivamente los estados son soberanos, adultos, tienen responsabilidad, pero la 
administración comunitaria también tiene que velar por el correcto cumplimiento… 
 
DF (interrumpe): 
…En cada estado existen garantías para que los ciudadanos exijan ante los tribunales o ante las 
administraciones que correspondan apliquen el derecho de forma correcta. En ese sentido la 
Comisión es una garantía secundaria o subsidiaria, que únicamente debe entrar en juego cuando 
se demuestre que los mecanismos que deben velar por ese cumplimiento han fallado…. 
 
ALC (interrumpe): 
…¿iríamos entonces a un agotamiento de recursos? Eso es del derecho internacional, no del 
derecho comunitario, ¿no? 
 
DF: 
No es un agotamiento de recursos, es simplemente que la Comisión debe intervenir cuando se 
constate un problema estructural en el que se repite el mismo problema en numerosas ocasiones, 
pero en casos puntuales de mala aplicación que no sean de una envergadura tal que aconseje la 
intervención comunitaria, pues si la Comisión tiene legitimidad jurídica en los tratados, pero no 
es aconsejable que intervenga en todos estos asunto porque es imposible por escasez de medios 
materiales 
 
ALC: 
Yo de lo que tengo la impresión, y ya concluyo, es de que la Comisión se está fortaleciendo en 
la idea de una intervención muchísimo más reducida, y eso a mi me preocupa. 
 
 
 
SMS:  
Tendremos nuevas ocasiones durante la tarde de discutir sobre este punto, me gustaría avanzar 
ahora y que se contestaran al resto de preguntas que hay sobre la mesa. 
 
DF:  
Con respecto a la información disponible en las Evaluaciones de Impacto Ambiental, la propia 
directiva establece la obligación de que los estudios de EIA sean puestos a la disposición del 
público con lo cual si estos EIA con toda la información que contienen no son puestos a 
disposición del público esto si supondría una infracción, y obviamente las directivas de acceso a 
la información también obligan a las administraciones que dispongan de información ambiental 
a ponerla a la disposición del público. 
 
Con respecto a los programas que hayan sido adoptados y que no hayan sido sometidos a la 
directiva de Evaluación Ambiental Estratégica por no haber sido esta directiva aún transpuesta, 
una vez que vence el plazo de transposición de la directiva, esta genera las obligaciones 
pertinentes para los Estados miembros, por lo que estos no se pueden amparar en la falta de 
transposición para no aplicarla. Por lo que yo sé, nosotros hemos tratado el asunto de la falta de 
transposición de la directiva de Planes y programas en la última reunión “paquete” que 
mantuvimos con las autoridades españolas y ellas nos informaron de que a pesar de esta 
ausencia de transposición, ellos estaban ya “de facto” aplicando la evaluación ambiental 
estratégica a los planes que estaban aprobando. 
 
Con respecto a la IPPC, en estos momentos no tengo los datos al respecto, pero hasta donde 
creo solo hay uno abierto en estos momentos, que está en fase de carta de emplazamiento, por lo 
que no se ha emitido ningún comunicado de prensa, ya que esto solo se hace cuando el caso se 
encuentra en fase de dictamen motivado, que es cuando la Comisión constata la infracción. 
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Con respecto al número de quejas que se han archivado relativas a procedimientos de 
evaluación de impacto ambiental, pues tampoco tengo exactamente los datos pero 
aproximadamente el sector de impacto representa el 20% de las quejas en España en el área de 
medio ambiente. Las razones de su archivo son fundamentalmente porque como expliqué antes, 
la directiva es de carácter eminentemente procedimental, por lo que en el caso de que se 
demuestre que el procedimiento ha sido respetado por las autoridades españolas, la Comisión 
generalmente cierra el asunto. La Comisión no tienen los medios tampoco para comprobar si las 
evaluaciones que se han realizado han sido correctas en sus diversos puntos, solo puede 
cerciorarse de que todos los puntos han sido respetados escrupulosamente, pero entrar a si el 
impacto sobre tal especie o sobre tal hábitat ha sido evaluado correctamente obviamente escapa 
a la capacidad de la Comisión. Hay que recordar además que la Comisión tiene la carga de la 
prueba ante el TJCE por lo que tiene que disponer de todos los elementos probatorios que 
asegurarse de que va ganar el caso, ya que de lo contrario se sentaría un precedente que iría en 
contra de la Dirección General de Medio Ambiente. Hay un porcentaje pequeño de casos en los 
que hay errores procedimentales pero que afortunadamente durante el transcurso del 
procedimiento de infracción son solucionados por las autoridades del EM. Sin embargo la 
mayoría se archivan por falta de elementos probatorios como digo, y esa es la razón de que de 
un elevado número de quejas sobre este tema, solo una fracción muy pequeña llegue al TJCE. 
No es una directiva que permita muchas intervenciones porque insisto que es de carácter 
procedimental. 
 
En relación a los fondos europeos, como ya se ha comentado esta mañana, cuando se recibe una 
queja, la DG de Medio Ambiente asocia de oficio a todas las Direcciones Generales que están 
implicadas. Si es un proyecto de agricultura y tiene implicados fondos agrarios, se asocia a la 
DG AGRI, si tiene una financiación europea y la DG de Medio Ambiente lo sabe, asocia de 
oficio a la DG de Política Regional, y antes de tomar cualquier decisión sobre el asunto en 
cuestión, las DG implicadas serán consultadas previamente para que puedan expresar su 
opinión. La paralización de fondos no se hace automáticamente cuando se recibe una queja, sino 
únicamente cuando se constata la infracción, porque obviamente la DG prefiere también 
escuchar primero las alegaciones del EM antes de aferrarse únicamente a lo que afirma el 
denunciante. 
 
Belén López Precioso (BLP): 
Respecto a las preguntas que se me han dirigido: 
En relación al significado de interés público de primer orden, esto se va Concretando en una 
sentencia sobre ZEPAs, de las primeras en esta materia, que es la sentencia de LEYBUTCH 
(Asunto C-57/89), que es una de las cosas que luego dio lugar a la redacción del 6.3 y el 6.4 de 
la Directiva Hábitats. Hay luego algunas otras sentencias que mencionan el tema del interés 
público, pero creo que no tienen que ver con medio ambiente, y no tengo aquí la información 
por lo que no la puedo mostrar. La Comisión en su manual dice que el interés tiene que ser 
público por lo que cualquier proyecto cuyo interés solo redunde en empresas o personas 
particulares no entra en esta definición. También dice que para que el interés público sea de 
primer orden tiene que ser un interés a largo plazo. El Manual dice que: “resulta lógico 
considerar que las razones imperiosas de interés público de primer orden, incluidas razones de 
índole social y económica, se refieren a situaciones en las que los planes o proyectos 
demuestren ser indispensables en: 
1) en el marco de medidas o políticas destinadas a proteger valores fundamentales en la vida de 
los ciudadanos ( seguridad, salud, medio ambiente), 2) en el marco de políticas fundamentales 
para el estado de la sociedad, 3) en el marco de la realización de actividades de naturaleza 
económica o social para cumplir obligaciones específicas de servicio público 
Aquí los Estados miembros tendrán que acreditar que el interés es público de primer orden. 
 
ALC: 
Hay una caso también publicado en el DOCE, relativo a una autovía en Alemania, donde la 
Comisión se pronuncia y dice que es de primer orden, y lo justifica en que la Alemania Oriental 
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está en unas condiciones económicas en que una de las regiones tiene una situación deprimida y 
de menos desarrollo y entonces con unas medidas paliativas, la Comisión lo autorizó. 
 
BLP: 
En cualquier caso hay un follón que yo no termino de tener claro en cuanto a las declaraciones 
de interés general y las declaraciones de interés público, por ejemplo el caso reciente de la M-
501, por acuerdo en Consejo de gobierno de la Comunidad, se declara de interés público, 
nosotros ni tenemos acceso al acuerdo ni nada….En este sentido yo lanzo una llamada a todos 
los compañeros abogados para que hagamos grupos de trabajo para devanarnos los sesos y 
buscar en la jurisprudencia española y en todas partes para afrontar estas situaciones (es un tema 
muy grave como para trabajarlo en común). 
 
Respecto a la pregunta de Ludwig de las listas de especies protegidas a nivel regional, como 
estrategia no estaría mal, de hecho con las ZEPAs en España, que no se incorporaron a la ley 
4/89 fue porque se pensó que a través de  los planes de recuperación de especies amenazadas 
fue porque se pensó que se iba a cubrir las obligaciones en materia de ZEPAS. Si mira uno el 
título 4, el artículo 26 de la ley 4/89, ve todos los rastros del artículo 3 y del 4 de la directiva de 
aves silvestres. Podría ser interesante, pero si ya vamos con la lengua fuera con el tema de red 
Natura 2000….Realmente, poderse se puede, lo que dice la legislación española es que las 
especies que estén catalogadas van a tener que tener una serie de planes de recuperación, de 
conservación, y entre sus previsiones se podrán proteger lugares, entonces se podría intentar 
proteger aquí los hábitats de esas especies, al estilo de lo que hace la directiva hábitats. De 
hecho los pocos planes de recuperación de especies amenazadas que existen, podrían servir 
también para cumplir con las obligaciones en materia de red Natura 2000. 
 
En cuanto a los LICs propuestos de la región mediterránea, si estaban afectados por las 
obligaciones de la declaración de impacto ambiental o si no, lo que ha dicho el TJCE es que no. 
El artículo 6.2, 6.3, y 6.4 de la directiva hábitats (sobre las obligaciones de no deterioro y no 
alteración y de evaluación ambiental para la autorización de proyectos) rige para los LICs desde 
que son publicados oficialmente en el boletín oficial. No es obligatorio, ahora bien, ha sido 
práctica administrativa en España en muchas CCAA si someterlos a EIA, o por lo menos en 
todos los proyectos que estaban sometidos a EIA, si estaban en zona red Natura 2000, si hacían 
una mención más específica. A este respecto y enlazando con lo comentado por Jaime Doreste 
el habla de dos sentencias contradictorias, a mi se me tiene que haber perdido una. Lo que dice 
la sentencia es que los LICs propuestos (la sentencia los llama LICs de la lista nacional) no 
están obligados a cumplir las previsiones de la directiva (6.3 y 6.4), PERO que eso no implica 
que los Estados puedan hacer lo que les de la gana, no tienen que someterse los proyectos a esa 
evaluación adecuada blabla, pero si el Estado ha considerado que ese espacio tiene unos valores 
que justifican su pertenencia a red Natura 2000, no puedes ponerte tampoco a deteriorarlos 
 
JD: 
…además la normativa comunitaria establece que un Estado no puede ir contra los principios de 
la UE… 
 
ALC:  
Brevemente me gustaría apuntar aquí que en relación a lo que comentas, da la impresión de que 
aunque no tenga obligación por la vía de la directiva hábitats, sin embargo por la vía de la 
directiva de evaluación de impacto ambiental SI tiene que recogerse, es decir, al hacer la EIA de 
un proyecto en un LIC propuesto, no puedes omitir que existe unos valores naturales y unos LIC 
aunque sea propuesta. 
 
BLP: 
Efectivamente por la normativa de EIA, y como he comentado si ha sido así la práctica 
administrativa en muchas CCAA. 
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En relación a si la decisión de eximir un proyecto de la evaluación de impacto es recurrible 
conforme a directiva hábitats, hasta ahora el problema que hemos tenido en España es que la 
directiva hábitats habla de una evaluación adecuada, pero no hace un link con el procedimiento 
reglado de EIA establecido en la directiva de EIA, no obliga a que este sea el procedimiento. La 
definición de “evaluación adecuada” queda a cargo de los Estados miembro. Llega el año 97 y 
se modifica la directiva de evaluación de impacto ambiental (se consigue solucionar una serie de 
problemas que se habían observado y ya queda claro lo del criterio de ubicación) pero tampoco 
se dice aquí que la evaluación adecuada sea la establecida en esta directiva de evaluación de 
impacto. Con la llegada de la directiva de Evaluación Ambiental Estratégica ya se sugiere que la 
adecuada evaluación podría ser la establecida en dicha directiva, para planes y programas. El 
problema que ha habido en España es que como en la directiva hábitats no se especificaba como 
era esa “evaluación adecuada”, y como en este país ha habido mucha tradición de transponer de 
forma literal las directivas, tampoco en el texto de transposición se especificaba ningún 
procedimiento, y eso ha ocasionado que algunas CCAA como p.ej. Castilla La Mancha tengan 
también transpuesta en su normativa el artículo 6.3 y el 6.4. y regulan un procedimiento 
específico, pero en la mayoría de las CCA no se sabe cual es el procedimiento a seguir. Así 
hemos estado mucho tiempo sin saber cual era el método a utilizar para la evaluación adecuada. 
Por lo tanto, en relación a la decisión de eximir o no a un proyecto de la evaluación adecuada, 
en ningún punto de la legislación española queda claro si alguien va a tener que decir si exime 
de un procedimiento que no se sabe bien cual es. Esto es una cosa que se está solucionando 
ahora con la transposición de la directiva de planes y programas; en esa modificación de la 
evaluación de impacto ambiental que comentaba Rita esta mañana, ahora se dice que el órgano 
ambiental va a tener que decir caso por caso (como si fuera un proyecto del anexo II) si es 
necesaria esa evaluación cuando se afecte a una zona de red Natura. Esas decisiones casi seguro 
que no serán recurribles. O las CCAA regulan un procedimiento específico como Castilla La 
Mancha o lo harán por el procedimiento de EIA. 
 
 
 
Cristóbal Ecologistas en Acción Sierra Bermeja: 
Pero entonces si la normativa autonómica no lo tiene recogido, paradójicamente no hay 
obligación…. 
 
BLP: 
Pero la directiva dice lo que dice, y el real decreto dice lo que dice, y se habla de la “adecuada 
evaluación”, por lo que ahí se infiere la obligación de sacar ese papelito que justifique esa 
evaluación adecuada, por lo que hay que estar pendientes y exigirlo, pues hay muchos proyectos 
que se están desarrollando en red Natura que no se están sometiendo a evaluación, porque no 
salen en la normativa de Evaluación ambiental (en el anexo II). 
 
ALC: 
Solo me gustaría añadir que la modificación que hubo en el 2003 de la EIA con la ley de 
medidas de acompañamiento presupuestario, incorporó la evaluación adecuada, a la evaluación 
de impacto ambiental. En el tema del PHN, la Comisión sugirió a España que hiciera la 
Evaluación Ambiental Estratégica, que no era obligatoria aún. 
 
Manuel Hernández Soria, Ecologistas en Acción de Melilla: 
Mi pregunta ya ha quedado en realidad contestada por las intervenciones de Daniel 
Fernández, pues yo quería preguntar que quién mira por la calidad de las Evaluaciones de 
Impacto ambiental, porque al parecer eso es algo que no hace la Dirección General de 
Medio Ambiente. Es que ocurre lo siguiente: en Melilla, siempre teníamos la posibilidad 
de la queja ambiental y siempre se veía como una sombra negra en la administración allí. 
Desde que hicimos la queja por la ausencia de Declaración de Impacto Ambiental de un 
vertedero en el mar allí en Melilla, resultó que se archivó la queja porque corrigieron la 
situación y se hizo el procedimiento de declaración de impacto ambiental. Ahora ya han 
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perdido el miedo a la queja europea, y cualquier procedimiento lleva Declaración de 
Impacto Ambiental, ya fotocopian las evaluaciones de unos proyectos para otros, va de 
mano en mano, llegan a ser caricaturescas, y llegan a decir que la ampliación de la central 
térmica no va a afectar a la gaviota de Chafarinas, y se quedan tan a gusto, ni tampoco a 
la lapa gigante que existe en el Cabo de Gata, o no se menciona a los vecinos que viven 
justo al lado de la central térmica, etc. y otra serie de circunstancias. Nos han quitado ya el 
último cartucho que teníamos, que era la queja europea. Si la calidad no se mira y solo se 
mira si existe el procedimiento o no, a quien vamos a ir a quejarnos de estas caricaturas, 
¿al juez de primera instancia de Melilla? Imposible (está muy ocupado ahora con el tema 
de la valla y los inmigrantes). 
 
Isidoro Albarreal, Gaia-Ecologistas en Acción de Morón de la Frontera: 
La directiva IPPC, establece una fecha, que creo que es 2007, en que todas las industrias 
con actividades recogidas en esta directiva, se tienen que adaptar. ¿alguna de las directivas 
de EIA han establecido esta regla?, es decir, ¿aquellas actuaciones que están en los 
diferentes anexos, pero que son del año 80 (antes de salir la directiva), no hay ninguna 
manera de que se sometan a EIA? Lo digo por lo siguiente, en Morón hay una mina del 
año 82, que tiene una autorización minera. Las autorizaciones mineras son por 30 años, 
prorrogables a dos periodos más de 30 años. ¿la prórroga de 2012, que es la primera que 
tendría lugar, tendría que someterse a Evaluación de Impacto Ambiental? Esas 
cuadrículas mineras se aprobaron en el 82 por un proyecto, pero en el 99 se dobló el 
proyecto, con el doble de canteras, el doble de nivel, se extiende a una zona donde hay 
nidos de águila perdicera, etc y eso no se ha tenido en cuenta en ningún sitio, ¿ese nuevo 
proyecto aprobado por la autoridad minera, no debería haberse sometido a EIA? Este 
tema ya lo hemos llevado tribunales españoles y lo hemos perdido, ¿ese caso lo 
considerarías en la UE o no (porque os va a llegar en breve)? 
 
Julio García Burgués (JGB): 
Para BLP: En primer lugar quería felicitar a BLP porque ha hecho una exposición 
excelente de las directivas aves y hábitats, ya que son temas realmente complejos y ella ha 
hecho una presentación muy buena y clara. Yo estoy inquieto por el número tan elevado 
de casos abiertos en temas de naturaleza (46% de los casos españoles), y quería saber 
desde tu experiencia, ¿Cuáles son los problemas fundamentales que las directivas hábitats 
y aves plantean en España? Y si tuvieras alguna sugerencia de medidas que pudiera poner 
en práctica la Comisión, yo estaría encantado de escuchar esas sugerencias. 
 
Sobre lo comentado por LK y ALC del artículo 211 (que otorga a la Comisión el papel de 
guardiana de los Tratados) y las obligaciones de la Comisión en el marco de este artículo. Creo 
que hay un binomio claro que es artículo 211-discrecionalidad; los dos elementos tienen que ser 
combinados y es precisamente la existencia de facultades discrecionales en la Comisión lo que 
nos permite o nos da una base para definir prioridades tanto positivas como negativas. 
 
Juan Manuel López Rubio, Ecologistas en Acción de Madrid 
Para DF: No he debido entender bien, porque en su exposición ha planteado que existía en 
la directiva 2003 una posibilidad de recurso contra la propia Evaluación de Impacto 
Ambiental. Lo que cada uno de nosotros estaba batallando hasta ahora desde la 
perspectiva del Estado casi sistemáticamente era que las EIA no pueden recurrirse como 
tales, sino que había que recurrir el proyecto, así es como se manifiestan los tribunales del 
estado, hasta que los consigamos convencer no se cuando. ¿Es esta la apreciación 
correcta? ¿o es que la directiva abre realmente una via para recurrir solo la EIA? 
 
José Luis Ramos, Ecologistes en Acció de Valencia 
Me gustaría responder a lo que se ha planteado sobre qué entienden los tribunales por “interés 
común”. Si cualquiera de nosotros hace el ejercicio de entrar a una base de datos verá que la 
jurisprudencia es reiterada y antigua en cuanto a  lo que se entiende por “interés general” o 
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“interés común”. La jurisprudencia dice que “es un concepto jurídico determinado que 
corresponde a la autoridad competente del caso concreto señalar y determinar, de manera que 
puede darse el caso de que una gasolinera, un supermercado, etc es de interés general y por 
tanto cabe. 
 
BLP: 
En respuesta a la pregunta de JGB. Los problemas que tiene la red natura 2000 aquí en España, 
los conocemos todos y son las grandes infraestructuras (aeropuertos, carreteras, embalses, etc). 
Lo que yo sugeriría a la Comisión; yo creo que la Comisión debería tender a que las zonas de 
red Natura aparecieran correctamente designadas de cara al derecho interno, creo que es 
importante que las CCAA sepan que tienen que sacar decretos declarándolas como tales. Esto es 
algo que con las ZEPAS ya tenía que estar hecho. Yo entiendo que para la Comisión sea una 
prioridad el que esas ZEPAS estén primero comunicadas, pero el paso siguiente y de forma casi 
simultánea habría que perseguir que esas ZEPAs que estén comunicadas también pasen a ser 
ZEPAs declaradas, siguiendo la jurisprudencia, con detalles cartográficos, etc es decir, darles 
entidad jurídica. Lo digo porque más allá de las CCAA y los ayuntamientos, hay también otras 
autoridades que no conocen cuales son estos lugares. Y en el caso particular de las ZEPAS creo 
que el camino iría también hacia conseguir que haya ya medidas de conservación establecidas 
en las artículos 4.1 y 4.2 de la Directiva de Aves Silvestres, es decir, ahora la dicotomía esta en 
plantear que como se solapan muchos los LICs con las ZEPAs, y el artículo 6.1 de la Directiva 
Hábitats obliga a tener Planes de Gestión o planes de Conservación, cuando se hagan estos de 
aquí a seis años, ya me quedarán cubiertas las medidas de conservación que me exige la 
directiva Aves; sin embargo el problema es que para las ZEPAs es obligatorio desde hace 
muchos años, y ahí habría que pedir cuentas a las CCAA, que no esperen a que, si hay 
solapamiento, se defina el ZEC. En lo relativo al régimen de evaluación y autorización, 
recuerdo por ejemplo, que desde Seo/BirdLife llevamos hablando mucho y empezando a 
trabajar en las quejas que la Comisión denomina horizontales, y esto lo digo también de cara a 
Ecologistas en Acción para que lo experimenten, y que digan por ejemplo, vamos a coger casos 
de estos terribles de cómo se está haciendo la Evaluación de Impacto Ambiental, porque en 
muchos casos es una tomadura de pelo, por ejemplo lo que he comentado antes de las medidas 
compensatorias, se meten como tales por partes de las CCAA cosas inauditas. 
 
Regina Schneider (RS): 
Falta parte de la respuesta. En lo relativo a mejorar los estudios de impacto. Muchas veces 
si se quiere evitar quejas por directivas aves y hábitats, si se hace un buen estudio de 
impacto podría ser muy útil, y en este caso ¿Por qué la Comisión no puede pedir una 
comisión independiente que haga los estudios de impacto, ya que mientras que sean los 
funcionarios de la administración los que evalúen los impactos de un proyecto, nunca será 
una DIA negativa. 
 
ALC: 
Hay dos cuestiones: 
En relación a la discrecionalidad creo que efectivamente el artículo 211 otorga una 
discrecionalidad a la Comisión, pero también es cierto que esa discrecionalidad, ese poder que 
tiene la Comisión, está sometido al control del Parlamento Europeo, es decir, si existió en un 
determinado momento una acción por parte de la Comisión en respuesta al caso SEVESO, que 
fue algo histórico, y el Parlamento Europeo llamó la atención a la Comisión en ese sentido y la 
Comisión adoptó a partir de ese momento una actitud distinta que incidía más en la aplicación y 
eso es lo que ha mantenido hasta ahora, si va a cambiar la Comisión sus criterios, debería 
someterlos públicamente a una reflexión y retroalimentación tanto del Parlamento como de los 
ciudadanos. Por tanto creo que, efectivamente, la Comisión puede discrecionalmente cambiar 
los criterios, pero creo también que los ciudadanos tenemos el derecho a participar en ese 
cambio, porque la Comisión tiene ahí una responsabilidad de gobernanza en ese sentido. 
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Respecto del “interés general” que se ha mencionado antes, efectivamente la jurisprudencia dice 
que el interés general es el que determina la administración en cada momento, haciendo juego 
de todos los bienes que tiene que defender, pero también es cierto que eso es con control 
jurisdiccional, y la administración ha dicho, con campos de golf por ejemplo, que NO son de 
interés público, y en empresas, que no son de interés público solo por el hecho de que generen 
empleo, por lo que de algún modo también los tribunales controlan esta definición. Hay una 
sentencia del 23 de diciembre del 96 
 
SMS: 
Me gustaría que se diera respuesta a los casos prácticos que se han planteado… 
 
LK (interrumpe): 
….es un escándalo… 
 
SMS: 
No hay tiempo, lo siento. 
 
LK (interrrumpe): 
….es un escándalo lo que ha dicho el señor García Burgués y también lo que ha dicho el señor 
La calle sobre la discrecionalidad… 
 
SMS: 
De acuerdo, vamos a dar respuesta a las preguntas que se han planteado y luego te doy la 
palabra, Ludwig. 
 
DF: 
Con respecto a quién mira la calidad de los estudios de impacto ambiental, y a quien quejarse, 
yo vuelvo a repetir que es una percepción un tanto equivocada la de que la Comisión es la 
panacea que va a solucionar el Medio Ambiente de todos sus Estados miembros. Eso es una 
labor que, lamentablemente le corresponde a las autoridades públicas y las Organizaciones No 
Gubernamentales interesadas en el asunto el concienciar a los ciudadanos para que exijan a sus 
autoridades que apliquen la normativa comunitaria de la forma correcta.  
Obviamente los estudios de impacto ambiental son realizados por personas expertas, son 
firmados generalmente por profesores de universidad, gente que conoce los asuntos que están 
evaluando y de la que no dispone la Comisión, con lo cual ir ante el TJCE a rebatir informes 
firmados por profesores de universidad con conocimiento de la zona, etc., rebatidos por unos 
funcionarios que están en Bruselas, sin conocer la realidad del lugar, no tiene ninguna 
posibilidad de prosperar. 
 
Manuel Hernández Soria (interrumpe): 
….pero les contrata la misma empresa que quiere hacer el proyecto… 
 
DF: 
Ahí no podemos intervenir porque eso no es contrario a la directiva; esta no dice quien debe 
realizar el estudio de impacto ambiental. Por eso la directiva si ofrece la posibilidad de 
participación por parte de los ciudadanos, que sean informados, y que las autoridades conozcan 
cuales son los impactos del proyecto para que a la hora de tomar la decisión sean conscientes de 
cual va a ser el efecto medioambiental. Los ciudadanos luego tendrán que exigirles cuentas a 
esas autoridades que consideran que han tomado decisiones correctas desde el punto de vista 
medioambiental, pero eso ya queda fuera del papel de la Comisión y para ella es materialmente 
imposible revisar todos los estudios de impacto ambiental que se realizan en España y en el 
resto de los Estados miembro. 
 
Con respecto a las fechas de entrada en vigor de las directivas de impacto ambiental y la 
aprobación de proyectos en fechas anteriores, únicamente en el caso de la directiva 97/11 se 
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aprobó un periodo transitorio de forma que la directiva modificaría a todos los proyectos cuya 
fecha de solicitud fuera anterior al 14 de marzo del año 99, pero a los proyectos que hayan sido 
aprobados con anterioridad a estas fechas no se les aplica la directiva de evaluación de impacto 
ambiental, y ello precisamente por el carácter preventivo de la directiva, pues qué sentido tiene 
realizar una evaluación de impacto ambiental para medir los previsibles impactos de un 
proyecto que ya está hecho. En lo relativo a la ampliación de esta explotación minera que se ha 
mencionado, habría por supuesto que conocer más en detalle el asunto pero en estos momentos 
la Comisión está instruyendo casos similares, en los que si está claro que una ampliación de una 
explotación minera si es un supuesto reconocido en los anexos de la directiva y por lo tanto 
debería ser sometido a evaluación de impacto ambiental. 
 
Anónimo: 
¿hay alguna sentencia? 
 
Jaime Doreste:  
la de los berberechos 
 
ALC: 
No, respecto a minas hay una pero no es de un tema similar 
 
Jaime Doreste:  
No, pero hay una sentencia de un caso muy semejante, que salió el año pasado sobre la 
explotación de berberechos en los Países Bajos, en la cual el TJCE dijo que eso era una licencia 
que se concedía anualmente y tenía que ser revisada anualmente 
 
DF: 
Respecto a la pregunta de la posibilidad de recurso que se establece en la directiva 2003/35, 
pues efectivamente se trata de un nuevo recurso, que está abierta al público interesado o a 
cualquier persona que alegue el menoscabo de un derecho, y la directiva reconoce que las ONGs 
medioambientales son de por si partes interesadas, es un recurso que debe ser rápido y poco 
oneroso, y que se refiere a todos los aspectos tanto formales como de contenido de la evaluación 
de impacto ambiental, no del proyecto, sino de la evaluación en sí. 
 
SMS: 
Voy a darle 10 segundos a Ludwig para que replique a lo mencionado Abel sobre la 
discrecionalidad de la Comisión y nos vamos al café. 
 
LK: 
Si, encuentro escandalosa la intervención de Julio García Burgués y la respuesta de La 
Calle. Cuando se adopta una directiva, los estados miembro tienen que obtener un 
resultado. No pueden alegar que es la responsabilidad de la CCAA sino que es 
responsabilidad del Estado español el obtener ese resultado, ¿Por qué la Comisión 
Europea tiene la discrecionalidad en virtud del artículo 211? ¿Dónde está escrito el poder 
de la Comisión para decir “tengo discreción”? Las organizaciones ecologistas aceptan sin 
más esta discrecionalidad ¿Por qué? Es un escándalo que la directiva aves que tiene 25 
años de edad no esté aplicada aún completamente en la UE, no sé que hace la Comisión 
por remediar esta situación. NO existe esa discreción, ¿Dónde está escrito? 
 
ALC: 
Si bien, no está escrito,  se dice “puede”, y ha interpretado el tribunal eso, y por eso yo entiendo 
que tiene una discreción, pero también creo que esa discrecionalidad no le exime de conseguir 
un resultado, y en eso estoy de acuerdo con el profesor Krämer, pero si tiene discrecionalidad 
bajo mi punto de vista. 
 
JGB: 
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Bueno perdona, no es tu punto de vista, es el punto de vista del TJCE que así lo ha establecido. 
 
(Café) 
 
SMS: 
Esta mesa pretende ser una última escenificación, volviendo al patio político, de todo el proceso 
de elaboración de quejas, con todos los elementos del proceso, desde el Estado miembro, 
representado por Amparo Rambla del Ministerio de Medio Ambiente, la Comisión, representada 
por Julio García Burgués, y las ONG, representadas por Jaime Doreste, de Ecologistas en 
Acción de Madrid. Voy a dar oportunidad antes de pasar al debate, de expresar algunas ideas 
básicas a aquellos intervinientes de la mesa que no han tenido la oportunidad de hablar esta 
mañana. 
Jaime Doreste, Comisión Jurídica Ecologistas en Acción de Madrid 
Mi intervención va a ser muy breve porque no soy nadie para enseñar cosas nuevas sobre todo a 
la vista de los ponentes que han intervenido hoy. De hecho mi experiencia en la presentación de 
quejas es muy breve, se reduce a una y media y además con la ayuda de dos personas que están 
presentes en la sala que son Abel La Calle y Juan Carlos Atienza a los que agradezco desde aquí 
su colaboración. El que prosperen o no habrá que verlo, sobre todo a luz de la nueva 
interpretación de la Comisión que se nos ha expuesto hoy. 
Voy a hablar únicamente de porqué los grupos ecologistas presentamos quejas, porqué tenemos 
desbordada a la Comisión, y los aspectos positivos y negativos de lo que estamos haciendo. 
 
En relación a los aspectos positivos, una de las razones por la que los grupos ecologistas 
presentamos muchas quejas es porque para presentar una queja no es necesario acreditar interés 
alguno. Esto es algo que gran parte de la legislación nacional no nos reconoce. Normalmente no 
tenemos problemas, pero cuando los tenemos son muy gordos, para recurrir en vía 
administrativa proyectos a nivel interno; hay casos, por ejemplo, en el caso de una mina, 
semejante al caso que ha comentado el compañero de Andalucía, nos hemos encontrado que no 
nos dejan recurrir la mina porque no se nos considera parte interesada. Es decir, estamos 
discutiendo a estas alturas del siglo XXI el interés legítimo de los grupos ecologistas. La ley que 
va adaptar Aarhus va a solucionar en parte esto y aunque no es totalmente satisfactoria, vamos a 
tener menos problemas de legitimación. 
Además es un proceso gratuito (salvo correos, que se encarece un poco al ser un envío a 
Bruselas) y es muy cómodo. A nivel estatal, cuando queremos hacer una denuncia 
administrativa contra  tal señor, eso es gratis, cuando queremos denunciar vía penal a una 
empresa por unos vertidos, eso es gratis, pero cuando nos queremos meter en procedimientos, 
sobre todo judiciales eso ya requiere pagar abogado o procurador; en ese sentido los abogados 
de ecologistas en Acción nos solemos dejar abusar bastante y eso suele salir gratis, pero el 
procurador es más complicado convencerle. Aparte están los temas periciales, etc.  
La queja, aunque nos causa mucho estrés, es un procedimiento relativamente cómodo, pues con 
los plazos que tiene, cada cierto tiempo puedes hacer una ampliación de la queja, sin embargo, 
sobre todo para los abogados que tenemos que ir a los tribunales, cualquier procedimiento 
contencioso o penal, es bastante más incomodo pues tienes que estar moviéndote de un lado 
para otro. 
Otro aspecto positivo es que nos permite presentar un asunto ante un ámbito que por lo menos 
no consideramos tan contaminado como nuestras autoridades nacionales, porque hemos perdido 
prácticamente la fe en ellas, de las regionales para qué hablar y las locales ni las mencionamos. 
En cambio, de la UE esperamos mucho, aunque también es cierto como nos han advertido los 
representantes de la Comisión, es cierto que no podemos esperar que sea la panacea para 
nuestros problemas ambientales. Sin embargo entendemos que la queja nos da la oportunidad de 
plantear un asunto concreto ante una institución diferente de la que por acción u omisión causa 
el daño ambiental. Esto en el contexto de que existe una supremacía del derecho comunitario 
sobre el nacional (aquel forma parte de este) y teniendo en consideración el papel de la 
Comisión de guardiana de los tratados. Y aquí nosotros entendemos que el papel de guardiana 
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de los tratados va más allá de un simple control sobre la calidad de transposición y afecta 
también a la aplicación del derecho comunitario. 
Por último el efecto mediático es innegable. Decir que Ecologistas en Acción presenta una 
demanda ante el juzgado número 1 de juzgado administrativo de Toledo no tiene el mismo 
efecto mediático que decir que la Consejería de Medio Ambiente de Toledo es denunciada ante 
la UE, se mire como se mire. Uno de los motivos que nos promovió a proponer esta jornada fue 
por un lado por la calidad de nuestras quejas, pero también como un ejercicio de responsabilidad 
por parte de los diversos grupos, en lo relativo a la cantidad. En lo que respecta a los grupos de 
ecologistas en Acción ha habido momentos de verdadera hemorragia de quejas ante la UE. Creo 
que deberíamos hacer este ejercicio de responsabilidad y sobre todo a la luz de las cosas que nos 
han comentado hoy, que no todas nos han gustado, y ser más selectivo a la hora de elaborar 
nuestras quejas, que quejas presentamos y como las presentamos. Se nos ha insinuado el tema 
de los casos horizontales, casos generales más que casos particulares, por más que nos duela. 
 
Hay una serie de aspectos negativos en la presentación de quejas. Por un lado el exceso de 
confianza; muchos grupos piensan que una vez presentada la queja, ya nos va a solucionar la 
papeleta la Comisión Europea y ya no tenemos que preocuparnos del tema. Esto es preocupante 
si se da en el supuesto de grupos y ocasiones en que una vez presentada la queja, no se 
emprenden acciones legales a nivel del estado miembro. Creo hablar en nombre de toda el área 
jurídica de ecologistas en Acción al decir que no debemos nunca poner una queja ante la UE sin 
iniciar acciones legales a nivel estatal/regional. Entre otras cosas porque si ya es difícil 
conseguir que se paralice algo a nivel cautelar (y pocas veces lo hemos conseguido, salvo 
Manolo Serrano, de Ecologistas en Acción de Salamanca), a nivel comunitario esto es 
imposible. Hay que tener en cuenta que, salvo la normativa de vías pecuarias, toda la normativa 
ambiental estatal deriva de la normativa comunitaria, es decir que, salvo jueces muy 
particulares, como en alta mar, estamos en manos de dios. Por tanto, si hemos detectado una 
infracción en la normativa comunitaria, por fuerza, hay una infracción en la normativa interna. 
El aspecto preocupante es que estamos saturando a los servicios de la Comisión. No se 
comprende que, si las quejas en materia de medio ambiente representan un 27% del total de 
ellas tramitadas por la UE, solo haya 20 técnicos para toda la unidad legal. 
Otro aspecto negativo es la laxitud de plazos. Si nos quejamos de los plazos administrativos y 
penales, en las quejas ante la UE los plazos son también muy laxos. Desde que se adopta la 
decisión de llevarlo ante la TJCE hasta el momento en que se lleva a cabo la demanda, pasan 
seis meses, pues nos podemos imaginar, y eso por no hablar del tiempo que transcurre antes 
entre reunión “paquete” y reunión “paquete”, hasta que se decide enviar el dictamen motivado, 
etc. Son procedimientos que llevan mucho tiempo porque implican que el técnico jurídico de la 
Comisión que tiene que conocer nuestro caso, se tiene que poner en contacto con el COREPER, 
este con el Ministerio de Asuntos Exteriores, este con la CCAA correspondiente, con lo cual, 
inevitablemente los plazos se van a alargar mucho. 
Hay otro tema que a mi me parece muy importante que es la indeterminación del procedimiento. 
Se sabe muy poco acerca del procedimiento de quejas. Nos han explicado algunas cosas de los 
plazos, las comunicaciones con el Estado miembro, etc., pero poco más. Un procedimiento 
administrativo en España está regido por la Ley de Procedimiento Administrativo, que tiene 200 
artículos, por no hablar de la Ley de Enjuiciamiento Criminal que es un tocho enorme. Aquí la 
cosa se ventila en apenas 4 artículos del Tratado. Esto nos hace más difícil el ser capaces de 
acceder al procedimiento y entenderlo. 
Además, es imposible que un grupo ecologista termine accediendo al TJCE. Sin embargo a 
nivel estatal, si tras un procedimiento administrativo no quedamos contentos, podemos acudir a 
un juzgado contencioso. Esto es una gran limitación en lo que se refiere a acceso a la justicia. 
Otro problema es que no hay sanciones económicas para los Estados incumplidores, sino que la 
sentencia inicial del TJCE, de producirse, solo obliga a corregir el incumplimiento. Solo se 
producen sanciones económicas en “segunda vuelta”, si la Comisión considera que persiste el 
incumplimiento. Y aunque existan sanciones económicas, tampoco es un motivo para alegrarnos 
porque esas sanciones se nutren de los presupuestos generales del Estado. 
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Por otro lado, y como ya se ha comentado, otro aspecto negativo es la práctica imposibilidad de 
paralizar las obras, sino es a través de la congelación de fondos cuando estos estén en juego. 
Además, en procedimientos perfectamente reglados como los administrativos y judiciales del 
Estado español, se pueden recurrir prácticamente todas las decisiones que se tomen, como por 
ejemplo el archivo. En el caso de las quejas, si la Comisión decide archivarla, solo nos queda la 
pataleta. Lo único que podríamos hacer es sacar una nota de prensa y decir que estamos 
enfadados. Sin embargo cuando la Comisión Europea nos da la razón y emite un dictamen 
motivado, eso lo publicitamos a los cuatro vientos, pues somos un colectivo muy necesitado de 
buenas noticias. Somos un colectivo castigado y sin la capacidad de presión que tienen otros 
grupos de interés, que disponen de empleados dedicados a hacer lobby en Bruselas; para temas 
de medio ambiente apenas llegaran a 50 las personas que trabajan en Bruselas en este campo. 
Nosotros no somos un sector privado porque hacemos acciones públicas pero no somos sector 
público porque no somos administración. 
¿La solución a todo esto cual es? En función de lo que hemos escuchado a lo largo del día, 
debemos pensarnos más lo que estamos haciendo hasta ahora; estudiando las quejas que se han 
presentado en nombre de Ecologistas en Acción hay algunas de muy bajo nivel y presentadas 
muy a bote pronto, con mucho coraje. Hay que intentar ser más reflexivo, plantearlas más 
despacio, con mayor criterio de oportunidad, mejor fundamentadas. Por supuesto esta misma 
responsabilidad a la hora de tratar con estos procedimientos, también hay que pedírsela a la 
Comisión Europea, pues también está claro que los problemas medioambientales en España son 
graves, no en vano tres de los 20 técnicos de la Unidad Legal tratan temas de nuestro país. 
Sin más, mostraros mi disposición como miembro del área jurídica de Ecologistas en Acción 
para echar una mano a miembros de otros grupos a la hora de elaborar quejas. 
 
Amparo Rambla, Subdirección General de Relaciones Internacionales, Ministerio de medio 
Ambiente 
Gracias por la invitación. Yo no me voy a entretener en lo que ya probablemente se ha hablado 
a lo largo de la jornada. Simplemente quiero describir un poco como es la situación actual a la 
que se enfrenta el ministerio con todo este asunto tanto de las quejas como de los 
procedimientos de infracciones. Desde mi unidad (yo soy la subdirectora), aparte de coordinar 
todo lo que implica la participación del ministerio en otros foros internacionales, llevamos 
también toda la relación con Europa, y dentro de esto llevamos los procedimientos de 
infracción, o la coordinación, dentro del ministerio, de aquellos casos que nos afectan bien 
directamente o bien de una manera indirecta en que la competencia esté compartida entre el 
ministerio, CCAA o entidades locales. Si analizamos los datos desde que entramos en la Unión 
Europea, prácticamente siempre España ha estado a la cabeza del número de quejas. Esto por 
supuesto no nos llena de orgullo y estamos trabajando muy duro dentro del ministerio para 
cambiar esta situación, a pesar de tener una unidad muy pequeña, y que no sea España la ultima 
de la cola en la aplicación del derecho comunitario. No obstante también hay que reconocer que 
no todas las quejas son procedimiento de infracción. Esto siempre que me reúno con la 
Comisión trato de que las estadísticas comunitarias no sean tan desfavorables para nosotros. Si 
sumamos quejas, cartas de emplazamiento, y dictámenes motivados, España se lleva la palma, y 
eso es indiscutible, pero es verdad que España no va a ser, por primera vez en 2005, o así lo 
creemos con los datos que tenemos en la mano, el país con más procedimientos de infracción 
abiertos. Reitero mi solicitud a la Comisión de que en las estadísticas comunitarias no se pueden 
sumar las quejas a los procedimientos de infracción porque realmente no es verídico. Cuando 
estamos hablando de cumplimiento de la legislación comunitaria hay que ser muy serios, yo se 
que la Comisión hace un esfuerzo en ese sentido y hace un “screening” de todas las quejas que 
les llegan y muchas las van quitando antes de mandar o comunicar al estado miembro, pero 
cuando hablamos de cumplimiento hay que ser más serios y yo creo que debería de por una 
parte haber unas estadísticas claras de lo que son las quejas, que los ciudadanos, utilizando su 
derecho de quejarse ante la Comisión, mandan esas cartas a las cuales solo hay que poner un 
sello, pero por eso no tiene porque ser España ante la Comunidad Internacional, porque los 
datos no solo se manejan en Europa sino que se manejan a nivel internacional, siempre el país 
con fama de incumplidor. Yo personalmente llevo 25 años trabajando en Medio Ambiente y 
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para nada tengo la sensación de que España sea el país donde más se incumple la legislación 
comunitaria. Tenemos problemas como todo el mundo, pero no es España el país donde más se 
incumple la legislación comunitaria.  
Como les decía recibimos muchísimas quejas y es muy difícil hacer que baje el número. Las 
quejas llegan a la Comisión (no hay que demostrar nada, son gratis, no se necesitan ni abogado, 
ni procurador, ni pruebas periciales, cualquier ciudadano que piense que no se está cumpliendo 
la legislación puede quejarse, etc…) y es imposible luchar desde el ministerio contra el hecho de 
que los ciudadanos manden esas quejas, ya que es un derecho. Por lo que si estamos luchando 
en el ministerio es para que esas quejas no se conviertan en procedimientos de infracción. 
Muchas veces, en la rutina diaria, llegan muchas quejas, se tramitan a través de los diferentes 
servicios dentro del ministerio, en cada servicio uno tiene muchas cosas que hacer, y la queja va 
quedando ahí relegada para la última hora, para contestar casi cuando se acaba el plazo. Por eso 
hemos hecho un esfuerzo muy grande en el ministerio para que las quejas se contesten en plazo 
y que realmente respondan exactamente a aquello que la Comisión pregunta o pide. Hay que 
hacer un esfuerzo grande de transparencia para enviar a la Comisión toda la información de que 
dispongamos en relación a cada proyecto investigado por la queja. Ese esfuerzo que se viene 
haciendo en los últimos años, empieza a dar sus frutos este año. No es fácil, son muchas, y 
entonces por mucho esfuerzo que se haga los resultados tardan en verse. Si bien el año pasado 
recibimos 63 quejas,  este año hemos recibido 72. Por tanto no hemos reducido el número de 
quejas, este ha aumentado, y sin embargo esto me preocupa menos, ya que lo que me 
preocuparía sería que hubiéramos aumentado el número de dictámenes motivados y cartas de 
emplazamiento. Sin embargo con los datos del año anterior (2004) en cuanto a cartas de 
emplazamiento estábamos en 16, y este año estamos en 12. En cuanto a dictámenes motivados 
el año pasado tuvimos 8, y este año tenemos 4. En cuanto a demandas ante el TJCE, el año 
pasado tuvimos 7 y este año tenemos 2. Por tanto aunque no hemos reducido el número de 
quejas, si hemos contestado bien a las quejas que recibimos el año pasado y esas quejas no se 
han transformado este en procedimientos de infracción. Tenemos desde el ministerio que seguir 
por esta línea. 
 
Por otro lado tenemos que evitar los procedimientos iniciados directamente por la Comisión 
(por no transposición en fecha).También estamos abriendo una línea para evitar los 
procedimientos por transponer inadecuadamente. El transponer inadecuadamente supone por un 
lado el que la Comisión actúa de oficio contra España, y también que se empiecen a abrir en 
cadena procedimientos de infracción por quejas enviadas por casos de mala aplicación, ya que 
los ciudadanos se quejan de proyectos que a lo mejor si cumplen con la legislación nacional, 
pero que al estar mal transpuesta la directiva no cumplen con la legislación comunitaria. Eso nos 
ha ocurrido por ejemplo con el caso de la directiva de evaluación de impacto ambiental. Por ello 
es prioritario para nosotros el evitar los procedimientos por defectuosa transposición. Para 
solucionar esto antes de que se plantee el problema hemos comenzado a hacer lo siguiente: 
Como ya sabéis mantenemos contacto con la Comisión dos veces al año en las llamadas 
reuniones “paquete”, donde se tratan las quejas, la Comisión plantea sus dudas, o si son quejas 
que acaban de llegar la Comisión quiere saber cual es la posición de España antes incluso de 
que ésta responda en plazo, o sobre quejas que estén en un trámite más avanzado, estén en carta 
de emplazamiento, y la Comisión esté estudiando si va a mandar dictamen motivado o no. 
Considero que estas reuniones paquetes son muy útiles porque creo que la base de todo este 
proceso es la colaboración. Este año (2005) hemos mantenido un primer contacto de este tipo. 
El Ministerio considera que en caso de directivas muy importantes antes de elevarlas a Consejo 
de Ministro e iniciar el trámite parlamentario es interesante contactar antes con la Comisión para 
ver si el borrador que ha elaborado el Estado miembro no presenta dudas de cara a la Comisión, 
para evitar hacer una transposición defectuosa y recibir de oficio un procedimiento de 
infracción. Esta nueva línea en el marco de las reuniones paquete, servirá para rebajar en unos 
años el número de procedimientos de infracción. 
 
Cuando nos planteamos desde el ministerio porqué España es el país que más procedimientos de 
infracción tiene, porqué la ciudadanía española acude más a la Unión Europea que a los 
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tribunales españoles, hay muchas posibles respuestas algunas de las cuales se han apuntado 
anteriormente. Si nos remontamos al pasado, cuando entramos en la UE, lo hicimos 
directamente, prescindiendo voluntariamente de periodo de adaptación. Entramos y 
transpusimos de golpe toda la legislación comunitaria y nos encontramos con que prácticamente 
se pasó de una situación en que en nuestro país no había legislación en materia de medio 
ambiente a otra en la que nos encontramos con un acervo comunitario importantísimo en 
materia ambiental. Esto dio sus desajustes e históricamente arrastramos una serie de quejas de 
muchos años y que la Comisión nunca nos cierra y permanecen ahí aletargadas. El 
procedimiento de quejas, no solo visto desde el punto de vista del mundo ecologista sino 
también visto desde el punto de vista de la administración, también tiene sus más y sus menos, 
ya que nunca sabemos realmente si la Comisión nos cierra o no nos cierra casos, hay casos que 
cierra y no comunica al Estado miembro, no hay un plazos según los cuales si un expediente ha 
permanecido por ejemplo diez años sin actividad se cierren automáticamente, es decir no hay 
plazos ni ningún mecanismo para evitar aquellas quejas antiguas, que están abiertas desde 
aquellos comienzos de los años 80, y que se suman cada año a los 60-70 casos que cada año 
tenemos. 
 
Hay también históricamente mucha falta de comunicación con el sector ecologista, aunque en 
los últimos años se viene superando. Hasta hace nada estaba por un lado el ministerio, que 
transponía sus leyes, pero sin consultar en absoluto con el mundo ambientalista. En los últimos 
años estamos haciendo esfuerzos por colaborar, porque de esa colaboración nos ahorraríamos 
muchas quejas. Si el ciudadano ve que la administración le atiende, le responde, etc, aunque 
después el ciudadano según su criterio siga viendo necesario actuar, muchas quejas se evitarían. 
La comunicación es muy importante, hablando se entiende la gente y muchas quejas se habrían 
evitado si hubiera habido en los últimos años más transparencia. 
 
Existe el sentimiento como ya se ha dicho, de que si mi estado miembro incumple, es más 
efectivo ir a un ámbito superior que le va a leer la cartilla a mi estado miembro y esto va a tener 
más atención mediática.  
 
Vosotros hacéis mucho esfuerzo en ponernos quejas y desde el ministerio nosotros hacemos 
muchos esfuerzo en tratar de cerrarlas (risas) pero creo que encontraremos un equilibrio entre 
todos, seguiremos trabajando intentando hacer las transposiciones en plazo y con buena calidad, 
e intentando que las quejas no se nos transformen en procedimientos de infracción, y que no 
lleguen al TJCE. El llegar al TJCE ya es algo serio, pues hay que cumplir la sentencia y si no se 
cumple nos arriesgamos a una multa, y eso, como decía vuestro compañero, no debe ser motivo 
de alegría porque esa multa la pagamos todos. Quedo a vuestra disposición para lo que queráis. 
 
COLOQUIO 
Julio García Burgués (JGB): 
Yo ya hice esta mañana unas consideraciones que todos habéis oído y tengo que decir que no he 
cambiado de opinión y sigo pensando básicamente lo mismo. 
En primer lugar hay una constatación que se impone y es que las quejas han sido y siguen 
siendo un instrumento de una utilidad muy grande en materia de medio ambiente. No tenemos 
en la Comisión poderes de inspección, no existe una Agencia de Inspección Medioambiental a 
nivel de la UE y realmente a través de las quejas hemos podido detectar muchos casos de 
incumplimientos de la legislación comunitaria que de otra manera habría pasado desapercibidos. 
Al mismo tiempo, tenemos que ser todos conscientes de que el alto número de quejas y de 
infracciones está teniendo un efecto secundario no deseado, y está siendo utilizado como 
argumento a favor de una des-regularización y un desmantelamiento de la normativa ambiental 
comunitaria y pienso que en los tiempos que corren este es un factor que todos tenemos que 
tener en consideración. En materia de quejas los denunciantes, la Comisión, los Estados 
miembros cada uno de ellos puede jugar un papel muy importante en mejorar la eficacia de las 
quejas, ya hice referencia esta mañana a cuales serían desde mi punto de vista los elementos 
fundamentales de contribución de las ONGs, a través de la presentación clara y bien 
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estructurada de las quejas, con elementos suficientes de prueba. Del mismo modo es importante 
que no se acuda directamente a la Comisión Europea, de forma que los temas de infracción se 
traten en primer lugar ante las autoridades competentes en el EM. Yo entiendo que la utilidad 
instrumental de las quejas es grande y es muy útil tener noticias publicadas en la prensa sobre la 
presentación de quejas en Bruselas pero no creo que esta práctica sea aconsejable. Es importante 
que las ONG establezcan sus propios filtros para las quejas, y que no nos planteen problemas de 
importancia menor, que se centren y den prioridad a temas como la mala transposición o el 
incumplimiento de obligaciones fundamentales derivadas de la legislación comunitaria. Creo 
también que es extremadamente importante que las ONG acumulen quejas; si en lugar de 
presentarnos cien quejas relativas a un tema, senos presenta una sola bien documentada y 
acumulando esos cien casos de infracción, todos trabajaremos de una manera más eficiente. 
 
Los EM tienen también un papel muy importante que cumplir y yo desde aquí querría invitar a 
las autoridades españolas para que reflexionen sobre la posibilidad de establecer mecanismos en 
España para el tratamiento de las quejas por violación de la legislación comunitaria. Como ya 
dije esta mañana es algo que ya han hecho otros EM y me da la impresión de que mecanismos 
de este tipo pueden ser muy útiles. 
 
Finalmente por lo que se refiere a la Comisión creo que es imprescindible trabajar sobre la base 
de prioridades. Este es un requisito esencial para que nuestra acción sea eficaz. Esta necesidad 
de establecer prioridades es algo que ha estado latente durante mucho tiempo, pero que después 
de la última ampliación se ha convertido en una necesidad imperiosa. Hoy en día estamos 
trabajando sobre la base de las prioridades establecidas en la Comunicación del 2002 sobre la 
mejora del control de la aplicación del derecho comunitario COM(2002)725, pero como ya dije 
esta mañana hay un proceso de reflexión en curso que puede llevar a una redefinición de las 
prioridades y tal vez a la definición de prioridades por sectores. Estoy de acuerdo con algo que 
dijo Abel La Calle hace un rato sobre que este proceso debería llevarse a cabo de una manera 
transparente y por supuesto fuera objeto de una discusión de un debate en el Parlamento 
Europeo. En el 2002 se utilizó una comunicación, y un instrumento semejante debería utilizarse 
hoy.  
Por otro lado me parece evidente que las quejas y las infracciones deberían enmarcarse dentro 
de una estrategia más amplia que incluya mecanismos de diálogo y de cooperación preventivas. 
Una conclusión que yo he extraído de esta discusión es que en esos mecanismos de cooperación 
y diálogo, que incluyan acciones de sensibilización  tiene que prestarse una atención especial a 
las autoridades judiciales; hay necesidades en este sentido, probablemente no en todos los EM 
pero si en países como España. Creo que las iniciativas que está llevando a cabo la Comisión de 
elaboración de guías de interpretación de algunas directivas que son particularmente difíciles es 
algo muy útil. El modelo podría ser esa guía de interpretación o de aplicación del artículo 6 de 
la directiva Hábitats a la que se ha hecho referencia en varias ocasiones durante el día de hoy. 
Por supuesto dentro de esta estrategia amplia de control de la aplicación del derecho 
comunitario, el diálogo entre la Comisión y las ONGs es muy importante y en ese sentido el 
EEEB (European Environment Bureau) puede y debe jugar un papel importante. 
Finalmente querría comentar algo muy rápido sobre el tema de los recursos. Los recursos son 
insuficientes desde el año 2004 porque la ampliación no ha ido acompañada de un correlativo 
aumento las necesidades de funcionarios para la Comisión, pero esta es una situación con la que 
tenemos que vivir. La DG Medio Ambiente está haciendo un esfuerzo particular para aumentar 
los recursos disponibles para el control de la aplicación del derecho comunitario, 
desgraciadamente mi unidad no ha recibido más puestos, no va a aumentar el número de juristas 
de mi unidad, pero se ha puesto en marcha una iniciativa a través de la creación de “task forces” 
sectoriales para de alguna manera poder combinar los recursos disponibles en la unidad jurídica, 
(en la unidad de infracciones) y en las unidades técnicas. Hoy en dia tenemos “tasks-forces” 
para los sectores de naturaleza, agua, impacto, residuos y aire y creo que esta iniciativa va a 
garantizar que las unidades técnicas dediquen más recursos a los temas de control de la 
aplicación del derecho comunitario y que al mismo tiempo se generen más sinergias dentro de la 
DG de Medio Ambiente. 

 60



 
SMS: 
Desde las ONG recogemos esa invitación a la cooperación y al diálogo, y simplemente 
esperamos que esa comunicación sea fluida y se incremente. 
 
Juan Carlos Atienza, Seo/BirdLife: 
Mi pregunta y comentario va sobre todo para Amparo Rambla. Según lo que has 
comentado básicamente vuestro mayor esfuerzo es para cerrar quejas. A nosotros nos 
gustaría más oír que el mayor esfuerzo lo invertís para que no se incumpla el derecho 
comunitario y así no haya que interponer quejas y el hacer que por parte de la sociedad se 
tenga la percepción de que estamos cumpliendo con nuestras obligaciones y 
responsabilidades según el derecho comunitario y que por tanto no tenemos que 
interponer dichas quejas. Mi organización es una de las que interpone quejas, no 
demasiadas, pero si algunas, y nos gustaría no tener que interponer ninguna y dedicar esos 
esfuerzos a otras partes del objetivo social por la que fue fundada pero no nos queda otro 
remedio. Yo entiendo que a veces es difícil, y que desde el Ministerio se está haciendo un 
esfuerzo por solucionar la situación, al menos en la parte que le corresponde, y que el 
hecho de que gran parte de las competencias esté en las CCAA muchas veces no facilita las 
cosas y que el Ministerio en un gran número de casos no tenga un papel fiscalizador sobre 
la actuación de las CCAA, pero quizá el Ministerio debería empezar a buscar los 
mecanismos que le permitan ejercer cierto control sobre las CCAA para meterlas un poco 
en cintura cuando no cumplen con sus deberes. Mi pregunta es: ¿habría posibilidades, en 
la línea de lo comentado por Julio García Burgués, de establecer mecanismos de 
tratamiento de las quejas, previas a su presentación? ¿se podría desde su Subdirección 
General montar algo que permita intentar a través de las ONG por una parte y del 
Ministerio por otra, solucionar el conflicto antes de presentar la queja? No tanto quizá a 
nivel del ministerio, contra el que a veces no nos queda otra que presentar una queja, pero 
con el que en cierta medida hay interlocución, dentro de lo que cabe, pero incluso si los 
que incumplen son las CCAA, el Ministerio ¿no podría hacer ese papel de intermediario? 
 
Manolo Serrano, Ecologistas en Acción de Salamanca: 
Sobre la Comunicación del 2002 de la Comisión que tantas veces se ha mencionado hoy 
¿Dónde se puede encontrar en papel? ¿o en la página web? 
 
SMS: 
Se os van a enviar por correo electrónico 
 
JGB: 
Existen en realidad dos comunicaciones del 2002 y las dos están disponibles en la página web 
de la CE, quizás buscando en la Secretaría General de la página web “europa” se encuentran 
 
Manolo Serrano, Ecologistas en Acción de Salamanca: 
Quería además abundar en lo comentado sobre la mejora del sistema de quejas, y volver a lanzar 
una pelota al Ministerio de Medio Ambiente -que ha hablado de lo que concierne estrictamente 
al Ministerio de Medio Ambiente (esta mañana la REPER nos hablaba también de una 
responsabilidad estrictamente de trámites y ventanilla y sin apenas contenido)- para que tome 
responsabilidad en esta propuesta de mejoras que está haciendo la Comisión, se implique y 
active mecanismos de diálogo no solo en lo que respecta al ministerio sino también en todo lo 
que respecta a la REPER, a las Confederaciones Hidrográficas. 
 
Theo Oberhuber, Confederación de Ecologistas en Acción: 
Como se ha hablado de transparencia, colaboración y diálogo, si no se dan esos mecanismos de 
cooperación, por lo menos como mínimo, y teniendo en cuenta que la transparencia, 
colaboración y diálogo son tres cosas que en el proceso de quejas prácticamente no existe, ya 
que tenemos problemas simplemente para conseguir el informe que envía el gobierno español 
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en el cual contradice nuestra queja, por lo menos desde el ministerio de medio ambiente 
tengamos acceso a esa documentación o al menos a los documentos que sea factible suministrar, 
y se abra esa ventanilla de diálogo sobre quejas con el ministerio de Medio Ambiente que hasta 
ahora no ha existido. 
 
Enrique Urbano, Ecologistas en Acción de Córdoba: 
Yo pienso que tenemos un abanico tremendo de normativa ambiental, que aboga por el 
desarrollo sostenible. Creo que el desarrollo económico en el que estamos es incompatible con 
el desarrollo sostenible y por tanto con la legislación, por lo que cada vez que se saca una 
directiva nueva es una directiva nueva a incumplir, y con el caso de la DMA ya es para echarse 
las manos a la cabeza y no dar abasto con cosas que denunciar. Si no se le da un giro al 
desarrollo económico en cuanto a devorador de recursos y despilfarrador, poca solución vamos 
a tener. 
 
Belén López Precioso (BLP): 
Mi comentario era para Amparo Rambla y va en la línea de lo expresado de buscar 
soluciones previas. Has comentado que para rebajar el número de quejas y de 
procedimientos de infracción, estáis trabajando para que las transposiciones se hagan en 
plazo y sean mejores (respondan a la legislación comunitaria). Mi pregunta es ¿Cuántas 
quejas, en volumen, corresponden a mala aplicación en casos que dependan del Ministerio 
de Medio Ambiente-costas y aguas- y cuántas corresponden a las CCAA? 
Por otro lado, suponiendo que nuestra legislación transpusiera bien la legislación, ¿el 
ministerio no se ha planteado que él también puede ir y recurrir disposiciones de las 
CCAA, para que la normativa de las CCAA sean como dios manda, es decir, adecuada a la 
legislación estatal básica, la cual presumimos que va a ser correcta respecto del derecho 
comunitario? Ahí existe otra vía que, si se ejercitara más, quizás nosotros no nos veríamos 
obligados a poner tanta queja.  
Gran parte de las razones por las que ponemos tantas quejas (aparte de que son “baratas” 
y además mucho más breves de lo que supone un proceso administrativo), y ya lo comenté 
esta mañana, es que aquí nunca ganamos los casos antes los tribunales españoles porque 
estos no están formados en derecho comunitario ¿se está considerando esto desde el 
ministerio como un problema real a la hora de aplicar el derecho comunitario, que 
nuestros jueces no saben aplicar? ¿Qué tipo de cosas se han pensado para solucionar este 
problema? 
 
Juan Manuel López Rubio, Ecologistas en Acción de Madrid 
Desde el Ministerio de Medio Ambiente se ha planteado que las posible sanciones desde 
Europa, son para todos los españoles, y que por tanto nosotros mismos también nos vemos 
afectados por esas denuncias que hemos realizado, por esas multas que “hemos ayudado a 
imponer” y no debíamos alegrarnos. Pero yo no le daría esa dimensión porque la administración 
que actúa incorrectamente, tiene que ser sancionada, para que en sus presupuestos generales se 
quede colgado y no se pueda cumplir el proyecto para el que necesitaba los fondos europeos y 
violaba la legislación ambiental, o en ultima instancia, si es una CCAA, que la administración 
central le detraiga la sanción que ha impuesto el TJCE. Esta sanción económica que pagamos 
todos, ha de repercutir en el infractor ya sea el Ministerio de Medio Ambiente por la calidad de 
las aguas, ya sea el Ministerio de Fomento por el destrozo de un monte, etc. En definitiva, a mi 
no me gustan las sanciones pero también pienso que si es la única forma de que se cumpla la 
legislación, y en último término la multa va a motivar que se ponga más interés para la próxima 
vez, pues estoy de acuerdo con ellas. 
 
Amparo Rambla (AR): 
En relación a que nuestro objetivo sea cerrar quejas. No quiero que se me malinterprete, en mi 
trabajo diario este si es más un objetivo, pero esto no quiere decir que el Ministerio tenga esto 
como primer objetivo. El Ministerio trabaja para cerrar quejas pero también para que se cumpla 
la legislación. Mi trabajo diario si se centra en que esas quejas que llegan al ministerio se 
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respondan en tiempo, plazo y correctamente, y en ese sentido es en el que trabajamos para 
cerrarlas.  
 
En relación a los mecanismos de diálogo. Se ha sugerido por varios de los participantes el 
establecimiento de un mecanismo de diálogo, una especie de ventanilla de quejas, etc. Yo lo voy 
a transmitir, pues ya que hay grupos de trabajo con otras cosas, en el marco de ciertos consejos, 
también podríamos hacer una experiencia con las quejas si esto os parece atractivo (a mi si me 
lo parece). Vamos a plantearlo, visto que es una demanda de las ONG y de la Comisión, y 
analizaremos como puede hacerse. 
 
En relación a que cada vez que se aprueba una directiva es una directiva más a incumplir. Si y 
no. De verdad os digo que yo creo que no podemos nunca abandonar la regularización y la 
elaboración de normas ambientales. No debemos tener la sensación de que no hay que hacer 
más normas ambientales porque no se cumplan algunas de las que ya hay. Entrar en esa 
dinámica sería terrible. Daros cuenta del proceso de simplificación legislativa en el que estamos 
inmersos ahora mismo a nivel de la Unión Europea. Este proceso está liderado por el Consejo 
de Competitividad. Una de las cosas más preocupantes dentro de este proceso es la rebaja de los 
estándares ambientales. Hay muchos sectores que están presionando para que esto sea así. La 
UE ha producido muchas normas ambientales. Es verdad que en algunos casos, como por 
ejemplo los residuos, es muy complicado para una pequeña o mediana empresa, conocer bien 
toda la legislación ambiental en este campo, por lo que en dichos casos está justificado un 
proceso de simplificación ambiental. Pero es un ejercicio de aclaración de la legislación el que 
se tiene que hacer (el ciudadano muchas veces incumple la legislación porque no la entiende o 
conoce), no de rebaja de estándares ambientales. Estos mismos sectores que defienden la 
desregulación ambiental y la cara más dura de la competitividad del proceso de Lisboa, olvidan 
a menudo el propio coste de la no acción o no aplicación de las normas ambientales. 
 
En relación al número de quejas. Según nuestros cálculos, los datos de este año, a 14 de octubre 
(2005) existen 182 quejas en total, 43 cartas de emplazamiento, 18 dictámenes motivados, y 17 
demandas. Del total de quejas, 15 son de competencia exclusiva del Ministerio de Medio 
Ambiente, es decir un 8,2% del total, 64,  (el 35,2 %) competencia compartida con otras 
administraciones (otros departamentos de la AGE, Ayuntamientos, CCAA...); por ejemplo hay 
casos como los vertederos, que no son competencia del ministerio, pero sus lixiviados van a 
parar al río y por tanto ya existe competencia también del ministerio, o algunos casos de costas, 
alguna de impacto ambiental, etc. El resto es competencia exclusiva de las CCAA. 
 
En relación a la ausencia de juzgados especializados. Tenemos un fiscal de medio Ambiente (D. 
Antonio Bercer) que por los contactos que yo he tenido con él, conoce muy bien toda la 
problemática ambiental y….. 
 
BLP (interrumpe):  
….pero yo no me refería a lo penal, ¡eh! Esa es siempre la última vía… estoy hablando de irte a 
un contencioso sobre cualquier proyecto del ministerio o de una CCAA. Un contencioso donde 
se podría aplicar el derecho comunitario. No estoy hablando de llevar a nadie preso, sino de 
mejorar la dimensión administrativa. 
 
AR: 
Bueno yo no te podría contestar a eso, pero te tomo nota y transmitiré esta inquietud en el 
ministerio. 
 
Por último en relación con la sanción económica que impone el TJCE y que pagamos todos. La 
sanción viene a España y luego se determinará quién es la administración competente la que 
tiene que hacer frente a esa sanción. Luego esa administración competente, lo que tiene que 
hacer con esa sanción es repercutirla en el infractor, o así al menos lo considero yo, es decir, si 
el infractor ha sido una empresa, que esa sanción la cubra la empresa, y más teniendo en cuenta 

 63



la nueva directiva de responsabilidad ambiental. Mi intervención ha estado un tanto 
desafortunada en ese sentido. 
 
Julio García Burgués (JGB): 
Bueno, en realidad no ha habido ninguna pregunta que se me haya dirigido de manera directa, 
no se si eso es porque todo el mundo está de acuerdo con lo que he dicho o que estáis tan en 
desacuerdo que habéis decidido ya no hacerme preguntas para manifestar vuestro desprecio pero 
bueno. En definitiva, quería decir que tomo buena nota, de que Amparo Rambla ha tomado 
buena nota de la idea de establecer algún tipo de ventanilla para la tramitación de quejas. Yo 
comprendo que es un tema  en el que es muy difícil embarcar a las CCAA. España no es el 
único país que tiene este problema. Quizás para motivar más a las CCAA la próxima vez lo que 
podemos hacer es editar estadísticas de sanciones y quejas por CCAA, porque tengo la 
sensación de que las CCAA quedan un poco perdidas en todo esto… 
 
AR: 
No se si habría que llegar a ese extremo, pero si es verdad que cuando ves un titular que dice 
“España el mayor infractor….” Siempre España se asocia al ministerio, pero bueno. Tampoco es 
verdad que el que haya una descentralización en cuanto a las competencias eso sea motivo de 
más quejas. Las quejas son las que son, y eso no depende de que España sea un país 
descentralizado. 
 
 
(Anónimo): 
Hay una pregunta que no se ha contestado, sobre la posibilidad de que el ministerio 
detecte casos de mala transposición por parte de las CCAA y actúe contra eso 
 
Ludwig Krämer (LK): 
La protección del medio ambiente no es solo un problema de derecho comunitario. Existe 
un sistema de quejas a nivel europeo y sería útil establecer uno a nivel estatal por el 
incumplimiento del derecho español del MA. Podría establecerse un sistema entre las 
CCAA y el gobierno central. Existen en Alemania, Bélgica, Italia, Austria, etc., sistemas 
integrados, regionales y centrales. 
En segundo lugar me gustaría decir que durante todo el día ha habido contribuciones que 
me han parecido muy ricas. ¿No sería posible publicarlas en forma de libro, quizá con una 
pequeña financiación de la Comisión Europea, o del ministerio español de Medio 
Ambiente? 
 
JGB: 
La Comisión no hacemos pequeñas financiaciones, solo financiamos grandes proyectos. 
 
ALC: 
Mi pregunta es para JGB. Existe un problema grave en el ámbito administrativo que es el 
de la  tutela judicial efectiva de esos juicios rápidos, de esas tutelas rápidas, y, igual que en 
las directivas de contratos y en el ámbito de Aarhus habría sido interesante no solo el 
establecer ese recurso sino también el que la Comisión pudiera entrar al tema, porque es 
un problema realmente grave en todo el incumplimiento de la normativa comunitaria el 
que no exista una tutela efectiva real en el ámbito de lo contencioso administrativo. Lo 
digo también para el ministerio, para que a la hora de transponer el convenio de Aarhus 
considere el que establecer un mecanismo de juzgado rápido en el ámbito de lo 
contencioso para los temas ambientales sería bastante importante. 
 
SMS: 
No queda tiempo para más preguntas. Ahora los miembros tienen una última oportunidad de 
contestar a aquellas cosas que se han quedado en el tintero, y cerramos. 
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Jaime Doreste: 
Yo simplemente recoger la sugerencia de Theo Oberhuber que se ha ido. Si uno de los objetivos 
del ministerio es mejorar la comunicación con los grupos que presentan quejas para reducir el 
problema, un primer buen paso sería, insistimos, el darnos acceso a aquellos informes que envía 
a la Comisión como respuesta a las quejas. Nosotros no consideramos que el privarnos de esta 
información esté justificado. Se decía esta mañana  por parte del Ministerio de Asuntos 
Exteriores que no se nos facilitan por no adelantar argumentos de defensa. Eso no tiene 
justificación porque a nosotros no se nos considera parte en el proceso, no tenemos posibilidad 
de llevar a España ante el TJCE por lo tanto no nos están privando de información que podamos 
utilizar en un tribunal. El aportarnos esta información mejoraría mucho la actividad de las ONG, 
que aportarían exactamente aquella información que a la Comisión le falta para conocer la 
situación de forma completa y evaluar adecuadamente esa información que le envía el gobierno 
y que en muchas ocasiones hemos comprobado que es totalmente falsa. 
 
JGB: 
En relación a la tutela judicial, simplemente decir que la Comisión ha presentado una propuesta 
de directiva sobre el acceso a la justicia en materia de medio ambiente que sería la aplicación 
del Convenio de Aarhus. Desgraciadamente esta propuesta de directiva ha sido objeto de una 
oposición feroz en el Consejo. Yo no sé en este momento cual es la situación, pero creo que las 
posibilidades de que se apruebe esta directiva son inexistentes y probablemente la Comisión se 
plantee retirar esta propuesta. 
 
Con relación a hacer pública la respuesta de los Estados miembro, en realidad nos estamos 
limitando a aplicar la jurisprudencia del TJCE que ha reconocido que las respuestas a las cartas 
de emplazamiento, no son susceptibles de ser facilitadas al público. El TJCE es quién interpreta 
el derecho comunitario. 
 
AR: 
Por contestar a la pregunta que había quedado colgada sobre la posibilidad de que el ministerio 
recurriera los textos de transposición de las CCAA cuando no fueran acordes con las directivas, 
si, se podría hacer. Pero yo creo que el problema de las quejas que existen relativas a las CCAA 
no se producen por mala transposición, sino porque las CCAA incumplen su propia legislación, 
así que es más un problema de mala aplicación que de mala transposición. Pero por supuesto 
que el ministerio podría recurrir esta legislación si está mal adaptada. 
 
BLP:  
¿se hace chequeo por parte del Ministerio de la legislación que sacan las CCAA? 
AR: 
En general si hay una vigilancia de la legislación que se hace en CCAA y se mira por todo, por 
la calidad y también por otros aspectos. En muchos casos en que el Ministerio tarda en 
trasponer,  las CCAA van por delante del ministerio sacando su propia legislación. 
 
SMS: 
Ya que tanto la Comisión como el Ministerio han eludido ofrecerse a publicar las 
contribuciones, por lo menos os la enviaremos a vosotros por correo electrónico, junto con las 
Comunicaciones de la Comisión a las que tantas veces se ha aludido hoy. 
Agradezco a los ponentes y a los participantes su asistencia y su paciencia por lo apretado de la 
agenda. Esperemos que las dudas que hayan quedado en el tintero se puedan aclarar en algún 
evento próximo. Gracias por vuestra presencia. 
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